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Este documento se ha elaborado con varios propósitos. El primero busca aportar 
elementos de refl exión frente al vacío bibliográfi co existente sobre el concepto 
de despojo de tierras y territorios. Se presenta un marco teórico, que a priori y 
de manera preliminar, permite ordenar la información acopiada por la Línea de In-
vestigación Tierra y Confl icto del Área de Memoria Histórica (MH) de la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación CNRR, para cada uno de los estudios 
de caso defi nidos por dicha Área. La construcción de este marco se realizó a par-
tir de la racionalización académica de la experiencia de los investigadores en el 
tema rural y agrario, complementado con los aportes recopilados en entrevistas 
efectuadas a víctimas de la violencia, y consultas de información documental de 
artículos de prensa.2

Para cumplir con este objetivo se propone una defi nición o concepto inicial del 
despojo dentro del contexto del confl icto armado interno colombiano, así como 
una posible matriz de clasifi cación de las distintas modalidades del despojo de 
tierras y territorios. En esta lógica se identifi can dos ejes o criterios como punto 
de partida para la construcción de esta clasifi cación: el primero está asociado a 
los medios utilizados por los perpetradores para conseguir el despojo, y el segun-
do se liga al aprovechamiento o uso de la tierra y el territorio despojados. 

También se busca aportar elementos a la discusión sostenida por un sector de la 
academia nacional y de la opinión pública desde hace varias décadas sobre la apa-
rente relación de causalidad entre el confl icto armado colombiano y la estructura 
de la tenencia de la tierra a nivel rural. Para MH este es uno de los interrogantes 
centrales en la discusión sobre las causas estructurales del confl icto colombiano 

IntroducciónIntroducción1

1 El grupo de investigación de la línea Tierra y Confl icto está conformado por Absalón Machado Cartagena, 
Coordinador; Donny Meertens, Jannethe Lucia Castro Hernández, Eliana Pinto, Javier Soto, Pablo Andrés 
Nieto Ortiz y John Jairo Rincón García. Se agradecen los comentarios y contribuciones al documento reali-
zadas por todo el equipo de investigación; así como los realizados por el Dr. Manuel Ramos y los aportes de 
Juana Dávila, quien hizo parte de esta línea de investigación en sus inicios.  

2 A este respecto fueron consultados diarios y revistas nacionales: El Tiempo, El Espectador y la Revista Sema-
na, así como algunos diarios locales: el Colombiano y el País.
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en general y del confl icto armado en particular. Por una parte, se resalta que el 
campo es el escenario de la guerra y que parte esencial de los grupos alzados 
en armas y el mismo ejército colombiano están compuestos en gran porcentaje 
por combatientes de base campesina. También se señala que con la penetración 
del narcotráfi co en el campo el proceso de concentración de la propiedad se ha 
acentuado, lo que difi culta el funcionamiento del mercado de tierras y el acceso a 
la propiedad rural de parte de pequeños y medianos productores. 

Por otra parte se indica que el desplazamiento forzado de la población en un 
conjunto signifi cativo de casos, puede ser tanto el inicio como el resultado fi nal 
de un proceso de despojo violento de propiedades y bienes rurales, como de te-
rritorios. Empero, vale la pena aclarar que tanto el desplazamiento de la población 
como el abandono y el despojo de propiedades rurales no se suceden en virtud 
de un patrón único, pues su materialización puede ocurrir en diversos momentos, 
constituyéndose cada uno de ellos en parte de un proceso mucho más amplio. En 
últimas, tanto el desplazamiento forzado como el abandono y el despojo, no son 
el fi n último; constituyen tan sólo el eslabón de un gran proceso que afecta tanto 
a campesinos como a comunidades indígenas y afrodescendientes, e inclusive a 
grandes propietarios obligados a abandonar o vender sus tierras a bajo precio. 

Sin embargo, al igual que sucede con el desplazamiento forzado, sobre el cual 
no existe acuerdo en torno al número de personas afectadas, tampoco existen 
datos empíricos completos y confi ables relativos a la magnitud e impacto dife-
renciado del despojo de tierras y sus dinámicas. Por distintas razones las pocas 
estadísticas existentes sobre hectáreas despojadas son el resultado de cálculos 
primordialmente especulativos, que si bien son esfuerzos valiosos por dimen-
sionar el problema del despojo, han sido construidos forzosamente en el vacío 
empírico3. Tampoco existen análisis sistemáticos sobre los procesos utilizados 
para arrebatar a los pobladores rurales la tierra y los bienes. 

La mayoría de los documentos encontrados sobre despojo de tierras relatan ca-
sos locales y específi cos pues su propósito primordial no es estudiar en extenso 
el problema general sino denunciar y darle visibilidad jurídica a casos locales de 

3 La ausencia de información primaria y directa sobre el número de hectáreas abandonadas se debe, por una 
parte, a que sólo recientemente las entidades encargadas del registro de población desplazada se han ocu-
pado de inquirir sobre la extensión y la ubicación específi ca de la tierra abandonada. Hasta el año 2003, los 
formularios utilizados por las entidades encargadas de recibir y valorar las declaraciones de las víctimas del 
desplazamiento forzado no indagaban sobre los bienes inmuebles abandonados. Por tal motivo, en el año 
2004 la Corte Constitucional, mediante la sentencia de tutela T-025 de ese año, ordenó a las autoridades del 
sistema nacional de atención a la población desplazada adecuar los formularios y demás instrumentos de la 
política pública de atención para la recolección de esa y otra información considerada de vital importancia para 
atender y comprender adecuadamente el fenómeno del desplazamiento. No obstante las órdenes de la Corte 
Constitucional y los ajustes institucionales, la ausencia de información sobre la magnitud del despojo persiste, 
sin que hayan  avances signifi cativos. En primer lugar, porque la entidad que registra el desplazamiento no re-
coge la respectiva información por negligencia o desconocimiento de los nuevos instrumentos, o bien porque, 
por distintas razones, el desplazamiento en cuestión no es incluido en el registro ofi cial. Recientemente estos 
problemas se están solucionando con el trabajo de la Comisión de Seguimiento a las sentencias de la Corte 
constitucional. Ver al respecto El Reto ante la tragedia humanitaria del desplazamiento forzado. Reparar de 
manera integral el despojo de tierras y bienes. Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplaza-
miento Forzado, vol 5, Koninkrijk der Nederlanden, Bogotá, abril de 2009.  
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apropiación violenta de tierras. Sólo dos trabajos, el de Ana María Ibáñez [2008] 
y el de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento 
Forzado [2009] se preocupan por conceptualizar y proponer esquemas de clasifi -
cación del despojo, además de hacer cálculos estadísticos fundamentados sobre 
la cantidad de  tierras despojadas o abandonadas4. 

De otra parte, se espera que este documento sirva de insumo para el diseño de 
políticas públicas y recomendaciones que propicien reparación y reconciliación, 
particularmente con relación a la restitución de bienes y la recomposición de 
relaciones socio–territoriales, desde una perspectiva de ordenamiento territorial. 
Como último aporte, se introducen elementos que permiten comprender el pro-
ceso del despojo asociado al territorio. Es decir, se aborda el problema del des-
pojo intentando trascender el tema de la propiedad y de los bienes, para introdu-
cir una dimensión expuesta por comunidades campesinas, afrocolombianas y los 
pueblos indígenas, poco reconocida en las discusiones sobre Reparación y Res-
titución. Ello porque existe una limitación conceptual que amarra la construcción 
de políticas a los bienes materiales, olvidando los vínculos simbólicos y culturales 
construidos por las comunidades con el espacio, el territorio y los lugares.

La noción de despojo (tierras y territorios) genera consecuencias políticas y jurí-
dicas, para la formulación de políticas públicas y para los procesos de reparación 
(y restitución) de las víctimas del confl icto armado. Los elementos expuestos 
deberían contribuir a alimentar la discusión sobre el enfoque y acciones de repa-
ración, al conceptuar los métodos de despojo empleados por agentes y actores 
directos del confl icto armado. El despojo de tierras es tácitamente entendido 
como un hecho que genera perjuicios sociales, económicos y emocionales a 
quienes lo padecen. Aún así, el país no ha desarrollado mecanismos prácticos 
para enfrentar la magnitud de la tragedia ni para mitigar su impacto sobre la es-
tructura social, económica, política, cultural y ambiental. Hasta el momento no 
existe una memoria del signifi cado del proceso de despojo. 
 
Este vacío en la memoria colectiva hace que las políticas públicas ocupadas del 
despojo de tierras se limiten a reconocer y proteger de manera formal y restrin-
gida los derechos de la población desplazada sobre la tierra abandonada, sin 
proponer estrategias para reversar y prevenir los efectos del despojo de tierras 
más allá de las disposiciones del código civil. Mucho menos se han asumido en-
foques que permitan diferenciar el impacto del despojo desde la perspectiva de 
género, raza o etnia. Así pues, la naturaleza de las medidas políticas y jurídicas de 
la restitución y la reparación a las víctimas del despojo dependerá plenamente de 
la defi nición o noción teórica de despojo adoptada eventualmente para el diseño 
de las políticas públicas de reparación y restitución.

Es importante señalar que este es un ejercicio preliminar para el debate y la dis-
cusión, susceptible de ser transformado a lo largo del trabajo de memoria. Los 

4 También conviene señalar que el Ministerio de Agricultura ha hecho una clasifi cación del despojo en el 2008 
que ha sido referente de muchos análisis sobre el tema.
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conceptos y sugerencias hechos en este documento requieren completarse con 
más trabajo de campo con las víctimas del confl icto. Los métodos de despojo 
son cada vez más sofi sticados, y el país necesita avanzar en el conocimiento de 
esta problemática que no ha sido objeto de estudio y análisis hasta ahora, pese a 
que afecta tanto a las zonas urbanas como rurales. En la sofi sticación aparece el 
“testaferrato” como una modalidad de ocultamiento del despojo, y como un fe-
nómeno que difi culta el conocimiento, así sea estadístico, de la estructura predial 
y de tenencia de la tierra. El grado de concentración de la propiedad rural medido 
con el índice Gini, poco dice en muchas regiones por el ocultamiento de varias 
propiedades de un mismo dueño en cabeza de varios testaferros.  

Finalmente, el despojo y el abandono de tierras se trasforma en virtud del contex-
to y está condicionado por las relaciones y dinámicas subregionales, regionales 
y nacionales; así como por las dinámicas del poder, las relaciones políticas y 
económicas de los perpetradores. El despojo debe verse como un proceso, no 
como un hecho puntual o casual, por ello requiere de más investigación y análisis 
para entender sus causas, efectos y motivaciones.

El Grupo de Memoria Histórica espera que este texto contribuya al debate y 
esclarecimiento de un tema tan complejo como el despojo y el abandono de tie-
rras y territorios. Usuarios de estos aportes a la Memoria son las víctimas de la 
violencia, los funcionarios de entidades estatales, las organizaciones sociales y 
no gubernamentales nacionales e internacionales, los diferentes agentes involu-
crados en los procesos de Verdad, Justicia, Reparación y Restitución.  
 
El documento está dividido en cuatro capítulos. En el primero se hacen una serie 
de consideraciones relacionadas con la conceptualización del despojo en Colom-
bia y la carencia de elaboraciones sobre una aproximación a dicho problema. Se 
presenta la caracterización conceptual y las diferencias existentes entre abando-
no y despojo. Posteriormente se proponen elementos que permitan generar una 
aproximación al concepto de despojo, tratando de precisar, desde la perspectiva 
de las necesidades humanas, aquellos aspectos de los que se ven privados in-
dividuos y comunidades al ser despojados de la tierra y de sus territorios, con lo 
cual se sugiere una aproximación a un concepto más complejo del fenómeno del 
despojo. 

En el capítulo II sobre tipologías de despojo, medios y fi nes e implicaciones de 
género, se presentan las categorías y tipologías de despojo construidas a partir 
de: la refl exión académica y la sistematización de experiencias empíricas acumu-
ladas por los investigadores, las conversaciones y entrevistas con víctimas de la 
violencia y la revisión de documentos y artículos de prensa. La construcción de la 
tipología básica se desarrollada a partir de la distinción entre “medios” y “fi nes” 
de despojo. En la parte fi nal del capítulo se presenta una refl exión general sobre 
el tema y su incidencia diferencial en las mujeres, así como una serie de hipótesis 
sobre la relación entre las modalidades de tenencia de la tierra y los métodos de 
despojo. 
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El capítulo III hace referencia al aprovechamiento de los territorios despojados, 
en virtud de tres ejes: el aprovechamiento militar, económico y político electoral 
del territorio. El capítulo IV, sobre territorio y despojo se centra en el concepto 
de territorio en las comunidades campesinas, indígenas y afrocolombianas. Se 
presentan elementos para comprender la construcción de la noción de territorio 
desde las concepciones socio-culturales y jurídico-políticas de las comunidades 
campesinas, afrocolombianas y de los pueblos indígenas, con el objetivo de enri-
quecer la discusión sobre el despojo. Estas discusiones, al involucrar el despojo 
tanto de tierras como de territorios, permiten una mayor compresión de la com-
pleja interacción de las dinámicas del confl icto armado con el problema agrario 
y con la reconfi guración de relaciones socio-culturales, políticas, económicas y 
ambientales en las regiones del país. 





© Apartadó, Antioquia, 1996.
Jesús Abad Colorado.
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Una revisión de la bibliografía nacional sobre el despojo de tierras5, muestra que 
se han realizado varias reconstrucciones académicas e institucionales de casos 
específi cos de despojo de tierras, pero con contadas excepciones no han existido 
iniciativas para precisar conceptualmente el tema y desarrollar un marco teórico 
preliminar que permita abordarlo, no ya como un proceso espacio-temporalmente 
localizado y circunstancial, sino como la resultante de un proceso general que 
permita su comprensión en términos más analíticos. 

Algunas entidades gubernamentales, organizaciones no gubernamentales e in-
vestigadores, han contribuido con la elaboración de tipologías que desde diver-
sos ángulos intentan aprehender los métodos a través de los cuales son despo-
jadas las comunidades de sus propiedades. En un ejercicio preliminar de tipología 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural ha propuesto cuatro categorías de 
despojo, compuestas a su vez por varias modalidades así: 

• Compra ventas irregulares: por la fuerza, por dolo, por inducción de error, 
precio que no corresponde con el valor comercial, lesión enorme. 

• Transferencia judicial: pertenencia: poseedores que se convierten ilegal-
mente en propietarios; procesos ejecutivos a partir de los cuales acreedores 
se quedan con las tierras; casos en los que los propietarios recuperan ilegal-

5 Entre los trabajos que han referido el despojo o el abandono de predios se encuentran los siguientes: 1) Gue-
rreros y Campesinos: el despojo de la tierra en Colombia de Alejandro Reyes Posada; 2) Revertir el desplaza-
miento forzado: Protección y restitución de los territorios usurpados a la población desplazada en Colombia, 
2006, de la Comisión Colombiana de Juristas; 3) Reparar de manera integral el despojo de tierras y bienes. 
Informe de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, Serie el Reto vol 
5, publicado en el año 2009; 4) Finalmente se cuenta el texto titulado “El fl ujo del aceite de palma: Acercamien-
to desde una perspectiva de derechos humanos” publicado por la organización Human Rights Everywhere de 
Bélgica en el año 2006, el cual hace referencia a los métodos de despojo empleados por algunas empresas 
palmicultoras en Colombia a partir del ejercicio de la violencia.

1.  Consideraciones 1.  Consideraciones 
preliminarespreliminares
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mente la propiedad defi nidos como procesos reivindicatorios, y fi nalmente 
fraudes procesales defi nidos como conductas ilegales dentro de los proce-
sos judiciales. 

• Transferencia de derechos a través de instancias administrativas: en este 
aparte se categorizan prácticas de adjudicación de baldíos por autoridad 
competente, judicial o registral; incumplimiento de condiciones resolutorias 
como ventas inconsultas antes de los 12 años; acumulación de más de una 
UAF; revocatoria de la asignación y reasignación; aplicación de la caducidad 
administrativa y reasignación a 15 años; ventas sin consentimiento del IN-
CODER, silencio administrativo positivo y posterior enajenación sin el cum-
plimiento de las formalidades; extinción de dominio y asignación a ocupan-
tes; falsedad ideológica en documento público y el empleo de la fi gura de 
accesión para el cambio de propiedades colectivas a particulares. 

• Desalojo forzado por la violencia: Ocupación de hecho y abandono de baldíos.

 Alejandro Reyes Posada, en su último libro titulado Guerreros y Campesinos, 
(Reyes: 2009) mediante el análisis de procesos de expulsión poblacional y 
reconfi guración de la acción política y militar de grupos armados, principal-
mente paramilitares, presenta algunos métodos empleados para propiciar el 
abandono y el despojo de tierras. Sin efectuar una tipología en estricto senti-
do, hace referencia a una multiplicidad de acciones entre las que se cuentan 
las siguientes: 

✓ transferencia forzada de títulos bajo coacción a nombre del comandante o 
mando medio del grupo paramilitar (o algunas veces guerrillero) implicado 
en el hecho. 

✓ corrimiento de cercas para englobar predios de desplazados.
✓ uso de testaferros o familiares para ocultar la titularidad, hasta la adjudi-

cación a combatientes campesinos, o desplazados por las guerrillas.
✓ venta a bajo precio. 
✓ compra de deudas hipotecarias y crediticias a los bancos y propietarios 

endeudadas por parte de mandos paramilitares y otros particulares.
✓ venta forzada y a menor precio. 
✓ expropiación violenta sin contraprestación económica.

Reyes también destaca el papel del narcotráfi co y los narcotrafi cantes en el des-
pojo y adquisición de tierras para diversos fi nes. 

Recientemente la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Despla-
zamiento Forzado, publicó la serie El Reto, incluyendo entre otros temas el de la 
cuantifi cación de los bienes y tierras despojados a la población desplazada. Sin 
establecer una tipología de los métodos de despojo, realiza una aproximación 
cuantitativa al número de hectáreas abandonadas o usurpadas a la población 
desplazada, así como las implicaciones en materia de daño emergente y lucro 
cesante. Con ello busca señalar los vacíos y adelantos desarrollados por el Esta-
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do Colombiano en materia de política y acciones gubernamentales, y se propone 
que estas dimensiones sean tenidas en cuenta en los procesos de reparación y 
restitución de bienes. 

Con respecto al abandono y usurpación de tierras y bienes, la Comisión de Se-
guimiento anota que los estimativos varían considerablemente, oscilando entre 
1.2 millones de hectáreas según Moya y Velásquez, y 10 millones de acuerdo 
con el Movimiento Nacional de Víctimas de Estado. El cálculo de las tierras des-
pojadas incluye no sólo las que los desplazados abandonaron sino también las 
que dejaron a terceros bajo presión y por medio de ventas forzosas. En total, la 
Comisión de Seguimiento calcula que fueron abandonas o usurpadas aproxima-
damente 5.504.517 hectáreas, entre fi nales de la década del ochenta y lo corrido 
de la década del 2000. Por regiones, los pobladores de la costa Atlántica abando-
naron 13,7% del total de tierras, seguidos de los moradores desplazados de las 
regiones Pacífi ca, Amazónica y Orinoquia con el 19,2%, y los de la región andina 
con el 11,8% del total 6. 

Estimativos de hectáreas abandonadas por la población desplazada, 
distintas fuentes. 

Tabla Nº 1

Fuente Millones de Has. estimadas
Ibáñez, Moya y Velásquez7 1.2
Contraloría general de la República 2.9
Programa Mundial de Alimentos8 4
Sindicato de Trabajadores del INCORA 4.4
CODHES 4.8
Acción Social – proyecto protección de tierras 
y patrimonio de la población desplazada9 6.8

Movimiento Nacional de Víctimas de Estado 
(catastro alternativo)10 10

A pesar del “défi cit” investigativo en la materia, desde la perspectiva de la repa-
ración integral a las víctimas de la violencia a nivel nacional e internacional se ha 
abordado el despojo a partir de sus efectos nefastos, haciendo referencia a la 

6 La Universidad de los Andes en un documento titulado “Repercusiones  Económicas  e  Institucionales  del  Nar-
cotráfi co en Colombia “escrito por Roberto Steiner y Alejandra Corchuelo en 1990, señalaba que por infl uen-
cia del narcotráfi co se habían abandonado 3 millones de hectáreas.

7 Ibáñez, A., Moya, A. y Velásquez, A. (2006) hacia una política para la población desplazada, mimeo.
8 PMA (2001). Estudio de caso de las necesidades alimentarias de la población desplazada en Colombia.
9 Acción Social - proyecto protección de tierras y patrimonio de la población desplazada (2005). Diseño de una 

metodología participativa para la recolección de información y protección de bienes muebles.
10 Movimiento Nacional de Crímenes de Estado (2007). Catastro alternativo, estrategia contra la impunidad y 

herramienta para la reparación integral.

Fuente: Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado en 
Colombia. Op. Cit. 
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necesidad de restituir y reparar derechos y bienes. En su informe la Comisión de 
Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado señala que de 
acuerdo con los estándares internacionales11 y nacionales12 de derechos huma-
nos, la reparación Integral de las víctimas se fundamenta en: 

 “[…] la restitución de los derechos afectados por el crimen, la indemnización de 
los daños y perjuicios sufridos con motivo del mismo, los mecanismos individuales 
de rehabilitación, las medidas de satisfacción de alcance general, y las garantías 
de no repetición de las atrocidades […] En primer lugar, mediante la restitución se 
pretende devolver a la víctima a la situación a la que se encontraba con anterioridad 
a la violación, lo cual se logra a través de la devolución de sus bienes patrimoniales, 
así como del restablecimiento de sus derechos y de su situación personal, familiar, 
laboral y social.

 “En segundo lugar, a través de la compensación o indemnización se busca reparar a 
las víctimas por concepto de los daños materiales, físicos, mentales, a la reputa ción 
y a la dignidad sufridos, los gastos generados, las pérdidas de ingreso y de oportuni-
dades, y los costos de asistencia jurídica y servicios médicos, entre otros cuando no 
sea posible la restitución a la situación anterior, o cuando las víctimas no lo deseen.

 “En tercer lugar, la rehabilitación busca reparar los daños físicos, psicológicos, psi-
cosociales de las víctimas, así como ofrecer mecanismos a través de los cuales 
éstas puedan reclamar sus derechos y restablecer su ciudadanía, por lo cual incluye 
las medidas de atención médica y psicológica, y los servicios jurídicos y sociales 
que requieran.

 “En cuarto lugar, las medidas de satisfacción se orientan a restablecer públicamente 
el daño sufrido por las víctimas y a través de ello dignifi carlas, para lo cual incluyen, 
entre otras, la investigación y sanción de los responsables de los crímenes, la difu-
sión de la verdad, la búsqueda de los desaparecidos y de los restos de los muertos, 
la solicitud pública de las disculpas, y la realización de conmemoraciones y home-
najes a las víctimas […] En quinto lugar, las garantías de no repetición consisten en 
reformas institucionales y en medidas de otra naturaleza que buscan evitar que las 
atrocidades vuelvan a cometerse [...]”13.

Los estándares internacionales han insistido en que para ser idónea, la repara-
ción de los desplazados debe dar prioridad manifi esta a la restitución de tierras y 
viviendas abandonadas o despojadas con motivo del desplazamiento, con el fi n 
de que tengan la posibilidad de regresar a ellas14. Que el derecho a la vivienda 

11 Ver Corte Interamericana de Derechos Humanos: caso Suárez Rosero. Reparaciones. Sentencia de enero 20 de 
1999. serie C Nº 44; caso Blake. Reparaciones. Sentencia de enero 22 de 1999. serie C Nº 48; caso Caracazo. 
Reparaciones. Sentencia de agosto 29 de 2002. serie C Nº 95. Ver ONU, Comisión de Derechos Humanos 
49avo período de sesiones Informe fi nal revisado acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de con-
formidad con la resolución 1996/119 de la subcomisión. Doc. E/CN.2/1997/rev. 1 anexo II, principios Nº 33.

12 Ley 975 de 2005, artículo 8. Corte Constitucional, sentencia C-370 de 2006.
13 Uprimy, R. y Saffon, M. Plan Nacional de Desarrollo y Reparaciones. Propuesta de un programa nacional ma-

sivo de reparaciones administrativas para las víctimas de crímenes atroces en el marco del confl icto armado. 
Bogotá: CODHES. pp. 27.

14 Ver principio 29.2 de los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de las Naciones Unidas. Es-
tos principios hacen parte de la constitucionalidad colombiana según sentencia T-025 de 2004 de la Corte 
Constitucional. También la Sentencia 13 T-821 de 2007 esgrime la reparación de las víctimas por medio de la 
restitución de los bienes abandonados.
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digna se encuentre en la base del derecho a la restitución, implica que éste se 
predica no sólo de las tierras, sino también sobre aquellos bienes con respecto 
a las cuales se ejercían otro tipo de derechos, como la posesión, la ocupación, la 
mera tenencia y el arrendamiento.

La Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado 
señala en su informe que: 

 “[…] el problema de las tierras se encuentra en el corazón del desplazamiento for-
zado en Colombia. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Verifi cación (ENV) el 
91.3% de los grupos familiares de la población desplazada inscritos en el Registro 
Único de Población Desplazada (RUPD) manifi esta haber dejado abandonado algún 
tipo de bien (tierra, bienes raíces no rurales, animales, muebles de hogar, etc.) [...] 
El cálculo de las tierras despojadas incluye no sólo las que los desplazados aban-
donaron sino también aquellas que tuvieron que dejar a terceros, bajo presión, por 
medio de ventas forzosas. Según la II ENV-2008 el total de hectáreas despojadas o 
forzadas a dejar en el abandono sería del orden de 5.5 millones (10.8%) de la super-
fi cie agropecuaria del país en los últimos 11 años”15. 

A pesar de no existir claridad sobre los datos exactos del número de desplaza-
dos en el país, las cifras oscilan entre 3 y 4.5 millones de personas. Según la 
Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, las 
tierras despojadas no eran de mala calidad, ya que 1.3 millones de hectáreas eran 
cultivadas y se sembraban productos básicos de la canasta alimentaria (café, 
yuca, ñame, arroz, fríjol, maíz, panela etc.) los cuales garantizaban el sustento de 
los mismos hogares desplazados y del país en algunas regiones. 

No obstante estos esfuerzos, el tema del despojo sigue siendo un campo os-
curo, en tanto en algunos de los ejercicios efectuados se tiende a confundir o 
emplear como sinónimo despojo y abandono. Así mismo, se hace referencia a 
algunos métodos de despojo pero poco se habla de los fi nes y transformaciones 
derivados. Por otro lado, el énfasis parece estar puesto en el despojo de tierra, 
sin abarcar la dimensión del territorio; o en otros casos tierra y territorio se em-
plean como sinónimos. Otros aspectos poco estudiados hacen referencia a la 
relación entre métodos de despojo y estructura formal o informal de tenencia de 
la tierra, así como la relación entre despojo y género. Por estas y otras razones, 
en este documento se hace una conceptualización de los métodos de despojo 
partiendo de la distinción entre medios, métodos e instrumentos y fi nes (objetos, 
motivos, intenciones o sentidos de la acción, el para qué?); abandono-despojo, 
tierra y territorio. Así mismo, se genera una aproximación al concepto de despojo 
y su potencial relación con la estructura de tenencia de la tierra y el género. 

15 La superfi cie agropecuaria del país fue calculada en 2006 en 51.169.651 hectáreas y está constituida por 
38.804.661 hectáreas en pastos y rastrojos y 3.579 .929 hectáreas de cultivos (Ministerio de Agricultura 
anuario Estadístico).
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16 Este es el caso por ejemplo del libro de Alejandro Reyes Posada, Guerreros y Campesinos. El despojo de la 
tierra en Colombia. Igual situación acontece en los conceptos elaborados por la Comisión de Seguimiento a la 
Política Pública sobre Desplazamiento Forzado en Colombia en el décimo primer informe titulado: Cuantifi ca-
ción y valoración de las tierras y los bienes abandonados o despojados a la población desplazada en Colombia. 
Bases para el desarrollo de procesos de reparación. Documento digital PDF.

17 “El artículo 706 del Código Civil preceptúa lo siguiente: “Estímense bienes vacantes los bienes inmuebles que se 
encuentran dentro del territorio respectivo a cargo de la Nación, sin dueño aparente o conocido; y mostrencos 
los bienes muebles que se hallen en el mismo caso”. Bienes vacantes son aquellos inmuebles sobre los cuales 
se ejerció la propiedad privada, pero que aparecen en el momento sin dueño aparente o conocido. Bienes mos-
trencos son bienes muebles que han tenido dueño particular, pero han sido abandonados material y jurídicamente 
y no se sabe quién es su dueño aparente.” Tomado de En qué consisten los bienes vacantes o mostrencos? 
Consultado en http://www.lablaa.org/blaavirtual/ayudadetareas/frecdos/frecdos22.htm. febrero de 2009.

18 Conceptos relacionados con la ruta de protección Étnica. Documento del Programa de Protección de Tierras 
y Patrimonio de la Población Desplazada. Acción Social – Presidencia de la República. Consultado en: http://
www.accionsocial.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=3&conID=3341&pagID=6219, febrero de 2009.

2.  Abandono y despojo: 2.  Abandono y despojo: 
     dos conceptos diferentes pero relacionados     dos conceptos diferentes pero relacionados

En este documento se pone énfasis en el despojo y los métodos empleados para 
despojar. Este aspecto es de trascendental importancia, ya que algunos estu-
dios recientes16 tienden a emplear los términos de despojo y abandono como 
 sinónimos.

El abandono según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, 
puede defi nirse como acción y efecto de abandonar o abandonarse. También 
como la renuncia sin benefi ciario determinado, con pérdida del dominio o pose-
sión sobre cosas que recobran su condición de bienes nullius (bienes sin dueño) 
o adquieren la de mostrencos17; en otras palabras, bienes sin dueño aparente o 
conocido, o bienes vacantes. 

Abandonar también es defi nido por otros como dejar una persona y/o un lugar. 
Dejar de frecuentar un sitio; retirada de un lugar y de las atribuciones que le 
competen; voluntad de renunciar a las facultades sobre lo suyo, especialmente 
en lo referido al dueño o propietario de algo. Signifi ca también dejación, des-
prendimiento de lo que nos pertenece. Irse, marcharse de un lugar, huir. Otros le 
atribuyen el signifi cado de dejar, renunciar a un derecho, a un bien o una cosa. El 
abandono se puede dar por voluntad propia o por voluntad de terceros, los cua-
les potencialmente recurren a diversos medios para obligar el abandono. 

El Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada de 
Acción Social, anota acerca del abandono de tierras asociado a grupos étnicos que: 

 “De acuerdo a los instrumentos internacionales, nacionales, la jurisprudencia vigen te 
y el derecho consuetudinario, en el caso de grupos étnicos, se entiende por abando-
no las privaciones o limitaciones al ejercicio del derecho fundamental al territorio, es 
decir, al acceso, manejo y disfrute pleno de los lugares de uso colectivo y de aquellos 
de uso individual por parte de las comunidades y sus integrantes. Por ello, el concep-
to de abandono no puede ser aplicado al territorio étnico, como un todo, como es el 
caso del abandono de fi ncas, lotes o viviendas campesinas o urbanas”18.
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En virtud de estas defi niciones se podría inferir que el abandono implica la suspen-
sión del uso, disfrute, acceso y posesión de cosas o incluso de derechos, por un 
tiempo determinado y en virtud de causales voluntarias o involuntarias; es decir la 
privación temporal o permanente de las cosas que se tiene y/o disfruta. El aban-
dono, implica también el desplazamiento del titular del lugar y del territorio en el 
que se encuentra su bien. Dependiendo de qué tan prolongado en el tiempo sea 
el abandono, la persona o la comunidad que abandonó la propiedad corre el riesgo 
de perderla defi nitivamente por una serie de circunstancias. Como por ejemplo, el 
estabilizarse en otra región, no desear volver por la persistencia de las condicio-
nes que propiciaron el abandono y el desplazamiento. Ante esta situación se posi-
bilita que el bien abandonado sea ocupado por terceros o incluso, sea despojado 
de los derechos de propiedad mediante diversos mecanismos, corriendo el riesgo 
de perder el bien defi nitivamente, con lo que se entra en el ámbito del despojo. 

Despojo, derivado del latín dispoliare, signifi ca despojar, saquear, desvalijar, expro-
piar. Privar de sus facultades o ventajas naturales a alguien. La Real Academia de la 
Lengua Española defi ne el despojo como: “privar a alguien de lo que goza y tiene, 
desposeerlo de ello con violencia”. El Despojo se asocia en esta defi nición con el 
“acto violento o clandestino por el cual uno es privado de una cosa mueble o raíz 
que poseía o del ejercicio de un derecho”. El Proyecto de Protección de Tierras y 
Patrimonio de la Población Desplazada conceptúa que el despojo de un predio: 

 “[…] es la acción por medio de la cual a una persona se le priva arbitrariamente de 
su propiedad, posesión, ocupación, tenencia o cualquier otro derecho que ejerza 
sobre un predio; ya sea de hecho, mediante negocio jurídico, actuación administrati-
va, actuación judicial o por medio de algunas acciones tipifi cadas en el ordenamien-
to penal y aprovechándose del contexto del confl icto armado. El despojo puede ir 
acompañado o no del abandono, pero a diferencia de este último, en el despojo hay 
una intención expresa de apropiarse del predio”19.

Con el despojo –a diferencia del abandono– existe la intención manifi esta de robo, 
expropiación, privación, enajenación de un bien o de un derecho. También puede 
estar asociado a la privación y despojo del disfrute y gozo de bienes muebles e 
inmuebles, espacios sociales y comunitarios, hábitat, cultura, política, economía 
y naturaleza. En últimas más allá de la privación de un bien económico, el despojo 
puede estar asociado con dimensiones sociales y simbólicas, afectando tanto a 
individuos como a comunidades. 

Ahora bien, no necesariamente el abandono conduce al despojo. En muchas oca-
siones un bien abandonado es susceptible de ser recuperado en uso y disfrute, 
en tanto las condiciones generadoras del abandono hayan cesado. También, y 
dependiendo de la prolongación en el tiempo de la situación de abandono, el 
vínculo con el bien y con el territorio puede ser restituido. Muchas propiedades 
y territorios han sido abandonados de manera permanente o temporal, siendo 

19 Conceptos relacionados con la ruta de protección Étnica. Documento del Programa de Protección de Tierras 
y Patrimonio de la Población Desplazada. Acción Social – Presidencia de la República. Consultado en:http://
www.accionsocial.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=3&conID=3341&pagID=6219. Febrero de 2009. 
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ocupados nuevamente por los legítimos propietarios sin que hubiera sucedido 
despojo. Sin embargo, la prolongación indeterminada en el tiempo de la situación 
de abandono, puede eventualmente conducir al uso, disfrute y apropiación del 
bien por terceros, sea con el aprovechamiento o uso, sea con la generación de 
trámites para apropiarse defi nitivamente del bien y del espacio. 

En los casos señalados el abandono es, o puede ser, una de las condiciones para 
el despojo, el cual va regularmente acompañado del ejercicio de la violencia y 
del desplazamiento de la población, así como del desarrollo de argucias para la 
apropiación del bien y de los territorios. En síntesis, el abandono puede conducir 
al despojo y el despojo siempre es el resultado del abandono. Atendiendo a la 
distinción entre despojo y abandono, este documento se centrará en los méto-
dos de despojo empleados para apropiarse de tierras y territorios. 

3.  Hacia un concepto no ortodoxo de despojo 3.  Hacia un concepto no ortodoxo de despojo 
     de tierras: preguntas antes que respuestas     de tierras: preguntas antes que respuestas

Construir un concepto de despojo es un gran desafío teórico. No solamente exi-
ge la elaboración de una categoría con sufi ciente poder descriptivo para abarcar 
las más diversas y disímiles experiencias de confl ictos por la tierra en la historia y 
el territorio nacional, también requiere abordar complejos interrogantes sobre su 
naturaleza política y jurídica y, en consecuencia, sobre sus posibles implicaciones 
dentro del proceso de reparación y reconciliación actualmente en curso. Como 
se anotaba anteriormente, el concepto de despojo tiene importantes consecuen-
cias normativas para las políticas y los procesos judiciales de reparación. De su 
alcance y contenido jurídico puede depender en gran parte la magnitud de los 
daños a reconocer y las dimensiones a reparar. Sus consecuencias en tal senti-
do pueden ser económicas, sino también culturales, políticas y sociales, lo que 
depende del concepto y de los parámetros de restricción impuestos a la acción 
estatal de reparación. 

Con el despojo se pierde la tierra: ¿pero qué es la tierra? Con el despojo se pierde la tierra: ¿pero qué es la tierra? 

En un sentido estrictamente jurídico o económico, puede entenderse por despo-
jo el proceso por medio del cual un poseedor pierde la tierra que usa o disfruta 
materialmente, o los derechos legales que tiene sobre ella, generándose en su 
contra un perjuicio. Sin embargo, existe el interrogante: ¿de qué se despoja al 
individuo o al grupo de individuos a quienes les ha sido arrebatada su tierra? En 
otros términos: ¿Qué se pierde cuando se es despojado de la tierra? 

Desde la perspectiva clásica del derecho civil, el despojo tiende a comprenderse 
únicamente como una pérdida económica que, como tal, puede ser compensada 
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a través de mecanismos como la indemnización de perjuicios, mediante el pago 
de una prestación en dinero por un valor equivalente a lo que el derecho civil y 
comercial denomina el lucro cesante y el daño emergente20. El despojo se trata 
entonces como un ejemplo más de un confl icto de derecho civil entre particulares 
en el que por descuido, por un malentendido o por mala fe –es decir, intención de 
causar un daño económico– de una de las partes, se le causa a la otra parte un 
perjuicio cuantifi cable en términos monetarios. Este confl icto tendría que resol-
verse ante la jurisdicción ordinaria de la administración de justicia con las normas 
de derecho civil y derecho comercial, sujetándose a las limitaciones propias de 
esa aproximación. 

Desde la perspectiva penal ordinaria, el despojo podría ser equiparado al delito 
de usurpación de tierras, o también al delito de perturbación violenta o ilegítima 
de la posesión de un bien. Como consecuencia, se requeriría iniciar un proceso 
penal en el que se individualiza (con cédula de ciudadanía) a la persona natural 
responsable del delito, se le somete al juicio correspondiente y se le adjudica una 
pena de prisión, demandando una reparación también monetaria. 

Sin embargo, en la dinámica del confl icto armado y de los procesos mismos de 
reparación y restitución el impacto y el signifi cado jurídico y político del despojo 
debe ser distinto por varias razones. En primer lugar, porque, tanto la perspectiva 
penal o civil ordinaria no dan cuenta adecuadamente del impacto que en la prác-
tica tiene el despojo de tierra sobre la situación vital del individuo o la comunidad 
despojadas. En toda la literatura sobre desplazamiento forzado, e inclusive en las 
propias sentencias constitucionales sobre el tema, se ha admitido que ese daño 
o menoscabo trasciende de manera altamente compleja la dimensión meramente 
patrimonial. No hay duda de que el despojo es, en efecto, la pérdida de un bien 
con un valor comercial determinado y de un medio de producción o generación 
de ingreso y capital cuyo valor económico es calculable y también reparable en 
términos monetarios. 

En una perspectiva más política, el proceso de despojo puede ser una estrategia 
ligada a la guerra, y potencialmente asociada con las transformaciones políticas 
y económicas, o en últimas del desarrollo. Se trata de entender la relación entre 
despojo, concentración de la tierra, reconfi guración de relaciones sociales y de 
poder, pero también de la apropiación por diversos métodos de recursos natura-
les y territorios. Esta perspectiva política puede afectar el enfoque con el que se 
construyen las políticas de reparación y restitución de bienes, trascendiendo por 
ejemplo, de un enfoque de restitución de predios, a uno de ordenamiento territo-
rial donde la recomposición de las relaciones socio–territoriales de la población 
rural y urbana despojada sea el centro del proceso de reparación y restitución.

20 El daño emergente se refi ere a todos las erogaciones patrimoniales sufridas por el afectado. El lucro cesante 
hace referencia a los ingresos económicos que el perjudicado razonablemente esperaba percibir a futuro a tra-
vés del bien perdido. Por ejemplo, si la pérdida se refi ere a una fi nca económicamente activa, el lucro cesante 
estaría constituido por esas ganancias extras que no habían ingresado todavía al patrimonio de su poseedor. 



El
 d

es
po

jo
 d

e 
tie

rr
as

 y
 te

rr
ito

rio
s.

 
A

pr
ox

im
ac

ió
n 

co
nc

ep
tu

al

28

C
on

ce
pt

o 
de

 d
es

po
jo

Esa es sólo una de las múltiples dimensiones del despojo y de la tierra misma. 
Desde una concepción amplia de la tierra, se puede defi nir el despojo como la 
interrupción de relaciones materiales por medio de las cuales se satisfacen ne-
cesidades básicas y se potencializan las capacidades humanas. La tierra posee 
otras funciones y signifi cados en la experiencia humana individual y colectiva: es 
un medio para la satisfacción de las más diversas necesidades básicas y también 
para la producción de otras formas más elaboradas de capital: capital social y 
humano. Al referir algunas de las funciones de la tierra en la satisfacción de ne-
cesidades, es claro que: 

• La tierra asegura el alimento para el auto-consumo de quien la trabaja, pero 
también es una fuente de seguridad alimentaria para el grupo social más am-
plio en que se inscribe su poseedor. 

• Alberga la vivienda que protege a sus moradores, pero también constituye el 
referente espacial de ese lugar emocional al que se llama “hogar”. Además, 
para las poblaciones campesinas, es la principal herramienta de trabajo, por 
medio de la cual la fuerza física se convierte en alimento, riqueza y dignidad. 
En el caso de Colombia, una mayoría signifi cativa de personas desplazadas 
son de origen campesino. Los bienes abandonados por el desplazamiento 
son o eran sus únicos medios económicos para la subsistencia. Para el cam-
pesinado la tierra es la única herramienta productiva de trabajo. Las habilida-
des adquiridas durante generaciones de trabajo agrícola sólo tienen un po-
tencial económico en el campo. En la ciudad, esa califi cación no tiene ningún 
valor dentro del mercado laboral. Así pues, la pérdida de la tierra comprome-
te gravemente no sólo la dignidad del campesinado desplazado/despojado 
sino también la posibilidad de su subsistencia.

• La tierra es también el lugar en el mundo donde se descansa y se experimen-
ta el ocio. Opera como escenario para la construcción y asentamiento de 
relaciones sociales y también, como el referente espacial de los recuerdos 
y el plan de vida de los individuos. Opera como símbolo de status social y 
económico de gran fuerza cultural y fortalece la auto-estima del grupo o del 
individuo que tienen acceso a ella, sobre todo cuando se ha constituido so-
bre ella un vínculo de propiedad. 

• La tierra y su uso es para muchos productores la única posibilidad de valorar 
su fuerza de trabajo en el mercado mediante la venta de bienes.

• Para los pueblos indígenas y las comunidades afrocolombianas la tierra se 
asocia con la madre de la humanidad. La tierra es mucho más que un bien 
material o un factor de producción, es la vida misma individual y colectiva. 
Además la tierra permite un vínculo material e inmaterial con algo más amplio 
denominado Territorio, el cual a su vez se vincula con la Territorialidad. Este 
aspecto es de vital importancia para las comunidades rurales en su conjunto: 
campesinas, indígenas y afrocolombianas.

Distintas teorías sobre la ética y la justicia exploran de manera más o menos ex-
plícita la incidencia del acceso a la tierra en el bienestar individual y colectivo. Una 
de ellas es la de necesidades humanas de Max Neeff que resalta la apropiación 
física del mundo como parte de una vida humana plena. 
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Desde la perspectiva de las Necesidades Humanas propuesta por Manfred Max 
Neeff, la tierra podría ser defi nida como un satisfactor de necesidades axiológi-
cas y existenciales. Este autor afi rma que los seres humanos independientemen-
te de su cultura y su contexto poseen necesidades fundamentales (axiológicas) 
como la subsistencia, la protección, el afecto, el entendimiento, la participación, 
el ocio, la creación, la identidad y la libertad. Por otra parte también se encuentran 
las necesidades existenciales (ontológicas) relacionadas con el ser, tener, hacer 
y estar. La interacción de estas dos dimensiones, la axiológica y la existencial, 
defi ne lo que en esta perspectiva teórica se denominan los satisfactores, los cua-
les son construidos dependiendo del contexto cultural específi co, los desarrollos 
científi cos y tecnológicos, las estructuras sociales y políticas, las relaciones de 
poder y confl icto. Debe señalarse que las maneras de experimentar las necesi-
dad y las búsqueda y acceso a los satisfactores está marcado por experiencias 
subjetivas relacionadas con el género, la edad y la pertenencia étnica, además de 
estar mediadas por los arreglos diferenciales que cada sociedad construye.

De manera concreta los servicios públicos de salud, educación, saneamiento 
básico, conjugados con la disposición de una vivienda para el núcleo familiar 
confi guran una serie de satisfactores sinérgicos. Al disponer individual o colectiva-
mente de ellos se satisfacen diversas necesidades simultáneamente. Para la sa-
tisfacción de necesidades, las personas y comunidades establecen relaciones 
satisfactoras de diverso orden que permiten a través del mercado, la familia y la 
ciudadanía resolver necesidades. Sin embargo, cuando este tipo de relaciones 
no logran satisfacer las necesidades entran en juego otra serie de mecanismos 
como la autogestión y la asistencia social, confi gurando relaciones de segundo 
orden con respecto a las primeras (Malagón: 2002).

De acuerdo con lo anterior, la tierra –junto a la vivienda, el alimento, el vestido, 
la educación y la familia– se catalogaría como un satisfactor sinérgico que tiene 
efectos multiplicadores, respondiendo a la satisfacción de las necesidades exis-
tenciales del ser, tener, hacer y estar, y también a las necesidades axiológicas 
ya mencionadas (afecto, protección, subsistencia, entendimiento, participación, 
ocio, creación, identidad e incluso libertad). Por esta razón, al ser privado de es-
tos satisfactores movilizados por relaciones, se generan carencias que atentan 
contra la dignidad humana y el sujeto (individual o colectivo). 

Otros satisfactores sinérgicos son también la vivienda, la comida, el vestido y la 
familia. Tienen efectos multiplicadores, satisfacen los cuatro aspectos existen-
ciales del ser, hacer, tener y estar, así como necesidades axiológicas de afecto, 
protección, subsistencia, entendimiento, participación, ocio, recreación, identi-
dad e incluso libertad. Por esta razón, al ser privado de la satisfactores que 
contribuyen a resolver necesidades materiales e inmateriales, se termina inci-
diendo en el ser individual y colectivo de manera negativa. Entonces, al privar 
a las personas de la tierra (como bien material y satisfactor sinérgico) se niega 
la oportunidad y la posibilidad de reproducirse dignamente a nivel material e 
inmaterial. Ello pone en riesgo la existencia del ser humano al producir daño al 
proceso vital de las personas y comunidades –el cual contiene los referentes y 
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soportes de su  identidad, su autonomía y su empoderamiento–. A su vez puede 
llegar a redundar en daños psicosomáticos que se hacen aún más complejos si 
el despojo se realizó por medio de la violencia. Cuando el despojo ha operado en 
grupos de personas o comunidades enteras, las rupturas en la cohesión social y 
la identidad colectiva llevan a pensar en la producción de daños socioculturales 
(Bello, Chaparro, 2009).

Sin haber explorado todavía alguna de estas posturas, este documento en todo 
caso se acoge a una noción amplia e integral de los efectos del despojo sobre el 
bienestar individual y colectivo. Igualmente se adhiere a una noción de despojo 
con un profundo contenido normativo que compromete todas las esferas de la 
experiencia humana y como tal, exige una respuesta estatal del mismo talante. 

Concepto de despojoConcepto de despojo

Puede considerarse como despojo aquel proceso por medio del cual involunta-
riamente un grupo o un individuo se ven privados material y simbólicamente por 
fuerza o coerción, de bienes muebles e inmuebles, lugares y/o territorios sobre 
los que ejercían algún uso, disfrute, propiedad, posesión, tenencia u ocupación 
para la satisfacción de necesidades. El despojo es el proceso mediante el cual, a 
partir del ejercicio de la violencia o la coacción, se priva de manera permanente a 
individuos y comunidades de derechos adquiridos o reconocidos en su condición 
humana, con relación a predios, propiedades y derechos sociales, económicos 
y culturales. 

Ese proceso se caracteriza por ser potencialmente contrario a alguna disposición 
legal y a la voluntad y las expectativas del grupo o los individuos afectados. El 
despojo es impositivo. Puede combinar violencia física con apelación a fi guras 
jurídicas, o usar por aparte cada uno de esos medios. El despojo deriva en una 
serie de implicaciones y afectaciones que involucran dimensiones materiales e in-
materiales, individuales y colectivas; de género y generación. Ahora bien, a pesar 
de que el despojo puede ser la resultante fi nal de una serie de dinámicas socio 
políticas y del ejercicio de la violencia, no es el fi n último en sí mismo. Como tal, 
el despojo puede ser el punto intermedio en un largo proceso de transformación 
social, política, cultural, económica y ambiental de un lugar, una región, o del 
país en general. Desde esta perspectiva, el despojo se constituye en un medio 
a través del cual se procuran objetivos diversos ligados a los intereses de quien 
ordena las relaciones de poder y violencia en una región, buscando su favoreci-
miento particular. 

Por otra parte, el despojo no obedece a un repertorio univoco de lógicas. Puede 
ocurrir por ejemplo, antes o después del desplazamiento de la población, del 
abandono de los predios y de los territorios. O por el contrario, puede concretar-
se años después de los hechos de violencia que motivaron el desplazamiento de 
la población rural. Los ritmos y lógicas del despojo no son siempre los mismos, 
así conduzcan fi nalmente al saqueo material y simbólico de la población rural. 
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El despojo: lo legal y lo ilegalEl despojo: lo legal y lo ilegal

El despojar tiene una característica esencial: es un proceso violento, en opo-
sición a la entrega voluntaria o deseada de un bien material e inmaterial. ¿Qué 
sucede cuando la violencia como recurso proviene de un actor o autoridad que 
está legalmente autorizada a usarla con tales propósitos? ¿Cómo determinar que 
se trata de una apropiación legal? Existen bastantes casos para resolver estas 
inquietudes; verbigracia las compraventas forzadas mediante el uso de un arma, 
que son defi nitivamente ilegales y frente a las cuales es improbable suscitar des-
acuerdo alguno. 

Pero existen también casos complejos cuya legalidad o ilegalidad puede ser ar-
gumentada y decidida con la misma vehemencia. Por ejemplo, la adjudicación de 
territorios ancestrales indígenas para la explotación económica de interés públi-
co. ¿Se trata de un despojo en estricto sentido? Quienes proclaman la existencia 
de un despojo en casos similares utilizan tanto argumentos formalistas –aducen 
el incumplimiento de una norma de derecho internacional- o constitucionales, a 
través de una interpretación sistemática de la documentación. Otros menos lega-
listas apelan a razones de responsabilidad histórica por fuera del contenido de las 
leyes, o a consideraciones más abstractas sobre igualdad y justicia social. Otros, 
en cambio, pueden considerar este caso como un ejemplo más de prevalencia 
del interés público sobre el particular. 

No es un propósito de este documento resolver este juicio sobre la legalidad del 
despojo como categoría abstracta. La exploración de casos regionales no podrá 
eludir la discusión y deberá elegirse un criterio o una fórmula para decidir en uno 
u otro escenario sobre esa potencial legalidad o ilegalidad. Lo mismo sucederá 
cuando sea el momento de diseñar una política pública de reparación y preven-
ción del despojo. Para la matriz de clasifi cación del despojo aquí propuesta se 
optó por incluir en la caracterización del despojo la ilegalidad. 





© Norte de Santander, Miem-
bros AUC, 2005.

Jesús Abad Colorado.
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El proceso más reciente de despojo sufrido por las comunidades campesinas y 
los grupos étnicos en la historia política y social colombiana posee sus propias 
características, según la región y la época. Las causas, las consecuencias y las 
modalidades del despojo varían de un caso a otro, aún dentro de una misma re-
gión y en una misma época, exceptuando tal vez el caso del pueblo Kankuamo y 
de las comunidades afrocolombianas de Jiguamiandó y Curvaradó, en los cuales 
puede detectarse con mayor facilidad cierta homogeneidad en las técnicas y las 
razones para el despojo. 

Los demás ejemplos de despojo pueden combinar de manera compleja y variable 
la coerción física con la movilización de recursos legales –judiciales, administra-
tivos y políticos–, o bien pueden caracterizarse por el uso preferencial de uno 
de estos instrumentos. Igualmente, para cada caso puede encontrarse que el 
desalojo de la población rural y, subsecuentemente, la apropiación de sus tie-
rras por parte de actores armados o de sus aliados económicos, obedece a una 
complicada conjunción de móviles y tipos de aprovechamiento militar, económico 
y político. El despojo en sí no siempre es el objetivo de las actividades bélicas y 
económicas, puede ser desde el inicio el instrumento de un fi n mayor de tipo mi-
litar, económico, político. Tampoco se puede afi rmar que el despojo conduce en 
orden lógico al desplazamiento o al abandono de propiedades y territorios, pues 
parece no existir un orden lógico en el que un hecho se suceda con antelación al 
otro. En muchas ocasiones el desplazamiento antecede al despojo, y el abando-
no antecede al desplazamiento. 

En algunas ocasiones se fusionan usos, primordialmente estratégico-militares     
–despeje de un corredor geográfi co para abastecimiento, por ejemplo– con usos 
de perfi l más económico. Sería el caso de la apropiación de lugares de ubicación 
de recursos naturales, ejecución de macroproyectos de diversa índole, o incluso 
el establecimiento de rutas de mercado ilegal asociado al contrabando de armas 
y drogas. También puede haber no uso alguno si el objetivo es desarticular el 
tejido social.

1.  El despojo:1.  El despojo:
medios y finesmedios y fines
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La matriz propuesta en este documento ofrece dos fórmulas para la clasifi cación 
del despojo. La primera ordena el despojo de acuerdo a los medios o técnicas 
utilizados por los perpetradores para lograr la apropiación de la tierra como de 
los territorios21. La segunda ordena los métodos según el aprovechamiento o uso 
que los perpetradores aplican en la tierra y en los territorios. 

1.1.   El Despojo en virtud de las técnicas o los medios 1.1.   El Despojo en virtud de las técnicas o los medios 
        empleados para su consumación        empleados para su consumación

El despojo de tierras y bienes suele conseguirse regularmente a través del uso 
de la violencia física sobre las poblaciones rurales, lo que por lo general produce 
su desplazamiento forzado y el abandono del territorio, el cual queda a merced 
del actor armado. Sin embargo, en múltiples casos, esa apropiación física y vio-
lenta por la vía armada, aparece acompañada adicionalmente de la utilización de 
alguna fi gura jurídica con la que el perpetrador pretende adquirir formalmente los 
derechos sobre la tierra para disponer legal o ilegalmente de ella. 

En otros casos, se invierte el orden de los factores y el despojo jurídico sucede 
con anterioridad al material, a través de un acto administrativo o judicial con fun-
damento en el cual eventualmente las autoridades públicas legitiman acciones 
de despojo efectuadas por particulares, este hecho deriva en el desalojo de los 
legítimos ocupantes de la tierra. Son sucesos ilustrativos de esta modalidad mix-
ta de despojo los presentados de manera recurrente en los departamentos del 
Chocó y la Guajira, donde la producción de palma aceitera y la explotación de 
carbón respectivamente, han desencadenado procesos masivos de despojo en 
contra de las comunidades negras de Jiguamiandó y Curvaradó en el Chocó, y 
las comunidades afrocolombianas asentadas en la localidad de Tabaco y el pue-
blo Wayú22. En ambas regiones el ejercicio de la violencia física ha sido estratégi-
camente alternado con el empleo de fi guras jurídicas. 

En algunos casos el despojo es el resultado de un procedimiento exclusivamente 
jurídico, donde las víctimas no ofrecen mayor resistencia por distintas razones. 
En esas circunstancias los perpetradores estimulan con la cooptación o el enga-
ño de las autoridades públicas la expedición de actos administrativos y judiciales 
mediante los cuales a las comunidades o a algunos de sus miembros les son 
arrebatados arbitrariamente sus derechos o legítimas expectativas sobre el te-
rritorio, transfi riéndolos a terceros interesados (sus aliados económicos o sus 
testaferros). En otros casos la violencia física y la intimidación se conjugan para 
conseguir la enajenación o transferencia de derechos de propiedad, así como 
la venta a bajo precio de bienes legítimamente adquiridos o incluso adjudicados 

21 En este contexto debe entenderse la apropiación en un sentido amplio. Se refi ere indistintamente a la apropia-
ción meramente física de la tierra y/o a la apropiación de derechos civiles sobre ella. 

22 Al respecto ver Tierras de Carbón: relatos de destierro en la Guajira. En Revista Entropía Cero. Censat Agua 
Viva – Amigos de la Tierra. Página 31 y ss.



El
 d

es
po

jo
 d

e 
tie

rr
as

 y
 te

rr
ito

rio
s.

 
A

pr
ox

im
ac

ió
n 

co
nc

ep
tu

al

37

Ti
po

lo
gí

a 
y 

m
od

al
id

ad
es

 d
e 

de
sp

oj
o

e 
im

pl
ic

ac
io

ne
s 

de
 g

én
er

o

por el Estado colombiano bajo procesos de reforma agraria. Este tipo de casos 
es frecuente, destacándose, por ejemplo, lo acontecido en el departamento del 
Magdalena con adjudicatarios de predios de reforma agraria. 

Por tales motivos una primera clasifi cación se basa en la distinción de los despo-
jos perpetrados a través de la apelación o el uso de la violencia física, y los per-
petrados por medio de la apelación o uso ilegal de fi guras jurídicas23. En el primer 
caso lo característico es que el perpetrador efectúa actos de coerción que alteran 
e interrumpen la relación material y simbólica entre el bien en cuestión y su posee-
dor/propietario inicial. En el segundo caso lo característico es que el perpetrador 
emplea ilegalmente fi guras jurídicas (y recursos de diversa índole) a fi n de estable-
cer una relación jurídica con el bien, es decir, adquirir derechos sobre él. 

Esta distinción entre el uso de medios materiales o físicos, y el uso de medios 
jurídicos para conseguir el despojo opera adecuadamente para la mayoría de 
casos, pero no para todos. En algunos casos específi cos, simultáneo a los actos 
de coerción, el perpetrador utiliza fi guras jurídicas para ofi cializar o formalizar una 
relación jurídica con el bien en cuestión, tal y como sucede con las denominadas 
compraventas forzadas. En este caso, el perpetrador utiliza la coerción física 
–bien sea a través de amenazas o de daños efectivos a bienes o personas– para 
forzar al propietario del bien a desprenderse de su derecho de dominio, a través 
del perfeccionamiento de una fi gura jurídica como lo es el contrato de compra-
venta o la escritura. 

La compraventa forzada y demás actos de enajenación entre particulares pro-
ducto de la coerción, son una combinación de violencia física y uso de fi guras 
jurídicas. Todo despojo acarrea tarde o temprano el uso de la fuerza física, porque 
aún en el despojo por vía jurídica, se ejerce una presión física eventual o efectiva 
sobre la víctima para que abandone el territorio y no lo utilice más para su pro-
vecho. 

Todo despojo jurídico está fi nalmente respaldado por la amenaza del eventual uso 
de la violencia física, así no haya al fi nal necesidad de recurrir a ella. Dentro de la 
corriente positivista, por ejemplo, tuvo bastante acogida el concepto de Derecho 
propuesto por J. Austin a fi nales del siglo XIX, que lo defi nía como un conjunto 
de “mandatos respaldados por amenazas”24. Otras corrientes teóricas rechazaron 
esta defi nición posteriormente por diferentes razones, argumentando que no captu-
raba la esencia de lo jurídico y no ofrecía soluciones teóricas satisfactorias para sus-

23 En un intento de categorización similar a éste, el Ministerio de Agricultura elaboró una tipología del despojo 
de tierras utilizando también como criterio de entrada los mecanismos o medios utilizados para el despojo 
basándose en la distinción entre despojos conseguidos por vías de hecho y despojos conseguidos mediante 
instrumentos aparentemente legales. Esta distinción de base es idéntica a la propuesta en este documento. 
Sin embargo, aquí no se utiliza la expresión “vía de hecho” para referirse a los despojos conseguidos median-
te el uso de la violencia a fi n de evitar confusiones. En los escenarios institucionales y sobre todo judiciales se 
les llama vías de hecho a los actos ilegales o sin fundamento legal que adelante cualquier autoridad pública, 
sobre todo a las sentencias que interpretan erróneamente una norma o adoptan decisiones que abiertamente 
desconocen el derecho legislado.

24  Ver Hart, H.L.A. “El Concepto de Derecho”, Abeledot-Perrot, Buenos Aires, capítulos I y II.
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tentar la diferencia, para muchos indiscutible, entre los mandatos respaldados por 
amenazas de un ladrón y los mandatos respaldados por amenazas de un cobrador 
de impuestos. Tal es el caso del neo-positivismo europeo representado por Hans 
Kelsen y H.L.A. Hart y las aproximaciones sociológicas y realistas al derecho25. 

Esas posturas consideran que en rigor se trata de dos formas de violencia abso-
lutamente diferentes en cuanto a su signifi cado y su fundamento teórico. En el 
caso del neo-positivismo europeo, el derecho es concebido, si se quiere, como 
una violencia que ha cumplido con unos requisitos de validación legal; es decir, 
que se ejerce con fundamento en una norma jurídica reconocida como válida y 
que como tal, deja de ser violencia para convertirse en derecho. 

Estas últimas advertencias, sin embargo, parecen ser exageradamente teóricas y 
ajenas a la comprensión mayoritaria de lo que diferencia a lo jurídico de lo mera-
mente material. Parece pues necesario introducir dos salvedades a la distinción 
inicial entre medios violentos y medios jurídicos para evitar confusiones y acomo-
dar los casos difíciles. La primera es que para efectos analíticos de la presente 
tipología, el despojo por medios violentos se considerará excluyente del uso de 
medios jurídicos. Es decir, se consideran en esta categoría aquellos casos en 
los que no haya apelación a ninguna fi gura jurídica. La segunda salvedad es que, 
el despojo por medios jurídicos podrá circunstancialmente aparecer de manera 
simultánea ligada a actos de violencia. 

Es necesaria una aclaración fi nal sobre la naturaleza de los efectos prácticos de 
las dos modalidades de despojo identifi cadas para evitar confusiones adicionales. 
Los efectos del despojo por medios violentos o materiales no son únicamente 
de carácter material. Es decir, no solamente interrumpen la relación material que 
existía anteriormente entre el poseedor o propietario y el bien, sino que además, 
pueden interrumpir la relación jurídica. Depende de la situación legal en que se 
encuentre el poseedor en el momento del despojo. En el caso de los propietarios 
el título de propiedad sigue estando a su nombre, aún a pesar de que pueda ser 
forzado a abandonar físicamente el predio de manera defi nitiva. 

Esto todavía le permite tratarlo como patrimonio económicamente activo. Sin em-
bargo, en el momento en que se altere la relación jurídica y cambie la titularidad 
del predio, la víctima tendería a perder, a menos que demuestre lo contrario, la 
titularidad del derecho. Es decir, no sólo perdería la relación física sino también la 
jurídica con el predio o la propiedad. En el caso de los ocupantes, los tenedores 
y los poseedores26, la alteración de la relación material sí afecta sus derechos 

25 Kelsen, Hans. “La Teoría Pura del Derecho”, Eudeba, Buenos Aires, 1999, y Hart, Op. Cit, capítulos III a V.
26 El Programa de Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada, defi ne las formas de tenencia 

y propiedad así: 
 “Propietarios: son las personas que aparecen como titulares del derecho en el folio de matrícula de un bien 

inmueble, cuyo registro y conservación corresponden a la Ofi cina de Registro de Instrumentos Públicos del 
Círculo Registral donde se encuentra el mismo.

 Poseedores: son aquellas personas que ejercen materialmente actos de señor y dueño sobre predios de 
propiedad privada, de manera pacífi ca, pública y sin interrupciones. Son ejemplos de estos actos: cultivar una 
fi nca, construir una casa o pagar sus impuestos.
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adquiridos y eventuales sobre el bien porque aunque son legítimos, por su misma 
naturaleza no han sido formalizados y ofi cializados ante el Estado. Esto implica 
que cuando pierden su vínculo material con el predio por amenazas o daños, pier-
den o al menos, se desmejoran sustancialmente también sus facultades jurídicas 
ante el bien. Para los ocupantes o los poseedores sin título de propiedad, el des-
pojo del bien supone potencialmente la pérdida de toda posibilidad de acceder a 
sus frutos nuevamente. 

Algo semejante sucede también en algunos casos con el despojo a través de 
fi guras jurídicas. Puede tener efectos meramente jurídicos, sin que el poseedor 
actual deba alterar su relación material con el bien. En el caso de una falsifi cación 
de escritura, por ejemplo, el poseedor inicial podría seguir instalado en el bien. 
Pero también puede tener eventual o simultáneamente efectos materiales. El 
poseedor, aún siendo él mismo propietario, puede ser desalojado por las autori-
dades públicas a causa de una escritura falsa, corriendo el riesgo en este evento 
de ser objeto de una “interpretación equivoca” por parte de la autoridad compe-
tente, fundada en un documento falso que eventualmente origina confl ictos de 
derechos de propiedad. 

Dicho lo anterior, la clasifi cación del despojo está construida sobre las dos ca-
tegorías generales expuestas, teniendo en cuenta las siguientes características: 
(1) despojos a través del uso de la violencia física, sin recurso a fi guras jurídicas 
y con efectos jurídicos y eventualmente materiales; (2) despojos a través del uso 
de fi guras jurídicas, con o sin recurso a la violencia física (indistintamente) y con 
efectos de doble índole. Dentro de cada gran categoría se señalan algunas sub-
categorías posibles. Como tercer elemento se incluye una clasifi cación de tipos 
denominada Otros Métodos de Despojo, que se suceden en apariencia sin re-
currir a la violencia ni la coerción, aprovechando potencialmente el ordenamiento 
institucional dado por el Estado y el mercado. 

A.  El uso de la violencia física: amenazas y daños

A1. Amenazas directas e indirectas contra la vida o la integridad física 

Dentro de los testimonios consignados por la población desplazada en diversos 
documentos institucionales, periodísticos y de denuncia política o judicial, pue-
den encontrarse incontables referencias al abandono de tierras y territorios por 
causa de amenazas contra la vida y la integridad física de sus habitantes. Tanto 

 Ocupantes: se trata de quienes explotan un terreno baldío, es decir, tierras pertenecientes a la nación, que 
pueden ser adjudicadas.

 Tenedores: son aquellas personas que, por relación contractual, tienen materialmente la tierra y reconocen a 
otros como dueños o titulares de mejor derecho, tales como usufructuarios, aparceros, cosecheros, arrenda-
tarios y comodatarios. 

 Propiedad colectiva de grupos étnicos: es la que está en cabeza de una comunidad étnica (reconocida por la 
Constitución y la ley a los pueblos indígenas y las comunidades negras) y es ejercida sobre áreas determina-
das del territorio nacional en las que habita o realiza actividades sociales, económicas y culturales.” Tomado 
de “La protección de tierras y el patrimonio de la población desplazada” consultado en http://www.accionso-
cial.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=3&conID=3341&pagID=6219, febrero de 2009. 
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paramilitares como grupos guerrilleros han utilizado extensamente como estrate-
gia para el vaciamiento de un territorio determinado, tanto la amenaza focalizada 
sobre una persona, una familia o un grupo puntual, como la genérica contra una 
comunidad o región rural. Emitida la amenaza, en la mayoría de los casos el men-
saje se difunde azarosamente a través de la red social, generando el abandono 
de territorios enteros como medida preventiva por parte de las comunidades 
rurales. La amenaza dirigida a persona defi nida genera el desplazamiento gota a 
gota de familias e individuos. Es un proceso gradual y puede obedecer a un plan 
medianamente estructurado y deliberado de parte de un agente social colectivo 
que toma parte en la confrontación militar inherente al confl icto armado. 

Con mucha frecuencia pueden encontrarse en los medios masivos de comuni-
cación y en los informes institucionales relatos de personas desplazadas que 
recibieron directamente la orden de abandonar su lugar de residencia o de trabajo 
de parte de un emisario enviado por un grupo armado. Esta modalidad de despo-
jo es tan habitual y representativa que inclusive las expresiones lingüísticas con 
que se comunica la orden de abandonar el lugar se han convertido en adagios o 
aforismos de guerra: “O se va o lo voy”, “Usted escoge: se van todos juntos o 
se va la viuda con los hijos”. En otros casos, el actor armado adelanta una cam-
paña masiva de expulsión, acotada en el tiempo, logrando el desplazamiento de 
veredas y pueblos enteros en cuestión de días. 

A2. Daños a la vida o a la integridad física: actos ejemplarizantes y cadenas de 
pánico 

En otras ocasiones, el grupo armado comete actos premeditados o contingen-
tes de violencia física sobre miembros de las comunidades rurales: asesinatos 
selectivos y masacres o lesiones a la integridad física sin producir la muerte. Por 
ejemplo, la tortura en cualquiera de sus modalidades, la violencia sexual y espe-
cialmente en el caso de las mujeres (como un factor de vulnerabilidad especial), 
las que no sólo comprende acceso carnal violento, sino otras formas como la 
desnudez forzada, la prostitución forzada, la esclavitud sexual entre otras, ade-
más de prácticas como la amputación y el terror psicológico. 

Cualquiera de esos actos, independientemente de que tengan como propósito 
deliberado el vaciamiento del territorio, generan una cadena de pánico que pro-
voca la huída de muchos de los miembros de la comunidad con el consiguiente 
abandono de las tierras. 

Con frecuencia, esos actos se cometen en lugares públicos lo que garantiza que 
el mensaje sea efectivamente recibido por la población y se produzca su despla-
zamiento. Estos eventos han precipitado transformaciones rápidas y violentas 
de la vida social y económica de las áreas rurales: procesos de desplazamiento 
forzado, emigración rural-urbana, cambios dramáticos en los usos del suelo y el 
paisaje; reordenamiento de relaciones de poder, transferencia de derechos de 
propiedad como de bienes y despojo de territorios. 
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A3. Destrucción de documentación ofi cial 

Otra práctica asociada al despojo de tierras por medios violentos es la destruc-
ción de documentación ofi cial en la que se establece el ordenamiento jurídico de 
la propiedad en determinadas regiones, con el propósito o al menos el efecto 
(aparente) de eliminar todo registro sobre las relaciones de propiedad que rigen 
en un determinado territorio. Aunque en este caso no necesariamente se produ-
ce el despojo legal, es decir, la pérdida de los derechos legales sobre la tierra, 
ese sí es su objetivo. Presumiblemente es un acto que forma parte de una estra-
tegia más compleja de despojo; lo más probable es que esté orientado a comple-
mentar el despojo material que ya se inició por la vía armada y/o la falsifi cación 
de títulos de propiedad. 

Por ejemplo, relata la Comisión de Juristas

 “[…] En Valledupar, zona de infl uencia del Bloque Norte, cuyos jefes eran Salvatore 
Mancuso y Jorge 40, el 29 de enero de 2006 se prendió fuego a 20.000 folios. Las 
autoridades están seguras de que se pretendía borrar evidencia. Además de esto se 
está investigando el móvil de los asesinatos de dos funcionarios, Oscar A. Moreno y 
Marta I. de Sánchez, respectivamente de Ofi cinas de Instrumentos Públicos de Su-
cre y Valle de Cauca. Marta Sánchez había descubierto una red de testaferrato con 
bienes de un conocido narcotrafi cante y de un paramilitar. Según la investigación, en 
esa ofi cina se han hallado casos de familias a las que les fi guran bienes por 17.000 
millones de pesos. En julio de 2006, un jefe de registro de un pueblo de Antioquia 
fue trasladado ante las amenazas de muerte de un líder paramilitar”27. 

A4. Las llamadas “compraventas forzadas “Actos ilegales de enajenación de 
carácter particular: vicios del consentimiento y/o la “lesión enorme28 en 
actos de enajenación de carácter particular. 

27 Comisión Colombiana de Juristas CCJ. Revertir el desplazamiento forzado. Protección y restitución de los 
territorios usurpados a la población Desplazada en Colombia. Bogotá, 2006.

28 En el caso de las compraventas, hay otros requisitos adicionales además de los ya señalados, para que 
sean válidas. Uno de ellos es que haya una contraprestación económica o precio “justo”. De lo contrario, se 
presenta lo que en la legislación civil se conoce como “lesión enorme”. Dice al respecto la legislación civil: 
“El vendedor sufre lesión cuando el precio que recibe es inferior a la mitad del justo precio de la cosa que se 
vende; y el comprador a su vez sufre lesión enorme, cuando el justo precio de la que cosa que compra es 
inferior a la mitad del precio que paga por ella”. Tanto los vicios de consentimiento como la lesión enorme, 
son causales de nulidad del contrato lo que signifi ca que se trata de contratos ilegales cuya disolución puede 
solicitarse ante la autoridad judicial competente para que no produzca efectos o para que se retrotraigan si ya 
los produjo. 

 En la clasifi cación propuesta por el Ministerio de Agricultura, se distingue entre “lesión enorme” y “vicios del 
consentimiento”. Sin embargo, en la práctica se presentan simultáneamente. Aunque hipotéticamente podría 
suceder, es difícil de imaginar una compraventa forzada con precio justo. Lo usual es que en las compraventas 
forzadas la contraprestación económica sea irrisoria o que no la haya del todo; es decir, lo usual es que cuando 
se vicie el consentimiento por amenaza (fuerza) haya además lesión enorme. Por tanto, no parece conveniente 
considerar la lesión enorme como una modalidad jurídica de despojo ya que en la práctica se presenta como 
una consecuencia de los vicios del consentimiento. Además, tampoco parece conveniente incluir como des-
pojo aquel caso en el que sólo hay lesión enorme, sin que haya fuerza ni dolo, (un propietario accede a vender 
su tierra por un precio ostensiblemente menor al valor comercial). En vez de ello, podría suceder simplemente 
que el vendedor carece de información adecuada sobre el valor de su predio, es un mal negociante o tiene una 
gran urgencia económica. 
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Las compraventas forzadas y demás actos de enajenación de carácter privado 
inducidos mediante algún tipo de coerción sobre el despojado, son el único con-
junto de eventos sucedidos entre particulares en los que el uso de la violencia 
física o cualquier otra modalidad de coerción son constitutivos de la ilegalidad de 
la fi gura jurídica. Es decir, este es el único caso en que la ilegalidad de la fi gura 
jurídica se debe a la presencia del factor coercitivo. En otros episodios de uso 
ilegal de fi guras jurídicas, la ilegalidad no necesariamente se deriva de ese factor; 
puede estar o no presente; y en caso de presentarse es indiscutiblemente un 
agravante, pero no es imperativo para que se trate de un acto ilegal o irregular. 

Algunos actores armados en regiones como el Chocó, Sucre, Córdoba, la Guaji-
ra, el Magdalena costero y el Magdalena Medio, han utilizado las amenazas para 
forzar a los propietarios de tierras a constituir contratos de compraventa para 
apropiarse formalmente de los derechos de propiedad. 

De acuerdo con la legislación civil, todo acto jurídico de carácter privado, es 
decir, celebrado entre sujetos o entidades particulares, debe cumplir con ciertos 
requisitos generales para que sea jurídicamente válido. En el artículo 1502 del 
Código Civil están resumidos de la siguiente manera los requisitos para celebrar 
legalmente acuerdos de voluntad de carácter privado: “Para que una persona se 
obligue a otra por un acto o declaración de voluntad, es necesario: 

✓ que sea legalmente capaz; 
✓ que consienta en dicho acto o declaración y su consentimiento no adolezca 

de vicio; 
✓ que recaiga sobre un objeto lícito”. 

Uno de estos requisitos es, por tanto, que las partes suscriban el acto jurídico en 
cuestión de manera libre y voluntaria; o como lo señala la norma “que su consen-
timiento no adolezca de vicio”. La legislación civil indica que el consentimiento se 
vicia cuando es provocado mediante fuerza, error y dolo.29 La fuerza es sinónimo 
de amenaza y se presenta cuando el acuerdo de voluntades es el resultado de 
un “acto que infunde en una persona un justo temor de verse expuesta ella, su 
consorte o alguno de sus ascendientes o descendientes a un mal irreparable y 
grave”.30 El error, por su parte, se presenta cuando se produce un malentendido 
entre las partes contratantes en torno a la especie de acto o contrato que se 
celebra, la identidad o la calidad de la cosa de que se trata y, en algunos casos, 
en torno a la persona con quien se pretende contratar. 

En esas situaciones no hay mala fe o mala intención sino simplemente un malen-
tendido, equívoco o desencuentro de percepciones. El dolo, en cambio, se refi ere 
a todas aquellas situaciones en que hay una intención de causar a la contraparte 
daño en su persona o su propiedad. En este último caso estarían incluidos todos 

29  Código Civil, Artículo 1508.
30  Código Civil, Artículo 1513.
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los eventos de compraventas forzadas con lesiones o menoscabos efectivos 
sobre la persona o los bienes del vendedor, como cuando ocurre el asesinato o 
la lesión de un miembro de la familia. 

A5.  Ocupación y apropiación de predios del Estado

En regiones del país como Urabá, el Estado ha adelantado procesos de extinción 
de dominio en propiedades de la mafi a, las cuales a pesar de estar en manos del 
estado fueron ocupadas, repobladas y apropiadas por grupos paramilitares. 

 “La Dirección Nacional de Estupefacientes (DNE) logró que se adelantara un pro-
ceso de extinción de dominio de la fi nca Casa Verde, una hacienda de 1.800 hectá-
reas en el Urabá antioqueño, perteneciente al narcotrafi cante hondureño Raúl Matta 
Ballesteros. La propiedad quedó en manos de la DNE y al poco tiempo fue invadida 
por 2.500 personas. Las autoridades creen que este grupo fue impulsado por pa-
ramilitares bajo el mando de ‘el Alemán’. Este, en opinión de los organismos de se-
guridad, quiere controlar la fi nca para aprovechar los siete kilómetros de costa que 
tiene sobre el golfo de Morrosquillo para el tráfi co ilegal de armas y de drogas. Este 
es el típico ejemplo de cómo la usurpación de tierras en ocasiones sigue intereses 
que no son exclusivamente militares”31. 

Otros casos conocidos son la apropiación de ciénagas, playones, caños y man-
glares considerados baldíos y propiedad del Estado, y que terminan afectando 
a comunidades de pescadores y campesinos. Esto acontece por lo general en 
zonas de expansión de la frontera ganadera donde la disputa por el agua es un 
problema crucial, al igual que en subregiones de expansión de cultivos agroindus-
triales para el establecimiento de distritos de riego, como acontece en los depar-
tamentos de Córdoba, Sucre y Bolívar. Incluso, se disputan estas zonas como en 
la Mojana, no sólo para el ganado, sino también para el establecimiento de rutas 
del narcotráfi co. En el caso de los manglares, la disputa es con empresas pes-
queras nacionales y extranjeras, siendo la zona más afectada la del Pacífi co sur. 

B.  El uso ilegal de fi guras jurídicas

Esta categoría agrupa todos aquellos casos donde un particular, o inclusive una 
autoridad pública, invoca o moviliza una o varias reglas jurídicas para adjudicar de-
rechos sobre la tierra en violación de otras reglas jurídicas. Por eso se trata de un 
“uso ilegal”. La ilegalidad de dichos actos de adjudicación puede deberse a que 
fueron inducidos o constituidos mediante algún tipo de violencia física, coerción o 
presión sobre el individuo despojado o la autoridad que despoja. En otros casos, 
puede tratarse llanamente de una estrategia o acción de despojo exclusivamente 
jurídica cuya ilegalidad se debe a la violación de normas sobre procedimiento, o 
competencia sin recurso a la violencia o la presión. 

En la dinámica del confl icto armado pueden encontrarse múltiples casos en los 
que paralelamente al uso o la amenaza de apelación a la violencia física, algunos 

31  “Los señores de las tierras”. Semana Número 1152.
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actores armados o sus aliados económicos se sirven también de instrumentos 
legales para adquirir formalmente algún derecho civil sobre la tierra, en particular, 
el derecho de dominio o de propiedad. En otros casos, en cambio, no se recurre 
a la coerción sino que se encaminan los esfuerzos a constituir ilegalmente de-
rechos sobre la tierra en contra de los intereses y derechos de sus poseedores 
iníciales. 

Igualmente, en el caso del uso ilegal de fi guras jurídicas, la autoridad pública que 
emite o avala el acto conoce la ilegalidad y de alguna u otra manera es cómplice 
y partícipe del despojo. También, suele ocurrir que al igual que el despojado, la 
autoridad pública haya sido forzada a decretar la transferencia de derechos de 
propiedad por medio de amenazas o lesiones, o también a través de distintas 
maniobras de fraude o de engaño induciéndola al error. 

B1. Actos ilegales de enajenación entre particulares

Dentro de las diversas tipologías, la compra venta de propiedades y mejoras 
encierra una gran variedad de modalidades, como la compra a bajo precio, con 
sobre precio, la elaboración de contratos de arrendamiento y usufructo. A conti-
nuación se explica cada una de ellas. 
 
❍ Compra venta de propiedades y mejoras a bajo precio 

Puede considerarse una modalidad de despojo la compra venta a bajo precio. Al 
igual que las otras modalidades, ésta se confi gura en un contexto específi co de 
orden social, político, económico y cultural. Mediada por la violencia, la depre-
ciación de los bienes muebles e inmuebles empieza a ajustar las dinámicas de 
mercado local y regional de propiedades en el que la persona amenazada vende 
por cualquier precio. Esta práctica, sin embargo, no es propia del contexto de 
narcotráfi co, pareciera heredada de épocas anteriores en las que los confl ictos 
de apariencia sociopolítica eran cotidianos.

En otras ocasiones, como aconteció en muchas regiones del país, los paramili-
tares y narcotrafi cantes ofrecían un bajo precio por los predios, entregando a la 
víctima fi nalmente un porcentaje mínimo del dinero ofrecido. En uno de los casos 
referidos en documentos de prensa, en el Departamento de Magdalena ofrecie-
ron por un predio de 180 hectáreas y por 200 cabezas de ganado, la suma de 
10 millones de pesos. En este caso particular el dinero ofrecido por el predio, 
(hectárea a $ 55.555), confi guraba una oferta por debajo del valor comercial, que 
además incluye los semovientes. Se presenta entonces una compra por debajo 
del valor comercial del bien y de los semovientes. En otro caso en el mismo de-
partamento, por un predio determinado ofertaron 13 millones de pesos, fi nalmen-
te entregaron al propietario solamente 3 millones. 

Se conocen casos en la Costa Caribe, donde los propietarios legítimos del pre-
dio fueron obligados a vender su propiedad y seguir fi gurando como propietarios 
permitiéndoles en algunas ocasiones seguir ocupando el predio. De esta manera, 
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al analizar la estructura de propiedad y tenencia seguirán fi gurando pequeñas y 
medianas unidades con sus propietarios legítimos, a pesar de haberse convertido 
en una surte de “testaferros” forzados. 

❍ Compraventa con sobre precio.

La consolidación del narcotráfi co (como de su modelo social, económico, político 
y cultural) en diversas regiones del país pareció traer consigo otra modalidad 
de despojo, respaldada de cierta manera por la abundancia de recursos fi nan-
cieros derivados de este negocio. Las modalidades de este tipo de despojo se 
presentan a partir de la segunda mitad de la década del setenta hasta ahora. La 
compra con sobreprecio deriva al parecer de un interés en la propiedad ligado a 
diversas motivaciones: rutas de transporte y comercialización de insumos para la 
producción de coca, o de la coca procesada; asentamiento de núcleos de control 
del proceso productivo, control militar de la región, o sencillamente lavado de 
activos. En concreto, se hace explícito el interés por el predio o los predios, con-
fi gurándose las condiciones óptimas para la realización del “negocio de compra 
venta”. La compra se realiza mediante el ofrecimiento de sumas exorbitantes de 
dinero para motivar la venta del predio por encima del valor comercial del bien. 
Esta es una situación anormal del mercado generada por un contexto de violencia 
e intimidación. No es en sí un despojo pero conduce a dejar la propiedad. 

❍ Avalúo y depreciación del predio

El fenómeno del confl icto armado no solo deprecia el predio y su infraestructura. 
El valor comercial también se afecta por el mecanismo de avalúo realizado por 
un perito, regularmente al servicio del narcotráfi co. Esto confi gura un proceso 
novedoso. No sólo se trata de comprar a bajo costo, sino también de reducir 
en apariencia el tamaño del predio a partir del papel de un perito, así se termina 
incidiendo en el valor comercial de la transacción. 

❍ Compra venta de parcelas colindantes.

Este tipo de transacción requiere de un ambiente de regulación social y política, 
ordenado a partir del ejercicio de la fuerza mediante la confi guración de cuerpos 
armados que coexisten con autoridades locales y regionales de orden policial, mi-
litar y civil. Una propiedad se va ampliando a partir de la adquisición por diversos 
mecanismos de parcelas colindantes, posibilitando la conformación de corredo-
res en espacios determinados. Esta modalidad implica la combinación de muchos 
de los métodos expuestos anteriormente.

❍ Arrendamiento con o sin contrato. 

Aprovechando contextos de violencia, y sin la mediación en algunas ocasiones 
de acciones de fuerza o coerción, comunidades rurales son forzadas a establecer 
contratos de arrendamiento de larga duración para el establecimiento de activida-
des agroindustriales o de otra índole comercial, a partir de lo cual, empresarios 
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lícitos o ilícitos obtienen la autorización de la comunidad para la explotación co-
mercial de los predios ubicados tanto en propiedades privadas colectivas y priva-
das individuales, viéndose forzadas las comunidades a desplazarse y entregar el 
bien material a la persona natural o jurídica con la cual se estableció el contrato. 
Aunque en estos casos pareciera restringirse el problema al uso del suelo, el 
acuerdo forzado de arrendamiento implica también, el abandono físico del predio 
y no solo la suspensión de las actividades agrícolas y pecuarias de las comunida-
des titulares de los derechos de propiedad. 

❍ Contratos de usufructo. 

Sin que en apariencia medie la lógica del arrendamiento comercial, ni de la enaje-
nación de los derechos de propiedad, predios apropiados de diversas maneras, 
fi guran con contratos de aprovechamiento comercial. A partir de ellos se genera 
una apropiación de los productos derivados del suelo, más no de la propiedad en 
sí, disfrazando el despojo mediante el contrato de usufructo.

En otros casos el despojo mediado por el uso de fi guras jurídicas se produce 
sin que sea antecedido o precedido por el uso evidente de la coerción sobre el 
afectado. En tales casos, la propiedad del bien inmueble rural es concedida a un 
tercero por parte de una autoridad de manera ilegal, o es enajenada por un par-
ticular a favor de otro, en violación fl agrante de una regla jurídica indistintamente 
de que haya recurso a algún tipo de violencia. A continuación se enuncia uno 
de los medios jurídicos utilizados para perfeccionar jurídicamente la apropiación 
ilegítima de tierras:

❍ Ilegalidad por objeto ilícito en actos entre particulares: la inalienabilidad 
del territorio y el caso de las comunidades afrocolombianas de Jiguamian-
dó y Curvaradó 

El artículo 1502 del Código Civil señala en su tercer numeral que un requisito le-
gal para que cualquier acuerdo de voluntades de carácter particular –un contrato 
de compraventa, de arrendamiento, etc.– sea jurídicamente válido es que recaiga 
sobre un objeto lícito, es decir, un bien que sea lícito enajenar. Dentro del siste-
ma jurídico colombiano, existen muchos bienes cuya enajenación está prohibida. 
Se les denomina bienes inalienables. El típico ejemplo es el de los resguardos 
de las comunidades indígenas y los territorios colectivos de las negritudes.32 De 
acuerdo con la Constitución Política y las leyes nacionales, los resguardos y los 
territorios colectivos son bienes inalienables, imprescriptibles e inembargables.33 

32 Constitución Política de Colombia. 1991. Artículos 63, 329 y 55 transitorio. Ley 70 de 1993.
33  Con excepción del subsuelo pues la Constitución categóricamente establece que el subsuelo ubicado en terri-

torio nacional pertenece al Estado y podrá ser explotado económicamente por razones de interés general aún 
cuando se oponga a los intereses particulares del propietario del suelo adyacente. La explotación del subsuelo 
en territorios indígenas ha sido recurrentemente una causa de confl icto entre las autoridades nacionales y las 
autoridades indígenas. En ocasiones la imposición de la extracción minera a los pueblos indígenas por parte 
del gobierno nacional ha sido denunciada en distintos contextos como una modalidad de despojo. 
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Eso signifi ca que, en principio, todo acto de enajenación del que sean objeto ca-
recerá de validez jurídica. 

Pero aún así, a pesar de esta prohibición, en el caso de algunos territorios ét-
nicos se han intentando múltiples actos de enajenación de derechos a favor de 
personas particulares ajenas al grupo étnico. El caso más conocido es de las 
negritudes que habitan las cuencas de los ríos Jiguamiandó y Curvaradó en el 
Chocó. En esa región a mediados de los noventa las empresas dedicadas a la 
siembra de la palma africana invadieron los territorios colectivos con sus cultivos. 
De acuerdo con un informe publicado por el INCODER, el 14 de marzo de 2005 
el 93% de los cultivos de palma se encontraban para esa fecha dentro de los 
territorios colectivos34. 

Las empresas palmicultoras insistentemente han intentado “legalizar” su control 
físico sobre el territorio y adquirir sobre él o sus frutos, derechos civiles a través 
de diversas fi guras jurídicas. Con tales fi nes, han convencido a algunos miembros 
de la comunidad negra de suscribir contratos de compraventa de predios o de 
mejoras, contratos de usufructo y actas de compromiso. Se conocen casos en 
los que los suscribientes han sido presionados para constituir el acto jurídico, 
presumiblemente mediante amenazas o soborno. Pero también existen casos 
de actos relativamente libres, con los que el pretendido vendedor o dador está 
de acuerdo de algún modo, y por tal motivo no pueden clasifi carse dentro de la 
categoría de actos forzados de enajenación.

B2.  Despojo por vía de hecho administrativa.

❍ Ilegalidad por adjudicación de derechos sobre la tierra mediante actos 
administrativos sin fundamento legal.

Esta es una categoría excesivamente amplia porque la adjudicación de tierras 
por vía administrativa puede estar afectada de ilegalidad por las más diversas 
razones: por falta de competencia de la autoridad involucrada; por incumplimiento 
de alguna de las etapas del procedimiento de adjudicación; por vulneración de 
derechos de terceros de buena fe; por inalienabilidad del bien; por desconoci-
miento de derechos constitucionales de grupos étnicos, entre otras. Aún no se 
ha recogido sufi ciente material empírico o casuístico a partir del cual sub-dividir 
esta categoría en otras más específi cas y detalladas. Un ejemplo ilustrativo es 
un caso extraño e infrecuente que puede considerarse como despojo por vía 

34 El Ministerio Público, Justicia y Paz, el Banco de Datos del Cinep y otras entidades gubernamentales y de 
la sociedad civil han denunciado en varias ocasiones que las empresas han celebrado actos jurídicos de ese 
talante con supuestos miembros individuales de las comunidades sin que, en ningún caso, esos individuos 
posean un mandato de representación por parte de la misma. Ver por ejemplo Procuraduría General de la 
Nación. “Seguimiento a Políticas Públicas en Materia de Desmovilización y Reinserción, Junio de 2006, Tomo 
I, p. 303-314; INCODER. “Los cultivos de palma de aceite en los territorios colectivos de las comunidades 
negras de los ríos de Curvaradó y Jiguamiandó en el departamento del Chocó”, marzo 14 de 2005; Comisión 
Intereclesial de Justicia y Paz y Banco de Datos del Cinep. “La Tramoya. Derechos Humanos y Palma Aceitera 
Curvaradó y Jiguamiandó. Caso tipo 5”, octubre de 2005.
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administrativa. Un predio adjudicado por la entidad competente a un grupo de 
familias desplazadas en desarrollo del programa de acceso a tierras, fue titulado 
posteriormente por otra entidad a favor de un grupo de reinsertados de las auto-
defensas, procediendo al desalojo de las familias inicialmente benefi ciadas, con 
la ayuda de la fuerza pública. 

❍ Revocatoria de adjudicación de predios a benefi ciarios de reforma agraria 
y re-adjudicación a victimarios. 

Un caso asociado con esta tipología se relaciona con la revocatoria de titularidad 
a benefi ciarios de reforma agraria en el departamento del Magdalena por parte 
del gerente del Incora en el año 2003, y la posterior titulación a terceros relacio-
nados presumiblemente con grupos paramilitares. Argumentando el abandono de 
los predios y el incumplimiento de las obligaciones crediticias de los benefi ciarios, 
el gerente del Incora seccional Magdalena despojó de los títulos de propiedad a 
253 familias, para luego titularlas a testaferros de los victimarios. La determina-
ción administrativa derivó igualmente en procesos jurídicos de embargo contra 
los propietarios. Las familias habían abandonado los predios a fi nales de los años 
noventa por presión de los grupos paramilitares al mando de alias Jorge 4035.

❍ Adjudicación de tierras con irregularidades en zonas de colonización o de 
frontera.

Recientemente en el departamento del Vichada ocurrió un hecho que permite 
ilustrar esta tipología, también relatado en la Revista Semana. 

 “En esta historia confl uyen de una forma muy singular las tres ramas del poder 
público. Por el Ejecutivo está el Incoder, que adjudicó irregularmente 38.000 hectá-
reas de tierra en Vichada. Hizo la entrega a 31 personas que viven en Risaralda, a 
cientos de kilómetros de las fi ncas, pero que tienen en común alguna relación con 
las empresas o la vida política de [un] senador [risaraldense] […] En total […] son 
70.000 hectáreas en la zona de Caño Muco, que están en entredicho: 38.000 irre-
gularmente adjudicadas y 32.000 de las que aún no se identifi can plenamente sus 
propietarios y no se conoce con certeza cómo fueron adquiridas. Esta superfi cie 
equivale a casi dos veces el área de Medellín, o a cuatro veces la Hacienda Cari-
magua, también en estas llanuras y centro de polémica hace poco. El año pasado 
SEMANA demostró las irregularidades en 16.000 de estas hectáreas. Ahora se 
amplía la extensión de tierra controvertida, que es fronteriza con Venezuela y tiene 
como uno de sus linderos el río Meta, la principal opción de transporte en la región. 
Fue por muchos años una zona olvidada, pero empezó a ser muy apetecida ante 
la posibilidad de que se hagan millonarias inversiones, en especial para producir 
biocombustibles. Tras la publicación de SEMANA, el Incoder encontró serias irregu-
laridades en la adjudicación de las 38.000 hectáreas, como que los benefi ciarios no 
cumplían los requisitos sobre el tiempo de ocupación y explotación de la tierra. En 
su momento, algunos de ellos le dijeron a esta revista que incluso nunca habían ido 

35 Este y otros casos pueden ser documentados consultado la página de internet http://www.verdadabierta.
com/web3/paraeconomia/tierras.
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al Llano. El gobierno ordenó investigar al funcionario local que entregó los baldíos y 
lo retiró del cargo. Fue entonces cuando se inició la revocatoria de las adjudicacio-
nes que ahora ha encontrado un obstáculo en el juzgado civil de Dosquebradas”36.

B3.  Despojo por vía de hecho judicial.

❍ Ilegalidad por adjudicación de derechos sobre la tierra mediante senten-
cias judiciales sin fundamento legal. 

La adjudicación judicial de derechos patrimoniales sobre una tierra puede ado-
lecer de las mismas fallas de legalidad que las adjudicaciones administrativas. 
Otro caso ilustrativo fue denunciado en su momento por el Procurador Judicial 
Agrario de Córdoba. Un juez civil resolvió un proceso de declaración de perte-
nencia a través de una sentencia en la que adjudicaba al demandante un predio 
de carácter privado pero también un área baldía en la que estaban asentadas 
varias familias de colonos. Sin embargo, por defi nición legal los procesos judicia-
les de carácter civil sólo pueden recaer sobre bienes privados y en ningún caso 
sobre bienes que, como los baldíos, pertenecen a la Nación y cuya adjudicación 
le corresponde actualmente al INCODER. Por este motivo, la autoridad judicial 
no tenía ninguna justifi cación o autorización legal para extender los efectos de su 
sentencia a hectáreas de carácter baldío37. En este caso no podría afi rmarse si 
existió o no connivencia.

B4.  Falsifi cación de títulos de propiedad y escrituras. 

La falsifi cación de escrituras es una técnica de despojo muy utilizada. Su principal 
efecto es anular formalmente ante las autoridades públicas los derechos sobre 
los bienes inmuebles de sus legítimos titulares mediante la falsifi cación de los ar-
chivos públicos sobre la propiedad de la tierra. A través de distintos actos fraudu-
lentos se fi nge ante notario público la participación del legítimo titular de un bien 
en la constitución de una escritura pública de compraventa u otro acto traslaticio 
de dominio. El notario avala la escritura, la archiva y entrega una copia original a 
los interesados. Inmediatamente el interesado la presenta en la ofi cina de regis-
tro de instrumentos públicos donde se encuentre inscrito el bien inmueble y con 
la información contenida en la escritura el registrador procede por complicidad, 
coacción o ingenuidad a modifi car el folio de matrícula inmobiliaria del bien con el 
resultado de que ofi cialmente se sustituye el nombre del antiguo titular por el del 
supuesto comprador. 

Tanto el notario como el registrador deben verifi car la identidad de los individuos 
que adelantan los trámites de transferencia de la propiedad en cada una de sus 

36 ¿Amigos del senador, vecinos del paramilitar? En revista Semana julio 19 de 2008. También puede ser consul-
tado en la página web: http://www.verdadabierta.com/web3/paraeconomia/tierras.

37 Caso examinado durante la investigación sobre las políticas de desmovilización y reinserción en materia de 
derechos patrimoniales de la Procuraduría Delegada Preventiva en Materia de Derechos Humanos de la Pro-
curaduría General de la Nación, 2005-2006 como parte del trabajo de campo que se realizó en los despachos 
de la Procuraduría, la Defensoría y el INCODER en Córdoba.
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etapas. Sin embargo, pueden ser engañados o sobornados. En la prensa escrita 
han sido denunciados varios casos de falsifi cación y suplantación en virtud de 
los cuales la población desplazada ha sido desposeída de sus derechos de pro-
piedad. 

❍ Firma de documentos en blanco para la trasferencia o enajenación de de-
rechos de propiedad.

En no pocas ocasiones los actores y agentes del confl icto armado, han obligado 
a las víctimas la fi rmar documentos en blanco que posteriormente son empleados 
para la elaboración de escrituras públicas, transfi riendo derechos sobre propieda-
des. Este tipo de casos se han presentado en departamentos como Magdalena, 
Córdoba, Sucre y Bolívar, entre otros.

C.  Otras Modalidades de despojo

Existen otras modalidades de despojo difíciles de clasifi car en las tipologías ante-
riormente expuestas (numerales A y B). En esta sección se incluyen algunas de 
las más conocidas. 

C1. Embargo y remate de propiedades abandonadas. 

Muchas propiedades abandonadas en diversas regiones del país, habían sido 
comprometidas en hipotecas o créditos bancarios por sus propietarios. Luego de 
muchos años de abandono del predio por factores relacionados con la violencia 
o por las recurrentes crisis económicas del sector agrícola y pecuario, entraron 
en procesos de cobro jurídico ante el incumplimiento de las obligaciones fi nan-
cieras. De esta manera los propietarios no solo son obligados a abandonar el 
predio, además entran en procesos de cobro jurídico que terminan con el remate 
y el despojo del bien inmueble por parte de entidades fi nancieras o acreedores 
(cuando la Caja Agraria operaba, muchas propiedades pequeñas y medianas fue-
ron embargadas y rematadas por incumplimiento de obligaciones fi nancieras, lo 
cual podría considerarse un despojo por vías legales). 

C2. Intercambio (El Cambalache) y usufructo de propiedades

Sucedió contextualmente en el marco de la confrontación partidista Liberal – 
Conservadora desde fi nales de la década del cuarenta, prolongándose como 
método de despojo hasta bien entrada la segunda mitad del siglo XX. Mediado 
inicialmente por el abandono de la propiedad, implicaba fi nalmente el intercambio 
del predio por otro bien de similares o diferentes características, sin la mediación 
de dinero o transacción comercial de ningún tipo. Cultivos, bienes inmuebles 
y enseres, eran abandonados sin ninguna consideración frente a la necesidad 
mayor de “salvar la vida”. Dicho proceso sucedió a lo largo ancho del Departa-
mento del Valle, involucrando población tanto de la cordillera central como de la 
occidental. 
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En algunas ocasiones el predio abandonado podía ser comercializado rigiéndose 
entonces el intercambio de predios por dos lógicas: el cambio de propiedades a 
“ojo cerrado” o “mano a mano”, o la transacción comercial. Cada uno de ellos 
se posibilitaba en virtud de las condiciones de violencia imperantes. En el caso 
del segundo, la transacción comercial se podría fi niquitar años después, en otra 
localidad y con autoridades distintas a las locales. El abandono fue implicando 
igualmente un reordenamiento social y político de la región, el que abandonaba 
una propiedad difícilmente podía regresar, quedando condenado al destierro. El 
intercambio era posible entre gentes vinculadas a uno u otro partido, implicando 
la reubicación del individuo o el núcleo familiar en otro municipio. El imperativo 
inicial era el de “salvar la vida”.

A partir de esto se fue generando un proceso de reordenamiento social que 
conduciría fi nalmente a ordenar el territorio en virtud de las fi liaciones políticas 
como de los intereses económicos de los líderes y “gamonales” regionales. Así, 
después de los años cincuenta municipios que antes eran de fi liación liberal ter-
minaron regidos bajo la égida del conservatismo y viceversa; regulándose hasta 
el ingreso y salida de población vinculada a uno u otro partido en los diversos mu-
nicipios. El intercambio señalado nunca fue equitativo, ni producto de la voluntad, 
sino fruto de la presión armada y del contexto de violencia que obligó a tomar 
la determinación de abandonar un bien, e intercambiarlo por otro para no perder 
totalmente el patrimonio.
 
C3. Abandono y apropiación sin transacción comercial

Luego del abandono del predio, éste podría ser apropiado sin que mediara tran-
sacción comercial alguna. En estos casos, el despojo potencialmente no se con-
creta, existiendo la posibilidad remota de que el propietario original recuperara 
la relación con el bien. Sin embargo, en muchas oportunidades el propietario, 
poseedor, tenedor u ocupante, puede ser desplazado de manera defi nitiva o in-
cluso asesinado, dando pie para el desarrollo de procesos jurídicos fraudulentos 
o incluso con visos de legalidad, a partir de la aplicación de la norma sobre pres-
cripción de propiedad. 

C4. Usufructo del predio sin apropiación
 
En los casos donde el predio es abandonado por largo tiempo, pueden presen-
tarse varias situaciones. El espacio empieza a ser aprovechado por vecinos colin-
dantes o por otras personas “venideras” usufructuando el suelo o los cultivos y 
semovientes que hubieran quedado luego del abandono, derivando en confl ictos 
de posesión y propiedad en la medida en que se prolongue el tiempo de despla-
zamiento forzado o abandono del predio por parte del titular. Por otra parte, pre-
dios que pueden llevar varias décadas abandonados, o son ocupados por otras 
personas, o las autoridades municipales inician procesos de cobro jurídico hasta 
derivar en el remate de propiedades por morosidad en el impuesto predial. Al 
fi nalizar el proceso el propietario ha perdido la propiedad que termina en manos 
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de otra persona. En otros casos, los nuevos ocupantes pueden iniciar procesos 
de prescripción de propiedad, argumentando posesión y usufructo. 

Desde una perspectiva del proceso se tiende a la pérdida de la propiedad, empe-
zando por la afectación de los ingresos que genera el predio “despojo de ingre-
sos”. En otros casos, al ser abandonado un predio, jurídicamente se conservan 
los derechos de propiedad, aunque en la práctica, el o la titular de los derechos 
quede privado del goce efectivo y usufructo del bien. Jurídicamente, en esta si-
tuación se conservan los derechos de propiedad pero la persona es despojada 
en contextos de violencia o presión armada.

C5. Compra de derechos de propiedad a partir de la adquisición de hipotecas 
y deudas

En regiones de la costa atlántica como en los departamentos de Sucre y Magda-
lena, organizaciones paramilitares han presionado a propietarios cuyos predios 
se encontraban hipotecados o ad portas de procesos de cobro jurídico por di-
versos motivos, para ser vendidos o trasferidos los derechos de propiedad. En 
muchos de los casos se negocia con bajo precio, o simplemente se presiona la 
transferencia de derechos de propiedad mediante la fi rma de un documento en 
blanco. Se hace referencia por parte de las víctimas a la existencia de ofi cinas 
dedicadas a inventariar propiedades en difi cultades con entidades fi nancieras en 
los Montes de María y el Catatumbo, que fi nalmente terminan despojadas a sus 
propietarios. 

Este tipo de transacción se fundamenta en el aprovechamiento por parte de ter-
ceros, de la condición de endeudamiento, la inhabilidad para el acceso a créditos 
e incluso, de las condiciones de violencia imperantes en una región, para presio-
nar la compraventa del inmueble. Es frecuente que inversionistas interesados en 
predios de buen potencial productivo, abandonados o sin explotación comercial 
a causa de la violencia, acopien listados de deudores morosos cuyas difi cul-
tades fi nancieras o las limitaciones impuestas por la confrontación militar, les 
impiden usufructuar los predios, generando riesgo inminente para su embargo y 
expropiación. Los inversionistas, a través de terceros, visitan a los propietarios 
proponiéndoles la compra venta de la deuda o de los derechos de propiedad, 
confi gurándose un proceso de despojo mediante el aprovechamiento de condi-
ciones de violencia, pero también de auge económico en las regiones en las que 
se suceden estos casos. 

Aparentemente se usan las reglas del mercado de tierras para la adquisición de 
esos bienes, pero se está utilizando información privilegiada de lista de deudores 
para aprovecharse de su incapacidad de pago de las deudas.
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TIPOLOGÍA Y MODALIDES DE DESPOJO DE TIERRAS Y TERRITORIOS EN COLOMBIA

Gráfi co Nº 1

*   Vicios de consentimiento; fuerza, dolo y objeto ilítico.

A1. Amenazas Directas e indirectas

Asesinatos selectivos. Pro-
pietarios y propietarias, jue-
ces, notarios, registradores 
de instrumentoss públicos

A2.Daños a la vida e inte-
gridad personal, bie nes e 
inmueles e infraestructura
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VIOLENCIA SIN 

USO DE FIGURAS 
JURÍDICAS

A4.Compra venta forzada

A5.Ocupación y apropia-
ción de predios del Estado
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CAS E INSTITUCIO-
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C. OTRAS 
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nistrativa

B3. Vía de hecho judicial
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C1. Embargo y remate de 
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C2. Intercambio de propiedades
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1.2. Relación de tenencia y estructura agraria: inequidad  1.2. Relación de tenencia y estructura agraria: inequidad  
 y desamparo de la mujer rural. Condiciones que  y desamparo de la mujer rural. Condiciones que 
 favorecen el despojo a las mujeres favorecen el despojo a las mujeres

No solo la informalidad de la tenencia parecer ser una variable que contribuye a 
determinar el método de despojo empleado por parte de los actores del confl icto 
armado o por los agentes que ordenan las relaciones de poder en las distintas 
regiones del país. En el caso de las mujeres existe otro tipo de factores que con-
tribuyen a agudizar esta problemática generando condiciones de vulnerabilidad 
particular para el despojo. 

Según el Registro Único de Población Desplazada –RUPD– de Acción Social, 
con corte al 31 de marzo del año 2009, de un total de 2.977.209 desplazados re-
gistrados, el 48% son mujeres (1.454.868). De ellos 672.604 hogares (47.22%) 
tenían como jefe de hogar una mujer. Estos datos no signifi can que en su totalidad 
las mujeres desplazadas fueran propietarias o tuvieran algún tipo de relación de 
tenencia con alguna propiedad. Sin embargo, un porcentaje de ellas pudo haber 
tenido algún tipo de relación de tenencia o propiedad. Los datos sí indican que en 
términos de población las mujeres son un grupo signifi cativo entre la población 
desplazada. Empero, tomando como referencia los datos proporcionados por el 
décimo primer informe de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre 
Desplazamiento Forzado, se evidencia que en general la población desplazada 
tenía relaciones de tenencia y/o propiedad con algún tipo de bien, sin contar se-
movientes y bienes muebles. 

 La “informalidad de la tenencia”38 de la tierra entre los sectores campesinos del 
país, ha sido señalado en muchas partes como uno de los grandes obstáculos para 
adelantar acciones de prevención, protección, restablecimiento y reparación con 
respecto al derecho de acceso a la tierra. A esa situación se agrega, para las muje-
res, la histórica invisibilización de su relación con la tierra, el desconocimiento social 
de sus derechos a la propiedad y la discriminación social e institucional en cuanto a 
las decisiones productivas, el crédito y la asistencia técnica”39. 

 “Los datos arrojados por la II ENV-2008 muestran con claridad que el abandono de 
tierras y animales fue masivo: el 55,5% de los grupos familiares tenía tierra y el 94% 
de ellos la abandonaron. Así mismo, la proporción de familias que tenían animales 
llegaba al 78,9% y el 92,4% de ellas los dejó abandonados con el desplazamiento. 

38 Con este concepto recogemos aquí las siguientes situaciones: la falta de títulos de propiedad; la predomi-
nancia de otras formas de tenencia (poseedor, ocupante, tenedor) que en muchas disposiciones legales NI 
en la jurisprudencia se toman en cuenta; la falta de cobertura, actualización y articulación de los sistemas de 
catastro y de registro.

39  (Codhes-Comisión de Seguimiento al Auto 092, 2008, “Política pública para mujeres en situación de despla-
zamiento Auto 092: un proceso de incidencia social”. Capítulo 5-Propuesta de Lineamientos al Programa de 
Facilitación del Acceso a la Propiedad de la Tierra por las Mujeres Desplazadas (elaborado por Sisma Mujer 
– Observatorio de los Derechos de las Mujeres, Iniciativas de Mujeres Colombianas por la Paz -IMP-, Depar-
tamento de Mujeres de la Coordinación Nacional de Desplazados (CND) y Donny Meertens, asesora técnica 
por el Consejo Noruego para los Refugiado). Bogotá, próximo a publicarse).
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De manera que la renuncia a sus animales tuvo unas proporciones aún más graves 
que la pérdida de tierras causadas por el desplazamiento”40.

Si se considera que las mujeres tienen una alta participación en el grueso de la 
población desplazada, como en la jefatura de hogares, y se asumen los datos 
proporcionados por la Comisión, podría concluirse que las mujeres fueron y son 
afectadas en sus relaciones de tenencia y propiedad. Hecho que se asocia ade-
más con la persistencia de una serie de aspectos relacionados con la cultura y la 
estructura social que inciden en los arreglos de género propios de las sociedades 
rurales, como de la sociedad en general. Ello termina afectando negativa o posi-
tivamente las relaciones entre hombres y mujeres, y de manera particular, entre 
las mujeres y la propiedad. 

Hacen parte de estos aspectos los arreglos de género particulares de la socie-
dad (consuetudinarios, de derecho positivo y de arreglos de poder) que limitan 
o potencian el acceso de las mujeres a la tierra, incidiendo en las relaciones de 
propiedad y tenencia; su participación en los procesos de producción y los actos 
de dominación sexual de las mujeres por parte de los hombres, generando a la 
vez condiciones objetivas para favorecer el despojo. 

Muchos de estos aspectos terminan refl ejándose en el ordenamiento jurídico po-
lítico de la sociedad, afectando no sólo a las mujeres, sino al núcleo familiar, las 
niñas y los niños; lo que plantea entonces la necesidad de considerar un enfoque 
diferencial para el análisis de los impactos que el despojo en cada grupo poblacio-
nal y en sus relaciones, dado que en un contexto particular de confl icto armado 
como el colombiano, las condiciones de vulnerabilidad tienden a potenciarse. A 
este respecto el Programa de Protección de Tierras y Patrimonio de la Población 
Desplazada anotaba que:

 “En ejercicio de su labor, el Proyecto ha enfrentado las difi cultades propias de la 
histórica debilidad legislativa en este tema [mujer y tierras], ha evidenciado vulnera-
bilidades, en el caso de las mujeres, principalmente, por la relación patriarcal de in-
equidad en relación con su patrimonio, y en el caso de niños, niñas y adolescentes, 
por el contexto de violencia armada que ha generado orfandad, por la vinculación 
forzada a grupos armados al margen de la ley y por la separación forzosa de sus 
padres debido al desplazamiento”41.

La Corte Constitucional ha señalado en el Auto 092 que en el contexto armado 
para las mujeres existe el “riesgo de ser despojadas de sus tierras y su patrimo-
nio con mayor facilidad por los actores armados ilegales dada su posición tradi-
cional ante la propiedad, especialmente las propiedades inmuebles rurales”. 
(Corte Constitucional de Colombia 2008, Auto 092. Magistrado ponente Manuel 
José Cepeda).

40 Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre el Desplazamiento Forzado. Cuantifi cación y valoración 
de las tierras y los bienes abandonados o despojados a la población desplazada en Colombia. Bases para el 
desarrollo de procesos de reparación. Décimo primer informe. Bogotá, enero de 2009. Página 3.

41  Tomado de “La protección de tierras y el patrimonio de la población desplazada” consultado en http://www.
accionsocial.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=3&conID=3341&pagID=6219. Febrero de 2009.
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Al conjugarse elementos relacionados con el confl icto armado y aquellos consti-
tutivos de la estructura social, se confi guran condiciones que terminan afectando 
negativamente a las mujeres, lo cual hace aún más complejo el panorama y tras-
ciende el problema de la tierra. 

 “Pero los efectos para las mujeres van más allá de sus derechos sobre la tierra o 
su participación en la producción ilícita. Se han acumulado poderes locales con el 
uso de todas las formas de violencia, incluso la de género y dentro de ella particu-
larmente la violencia sexual. De esta manera se imponen y legitiman modelos de 
convivencia basados en masculinidades autoritarias y la subyugación total de las 
mujeres y las niñas” (Meertens: 2006; 22). 

Sumado a esto, la informalidad en la tenencia de la tierra pareciera ser aún más 
compleja en el caso de las mujeres cabeza de hogar y/o viudas. Tanto las políticas 
públicas como el ordenamiento social y cultural basado en una cultura patriarcal, 
se conjugan para limitar el acceso a la propiedad por parte de las mujeres: los pro-
cesos de titulación, adjudicación, e incluso de sucesión terminan sintetizando el 
predominio de lo masculino en detrimento de las mujeres. Así entonces, pareciera 
que social y culturalmente son los hombres los que han tenido una relación social-
mente reconocida con la propiedad, por lo menos de manera formal en el espacio 
público. Este aspecto deriva en una suerte de desconocimiento por parte de las 
mujeres de las características y atributos de los predios en los que ellas trabajan 
y habitan. Socialmente se han confi gurado una serie de arreglos maritales, que 
favorecen al hombre con respecto a la propiedad y la tenencia de la tierra. 

 “Los hombres son las personas que trafi can más la tierra y conocen de cuánto por 
cuánto es la tierra, de cuánto es, dónde están los linderos, quiénes eran los vecinos, 
las mujeres llegan de última y nunca hacen eso, de pronto porque aquí no hay una 
unión, una confesión entre marido y mujer, (…) como no hay esa unión no tenemos 
la información, uno se siente menos en esa parte de la tierra”42.

En un estudio de caso citado por Meertens (2006), se hace referencia a las 
relaciones de informalidad en la tenencia de la tierra y sus implicaciones socio 
culturales y jurídicas, para el caso de dos grupos de mujeres en los Montes de 
María, Departamento de Sucre43. 

 “Las mujeres de ambos grupos reconocieron que la familia cultivaba un pedazo de 
tierra, pero tuvieron muchas dudas con respecto a la forma de tenencia y más aún 
sobre la existencia de documentos que constataran la propiedad o la posesión. Para 
ello hay dos razones, la primera porque en las zonas campesinas de la Costa se 
trabajan las tierras por tradición, es decir la familia la ha trabajado siempre y se con-
sidera dueña, aún sin papeles, o porque alguien conocido (familiar, padrino, vecino) 
la ha cedido […] (Meertens: 2006).

Respecto del acceso a la propiedad por parte de las mujeres, el documento cita-
do anota que:

42 Tomado de “La protección de tierras y el patrimonio de la población desplazada”. Ibíd.
43 La experiencia hace referencia a dos grupos de mujeres del municipio de Carmen de Bolívar, pertenecientes 

a los grupos ‘Mujeres Unidas de El Salado’ conformado por 31 mujeres retornadas luego de la masacre y al 
grupo ‘Esperanza Viva por la Paz’ conformado por 31 mujeres desplazadas del mismo municipio. Citado en 
Meertens, 2006. Op. Cit.
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 “Es que así se hacía antes[…] uno tomaba la tierra y la sembraba´ decía una mujer y 
otra contaba ´[mi papá] decía que eso era de él pero nunca le vi las escrituras…bue-
no él decía que eso era de él, ahí, y uno siempre trabajaba ahí porque nadie nunca 
nos dijo nada ni nunca nadie vino a que ‘esto es mío’, nada…siempre ha trabajado 
ahí, toda la vida (…) [Mi esposo] trabajaba ahí junto con papi, él cedió para que tra-
bajara ahí, o sea, como que le prestan para que trabaje, eso, porque no es alquiler 
ni nada sino que él cogía un pedazo para trabajar y él trabajaba ahí´. 

 La cesión (por un propietario con papeles o por un poseedor con tradición) se hace 
por contrato verbal, sin que medie pago ni documento. Hasta hoy en día priman los 
contratos verbales para ceder una casa, o tierra para trabajar, o préstamos con los 
comerciantes que compran las cosechas. Ni quien cede, ni quien recibe se preocu-
pa por legalizar la acción, pues quien trabaja la tierra reconoce el derecho del dueño 
sobre ella. Esta modalidad aplica también en los casos donde se ha realizado una 
acción de compra-venta de la tierra: “[mi esposo] pagó $700.000 hace diez años al 
suegro por tres hectáreas pero el suegro nunca le dio escritura o constancia…”. e 
incluso para la ocupación de una vivienda: “yo no tenía casa, vivíamos en casa que 
uno se la daban para vivir, uno pagaba servicios, pero casa propia mía, nunca” . 

 La otra razón es que las mujeres no sienten la tierra como “propia”, cuando se refi eren 
a las parcelas, sino pertenecientes a los hombres de su familia, quienes la trabajaban y 
donde ellas sólo “ayudaban”. El término de propiedad de la tierra, desde la mirada de 
las mujeres, está más asociado a los hombres. Ellas no se piensan como “propieta-
rias”, aunque manifi estan una relación mucho más cercana, con más “sentido de pro-
piedad” frente al solar, la casa y los enseres. Los solares eran terrenos más cercanos 
al pueblo donde ellas cultivaban. “Yo criaba animales y tenía huerta, disponía del dinero 
que cogía cuando vendía…”. Sin embargo, también en cuanto a la vivienda funcionaba 
el mismo sistema de cesión, que no sólo se basaba en la palabra sino que se consi-
deraba algo de la familia, no de la mujer quien la mantenía, como lo muestra la cita en 
que “daban una casa para vivir”. Es notorio que los terrenos de propiedad o posesión 
familiar siempre se ceden por la línea masculina, es decir a través de los suegros, direc-
tamente a los maridos o compañeros de las mujeres. Incluso cuando una mujer tiene 
posibilidad de acceder a la tierra de su propia familia, su esposo o compañero resulta el 
benefi ciario directo. En las entrevistas, en resumen, se notaba que con excepción de los 
solares, ninguna mujer había tenido el control sobre la tierra (Meertens: 2006; 43 y ss). 

En la práctica se conjugan arreglos de género en la sociedad y de manera parti-
cular los de las sociedades rurales, construyen mecanismos, políticas y prácticas 
culturales de acceso a la tierra por parte de las mujeres rurales, al igual que lógi-
cas y reglas de su participación en los procesos productivos, que se sustentan 
en métodos violentos de dominación sexual por parte de los hombres. Estas 
condiciones se exacerban en un contexto de confl icto armado y desplazamiento 
forzado como el colombiano, ocultando además los elementos y los signifi cados 
de la tierra para las mujeres según su edad y su pertenencia étnica. 

 “La economista Hindu Bina Agarwal se refi ere a los derechos efectivos sobre la 
tierra cuando el reconocimiento legal va acompañado de un reconocimiento o legiti-
mación social. Se sustenta en cuatro argumentos para resaltar la importancia de la 
realización del derecho efectivo sobre la tierra por parte de las mujeres: como paso 
hacia la igualdad de género; como proceso de empoderamiento, como forma de 
incrementar la efi ciencia en su trabajo y como aumento de su bienestar. El derecho 
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independiente de las mujeres a la tierra […] es aquel que formalmente no está atado 
a una propiedad o un control masculino, así que excluye la titulación conjunta a nom-
bre de la pareja, cuya aplicación se ha extendido en varios países latinoamericanos 
entre ellos Colombia. Esta última trae varios problemas, entre ellos las difi cultades 
para las mujeres para reclamar sus derechos en caso de divorcio, separación o 
abandono, ante la violencia familiar, o frente a las prácticas culturales relacionadas 
con la producción e incluso con los sistemas de herencia […] otro argumento a 
favor de la propiedad de la tierra a nombre de las mujeres se deriva de uno de sus 
roles tradicionales, la producción de alimentos”44.

La diversidad de modalidades de despojo empleadas durante el confl icto arma-
do, es además de compleja, rica en dispositivos y estrategias desarrolladas para 
lograr la propiedad de tierras y despojar a las comunidades rurales de territorios. 
Se puede observar en el desarrollo de conceptos sobre los métodos de despojo, 
que la mayor diversidad de opciones se presentan en relación con predios cuya 
formalidad de tenencia demanda la realización de trámites ante entidades ofi cia-
les de tal suerte que se pueda disponer del predio en el mercado de tierras. En 
otros casos, parece ser que entre menos formal sea la relación de tenencia o 
propiedad, el método de despojo es menos refi nado, recurriéndose a la violencia 
principalmente, o la coerción para obligar al poseedor, al ocupante y tenedor a 
abandonar la posesión del bien.

Tipo de relación Porcentaje del total
Propietarios 45.7

Tenedor 2.8
Poseedor 32,0
Ocupante 17,0

Grupos Étnicos 0.2
Por determinar 2.3

Total 100%

44 Meertens, Donny. Tierras, derechos y género: leyes, políticas y prácticas en contextos de guerra y paz. Infor-
me de consultoría sobre derechos de las mujeres a la tierra UNIFEM – Programa Paz y Seguridad. Colombia, 
enero de 2006. Página 7. Mimeo.

2.  Relación entre Despojo y formas 2.  Relación entre Despojo y formas 
de tenencia y propiedad. de tenencia y propiedad. 
Una hipótesis sobre los métodos de DespojoUna hipótesis sobre los métodos de Despojo

Tipos de relación de propiedad y tenencia de los bienes protegidos por Acción Social. 

Tabla Nº 2

Fuente: RUPTA – Programa de Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplaza-
da. Corte de cifras a septiembre de 2008.



El
 d

es
po

jo
 d

e 
tie

rr
as

 y
 te

rr
ito

rio
s.

 
A

pr
ox

im
ac

ió
n 

co
nc

ep
tu

al

59

Ti
po

lo
gí

a 
y 

m
od

al
id

ad
es

 d
e 

de
sp

oj
o

e 
im

pl
ic

ac
io

ne
s 

de
 g

én
er

o

También se evidencia la diversidad de métodos empleados para el despojo de 
propiedades colectivas a comunidades afrocolombianas y pueblos indígenas. En 
estos casos, tal vez la formalidad de la tenencia dada por la titulación colectiva 
hecha por el Estado a las comunidades, así como el principio de que son terri-
torios inembargables, imprescriptibles e inalienables, obliga a los actores que 
desarrollan el despojo a emplear más de un método y estrategia. 

Ahora bien, el desarrollo de estrategias como de métodos de despojo, podría es-
tar asociado al fi n último que se persigue con el despojo, como al uso fi nal que se 
le pretende dar a las tierras y territorios. Potencialmente, cuando se proyecta en 
un espacio regional específi co el desarrollo de dinámicas económicas ligadas al 
mercado formal, se requiere el cumplimiento de cierto tipo de parámetros legales 
y jurídicos, entre los que se cuentan visos de legalidad en la adquisición de los te-
rrenos en los que se va a desarrollar la actividad. Igual situación puede acontecer 
cuando el fi n último del despojo sea el lavado de activos. 

Tamaño de los predios abandonados por rangos de hectárea. 

Tabla Nº 3

Rango has. %
- de 10 35.22
10 – 50 23.24
+ de 50 10.05
Sin información 31.49

Fuente: RUPTA – Programa de Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplaza-
da. Corte de cifras a 31 de marzo de 2008.

De allí que se demande la aplicación de un método que combine aspectos legales 
con el ejercicio de la violencia, en caso de que los pobladores se resistan a entre-
gar sus propiedades. Por el contrario, si el despojo está asociado como fi n último 
a la construcción de rutas de comercio ilegal de droga o armas, o en otros casos 
a la confi guración de territorios para el desarrollo de acciones militares de fuerzas 
irregulares y regulares, difícilmente se requerirá el cumplimiento de formalidades 
jurídicas que demuestren la legalidad de la adquisición del bien inmueble. 

Según datos del Programa de Protección de Tierras y Patrimonio de la población 
desplazada, en el país existe una alta informalidad en la tenencia de la tierra. A 
partir de los registros obtenidos a través del proceso de protección de bienes se 
dice que cerca del 54% de los bienes protegidos tanto por ruta individual como 
colectiva, tienen relación de informalidad en la tenencia. 

De un total 3.042,121,56 hectáreas que habían sido protegidas por el programa 
al 31 de septiembre de 2008 correspondiendo a 114.717 derechos protegidos, 
cerca del 60% de los predios registrados eran menores de 50 hectáreas, indi-
cando que en su gran mayoría eran pequeños y medianos propietarios los poten-
ciales afectados por desplazamiento forzado. Atendiendo a esta consideración, 
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valdría la pena señalar que en su gran mayoría la pequeña y mediana propiedad 
se encuentra ubicada en las zonas de ladera de las cordilleras y elevaciones 
montañosas de las zonas costeras. Es decir que el abandono de predios en un 
gran porcentaje pudo haber sucedido en zonas de ladera correspondiendo ade-
más este hecho con los patrones de informalidad en la tenencia de la tierra que 
se registra en zonas de ladera y de alta montaña ocupadas por campesinos, 
afrocolombianos e indígenas. Si bien existe un alto porcentaje de predios sin 
información sobre el tamaño de la propiedad, la participación de las medianas y 
pequeñas propiedades es signifi cativa. 

La informalidad en la tenencia, parece entonces convertirse en un aspecto impor-
tante con respecto a la favorabilidad del despojo. Según las lógicas de ocupación 
como de ordenamiento del territorio nacional en medio de dinámicas de confl icto 
social y armado, a lo largo de la historia nacional pareciera que la pequeña y me-
diana propiedad se volvieron una característica de las zonas de ladera y de alta 
montaña y bosque alto andino; así como de las zonas de piedemonte costero 
(tanto el Pacífi co como en las sábanas de la costa Caribe colombiano). El terri-
torio se ordena bajo una estructura de tenencia bimodal en la que la estructura 
social se ordena entre muchas otras cosas en virtud de la constelación latifundio 
– minifundio. Las zonas de ladera y de alta montaña son el asiento de pequeñas 
y medianas propiedades como de propiedades colectivas, en tanto las zonas 
planas se caracterizan por el latifundio y la concentración de propiedad en manos 
de particulares y de personas jurídicas. 

De manera que las zonas de ladera y de alta montaña tenderían a tener relaciones 
de tenencia más informales que las zonas planas; estos aspectos dependen de 
la confi guración social, política, económica, cultural y ambiental de las regiones. 
Desde esta perspectiva, no todas las regiones tienen la misma confi guración, ni 
siquiera al interior de las mismas. Figuras (1,2 y 3). Vale la pena aclarar que esta 
estructura de propiedad bimodal, en la que la tenencia informal de la tierra es una 
característica singular, no se presenta de la misma manera en todas las regiones 
del país, lo que posibilita la combinación o el predominio de diversas formas de 
tenencia como de tamaño de la propiedad. Existen en el país Departamentos 
caracterizados por la pequeña y mediana propiedad, en tanto en otros predomina 
la concentración de la tierra. 

A manera de hipótesis podría decirse que los métodos de despojo tienen una 
relación directa con la relación de tenencia y propiedad que se tenga con un bien 
inmueble e incluso con un territorio. En otras palabras, entre más formalidad exis-
ta de la relación, más diverso será el método de despojo. Por el contrario, entre 
más informalidad de relación, menos diverso será el método. 
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Formas de tenencia aproximadas por rangos de altura sobre el nivel del mar. Zona Andina 

Figura 1

Formas de tenencia aproximadas por rangos de altura sobre el nivel del mar. Piedemonte 
Costero Pacífi co

Figura 2

Formas de tenencia aproximadas por rangos de altura sobre el nivel del mar. Costa Caribe 

Figura 3

Fuente: Elaboración propia Tierra y Confl icto





© Tibú, Norte de Santander, 2004.
Jesús Abad Colorado.
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La segunda tipología pretende servir de matriz para la clasifi cación de los casos 
locales de despojo según el modo de aprovechamiento del territorio despojado 
por los perpetradores o sus aliados económicos y/o políticos. La tipología inicial 
posee como eje base los fi nes perseguidos con el despojo. Sin embargo, esa 
fórmula presenta varias difi cultades teóricas y prácticas. Primero, se construye 
sobre la presunción de que el despojo es objetivo y resultado de un plan o estra-
tegia deliberada de los perpetradores, lo cual equivale a suponer que los distintos 
actores que intervienen en el complejo hecho social del despojo, operan bajo 
una racionalidad instrumental con algún margen de error. A esta representación 
teórica del despojo, sin embargo, le falta capacidad descriptiva para encuadrar 
un fenómeno complejo que varía ampliamente de región a región y que oscila 
históricamente según el tipo de actores, las razones estructurales y los móviles 
circunstanciales que constituyen y confi guran las acciones de despojo.

No cabe duda de que en múltiples casos el despojo también ha sido un efecto 
secundario, residual y contingente de otras dinámicas, a pesar de que el despla-
zamiento forzado en Colombia y, por consiguiente, el despojo de tierras ha sido 
en innumerables circunstancias una estrategia relativamente estructurada y pla-
neada. En otros casos ese fenómeno puede ocurrir como un hecho constitutivo 
de la dinámica de la guerra y el ejercicio del terror, sin que medie de manera 
imperante la apropiación de bienes materiales. 

Una segunda limitación de la tipología se asocia con el hecho de poder acceder 
o conocer efectivamente, o incluso suponer, las intenciones y motivaciones tras 
el despojo y la cadena de acciones que lo preceden. Las razones de los actores 

1.  El despojo según fines 1.  El despojo según fines 
y efectos alcanzados: y efectos alcanzados: 

el aprovechamiento del despojoel aprovechamiento del despojo



El
 d

es
po

jo
 d

e 
tie

rr
as

 y
 te

rr
ito

rio
s.

 
A

pr
ox

im
ac

ió
n 

co
nc

ep
tu

al

66

D
es

po
jo

: F
in

es
 y

 e
fe

ct
os

 
pe

rs
eg

ui
do

s
que interactúan y se movilizan para derivar en la apropiación de una porción de 
territorio ocupada por población rural pueden ser inescrutables empíricamente 
en la mayoría de casos, como acontece en los fenómenos de despojo  asociados 
al narcotráfi co, por ejemplo. Para efectos descriptivos está más al alcance iden-
tifi car el tipo de aprovechamiento del territorio despojado, que los supuestos 
propósitos. 

Los planteamientos aquí consignados se fundamentan en diversos aspectos re-
copilados a partir de la experiencia de trabajo de campo desarrollada por la línea 
de investigación Tierra y Confl icto del Área de Memoria Histórica en diversas 
regiones del país, alimentada además con diversas conversaciones sostenidas a 
lo largo del tiempo con comunidades rurales y urbanas en Colombia. 

Se puede presumir a nivel nacional y regional, que en principio, al despojo le si-
guen dos modos de aprovechamiento del territorio: uno de carácter político - mi-
litar y un aprovechamiento de carácter económico. Ello tiene implicaciones como 
la pérdida de bienes y de patrimonio, y consecuencias morales y sicológicas 
para las víctimas del despojo. Esta diferenciación metodológica no signifi ca que 
ambos modos de aprovechamiento no se den simultáneamente, o que dentro de 
un espacio geográfi co el territorio pueda mudar de uno a otro en el transcurso 
del tiempo. 

Dos dimensiones se abordan para intentar aproximar las modalidades de aprove-
chamiento del territorio y la tierra luego del despojo: 

a. las estrategias de despojo de propiedades rurales y urbanas, y 
b. El copamiento y el control territorial. 

Ambas están ligadas a los siguientes planteamientos: 

a) Existe una relación potencial entre el modelo de desarrollo y el ejercicio de 
la violencia. Esta relación, evidenciada a partir de la prevalencia de líneas es-
tratégicas de inversión de capital, la transformación del proceso productivo y 
de la lógica empresarial; la salvaguarda de las condiciones de seguridad para 
la inversión de capital nacional e internacional en un contexto como el co-
lombiano, y la expresión de algunos o todos estos elementos en las políticas 
públicas nacionales, entre muchos otros aspectos45.

b) Hay intereses estratégicos explícitos del Estado y de inversionistas privados 
nacionales e internacionales en el territorio y los recursos naturales; o mejor, 
en el patrimonio ambiental, como en otras “mercancías”.

c) La internacionalización de la economía en el contexto de la globalización inci-
de de diversas maneras en la formulación de estrategias de acumulación de 
capital. Cada vez es mayor la infl uencia del ámbito privado en la formulación 

45 Esta tesis es sustentada por los Investigadores del Cinep, Fernán González, Ingrid Bolívar y Teófi lo Vásquez en 
el texto Violencia Política en Colombia. De la nación fragmentada a la construcción del Estado. CINEP. 2005.
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de política pública, lo cual se traduce en ejercicios de carácter jurídico, mili-
tar, político y económico, que conducen al despojo de propiedades rurales y 
urbanas.

d) Existe en el país una confrontación política y militar entre agentes que defi en-
den proyectos políticos antagónicos, infl uenciados entre muchos factores 
por dinámicas ligadas al narcotráfi co, la economía y la política, que terminan 
afectando entre otras, dimensiones culturales y ambientales. 

e)  Cada uno de los agentes involucrados en la confrontación militar, diseña 
estrategias de guerra política y militar para anular la infl uencia del “enemigo”, 
aislarlo, o aniquilarlo.

Partiendo de los presupuestos anteriores puede anotarse que muchas de las prác-
ticas y estrategias de despojo se orientan a afectar la relación de propiedad cons-
tituida bien por un individuo o una colectividad. De esa manera se altera la relación 
establecida entre individuos y comunidades con el bien material; y además se afec-
ta la relación simbólica edifi cada con respecto a ese objeto. Igualmente se alteran 
las relaciones propiedad en contextos de ejercicio del poder y la violencia, así como 
la relación de tenencia que se ejerce sobre ese objeto, la capacidad de disposición, 
gozo, usufructo y uso. Estas relaciones se transforman a través del derecho, o por 
el desarrollo de situaciones de facto, que trascienden las limitaciones impuestas 
por la ley, sea esta derivada del derecho positivo o consuetudinario.

El proceso de despojo se sucede en tanto se posee o se tiene una relación con 
un bien material que es útil para quien lo desea, imprimiéndole una fi nalidad a la 
apropiación. Es un bien cuya cantidad y existencia es limitada constituyéndose en 
objeto de deseo como en el caso de la tierra, o es imprescindible su ocupación 
para generar una actividad, uso o acción determinada. Actividad que solo puede 
desarrollarse allí y en ningún otro lado, en virtud por ejemplo, de condiciones 
agro ecológicas en el caso de la producción agro–industrial, cercanía a fuentes 
de recursos y mercados; posición privilegiada para el ejercicio de la política y la 
guerra. Cabe anotar que en muchos casos, la disputa por la tierra como por un 
territorio a nivel regional, más allá de estar relacionada con la tierra misma, se 
origina en el interés por los recursos del sub suelo como por la favorabilidad que 
potencialmente ofrece para dinámicas de mercado nacional e internacional, de 
carácter lícito e ilícito. En estos casos, la tierra en sí, no es el objeto de disputa, 
aunque sí el escenario del despojo. 

A través del despojo se altera la relación mediante la cual se accede a la pro-
piedad: ocupación, tradición, adquisición por uso, por herencia, por prescripción 
adquisitiva o por disposición de ley; sin contar la alteración del plano simbólico y 
cultural que conlleva la transformación de esta relación. En todo caso, se pierde 
lo que se posee; bien por condicionamiento, coerción, voluntad propia o ejercicio 
de la violencia. Se pierde el vínculo material y simbólico, y potencialmente se pier-
de también de facto la propiedad. Estos hechos derivan en graves afectaciones a 
la identidad social y cultural de las comunidades rurales y urbanas así como la au-
tonomía individual y colectiva. Muchos de estas consecuencias, están acompa-
ñadas regularmente de lesiones físicas y daños psicosomáticos permanentes.
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Por otra parte se encuentran motivaciones ligadas al confl icto armado interno. 
Existen disímiles argumentos motivacionales que inciden en la formulación de 
estrategias de despojo. Y por estrategia se entiende el conjunto de acciones de 
mediano y corto plazo orientadas por una traza que posibilita la realización de un 
determinado fi n. Algunas de ellas, en el caso del despojo son:

- Control de tránsito de tropas amigas o enemigas en un territorio.
- “Quitarle el agua al pez” en el contexto de una guerra irregular.
- Control de suministros e insumos para la manutención de tropas y confron-

tación bélica.
- Aseguramiento de posiciones militares como de corredores de movilidad.
- Aseguramiento militar de zonas estratégicas para la inversión de capital y  

garantías de seguridad a los inversionistas y sus actividades económicas
- Conservación de retaguardias.
- Aseguramiento de zonas para el ejercicio del poder público y privado.
- Mantenimiento del control de mercados lícitos e ilícitos, poblaciones y recur-

sos estratégicos.
- Valorización futura de tierras; depreciación del mercado de tierras; legaliza-

ción  de capitales ilícitos. 

Son innumerables las motivaciones en el marco del confl icto armado y la confron-
tación militar entre cuerpos de ejército “regulares e irregulares” y sus estrategias 
de confrontación, así como aquellas asociadas específi camente al despojo de 
propiedades o la regulación de territorios46. Sin embargo, vale la pena destacar 
aquellas que en la experiencia pudieran asociarse al despojo de predios en virtud 
de la dinámica militar y el copamiento y control de espacios territoriales para 
diversos fi nes, distinguiendo entre tierra y territorio, aspecto que se trata más 
adelante. 

1.1.   Aprovechamiento militar1.1.   Aprovechamiento militar

Desde la perspectiva militar, el despojo de tierras ha sido aprovechado por los per-
petradores o sus aliados para la satisfacción de dos necesidades  estratégicas: 

a. Construcción de corredores geográfi cos o redes sociales para el abaste-
cimiento de armas, alimentos, medicamentos, fl ujo de narcóticos como de 
personal, entre otros. 

b. Desarticulación de los corredores o redes de los enemigos militares y copa-
miento de territorios. 

En ambos casos el despojo es de carácter material, y se consigue por la vía arma-

46 En el marco de acciones militares, el despojo no es un precepto unívoco. Potencialmente se puede suceder 
la presión militar para generar el abandono de las propiedades, en tanto se ordena el territorio como teatro 
de operaciones militares; retornando el territorio a sus propietarios luego de suspendida la situación que dio 
origen al abandono.
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da. El resultado inicial es el desplazamiento forzado de población y el vaciamiento 
del territorio. Posteriormente puede surtirse una segunda etapa: el copamiento 
de territorio. Después de haber expulsado a la población rural inicial, en algunos 
eventos el propio perpetrador inicia una campaña de repoblamiento cuyo propósi-
to es construir una red social “amiga” o al menos “afecta”, copando el territorio 
con nuevas familias cuyos vínculos estén mediados por la nueva relación. En esta 
lógica podrían caracterizarse algunas de las prácticas de despojo desarrolladas 
por los cuerpos de ejército irregular enfrentados en el confl icto armado, así: 

• Vaciamiento espacial

Entre la serranía del Perijá y el Valle del río Magdalena hacia el norte, a partir de la 
segunda mitad de la década del noventa sucedió este fenómeno. En algunas zo-
nas el proceso estuvo mediado por la apropiación de predios, pero en la práctica 
se dio el vaciamiento poblacional de un corredor político y militar de las guerrillas 
de las FARC y el ELN, ejecutado por grupos paramilitares a través de la violencia. 
No es fácil establecer si existió apropiación o no de tierras, pero desde la óptica 
militar se cortó el corredor construido entre la serranía de San Lucas en el Sur de 
Bolívar y la cordillera del Perijá. De la misma manera se actuó en algunas zonas 
entre Cundinamarca y el norte del Tolima, próximo al eje cafetero. En este caso 
se asocia el despoblamiento de una región con la preservación de la estabilidad 
de la zona del Eje cafetero; dinámicas en procesos de acumulación de capital y 
recomposición productiva en torno a la agroindustria y los servicios turísticos, 
educativos, de conectividad y transporte. La inestabilidad se representa en la ac-
ción militar (secuestro, combates, retenes, paros armados, etc.) adelantada por 
grupos guerrilleros del ELN, las FARC y el ERP. Estos orientaban acciones hacia 
los departamentos del Eje desde el Norte del Tolima, refugiándose posteriormen-
te en el Parque Natural de los Nevados. 

En muchas regiones del país, particularmente en el sur y el norte del Tolima, norte 
del Valle y eje cafetero, Cundinamarca y Antioquia, durante la violencia de los 
años cincuentas y sesentas, al igual que en la actualidad (Masacre del Aro, Antio-
quia 1997) se recurrió al incendio de la infraestructura de las haciendas así como 
de las fi ncas para obligar el desalojo y la expulsión de población. Igualmente se 
ordenó el robo de semovientes y herramientas y se efectuaron amenazas a los 
propietarios, quienes dejaron en manos de sus “mayordomos” el manejo de sus 
propiedades. 

• Adquisición de predios con fi nes militares 

La penetración en una “zona enemiga” por parte de los paramilitares se ha desa-
rrollado de diversas maneras. En el Sur de Bolívar por ejemplo, zona de control 
guerrillero hasta hace unos años, se generó una estrategia que implicó inicial-
mente la compra de algunos predios urbanos y rurales con el fi n de asentar fa-
milias cuya labor estaba asociada a actividades de inteligencia militar. La compra 

47 Corregimiento de Convenio, jurisdicción del Líbano, sitio al que llegarían los paramilitares posteriormente.
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podría ser adelantada por gentes de la región o “venideras”, e incluso por parte 
de militares retirados, como sucedió en el norte del Tolima47. Se adquirían pre-
dios que potencialmente colindaran, de tal suerte que se iba construyendo un 
corredor para el paso de tropas, sin mayor riesgo militar. Luego de consolidadas 
labores de inteligencia y aseguramiento militar, se procedía a la identifi cación de 
los objetivos militares que debían atacarse (tanto guerrilla como población civil). 
Posterior al hecho, los perpetradores se retiraban por los predios adquiridos pre-
viamente. Al penetrar en la región a partir de acciones militares se promueve el 
asentamiento de población afi n, ubicada en las propiedades desalojadas. 

De manera simultánea se va expulsando la población “base de la guerrilla” mien-
tras se controla el territorio, el mercado y los circuitos de comercio. En este con-
texto viene el proceso de re-poblamiento en el que los paramilitares entregan los 
predios abandonados a familias defi nidas por ellos mismos. En este tipo de ac-
ciones se combina la estrategia de mercado con la de predio a predio. En el caso 
del Sur de Bolívar, las acciones de despojo perpetradas por grupos paramilitares 
están documentadas en algunos trabajos académicos y denuncias recientes48 
de pobladores de la zona. Allí se establecieron relaciones entre las acciones de 
los paramilitares, el control militar del Estado y los intereses explícitos de empre-
sas multinacionales mineras en la “mina de oro a cielo abierto más grande del 
mundo”. Situación similar acontece en el sur del departamento del Tolima con la 
exploración de oro en el municipio de Cajamarca. 

En otras zonas del país, donde el control político y militar es fuerte e impide el 
acceso de fuerzas militares -insurgente o contra insurgentes- se desarrollan ma-
niobras militares focalizadas que implican por una parte, el desarrollo de acciones 
militares que en términos coloquiales se asemejan a la picadura de una abeja: “se 
golpea y se sale del territorio” tantas veces como se pueda, afectando principal-
mente población civil. 

En este caso, tal vez la intención inicial no es la expropiación de la propiedad ni 
del territorio, sino más bien la de afectar la dinámica política y militar de la insur-
gencia, lo que genera en el mediano plazo la expulsión de la población y potencia 
el control futuro del territorio y de las propiedades.

• Masacres y expulsión de población. Repoblamiento 

En este caso se genera una acción de guerra contra la población civil, que no 
sólo apunta a “escarmentar públicamente a la gente” sino a erosionar la relación 

48 Entre los trabajos académicos se pueden consultar los siguientes. Sistemas de Guerra: la economía política 
del confl icto en Colombia. IEPRI – Planeta 2003. Economía y confl icto en el cono sur del departamento de Bo-
lívar. Joaquín Viloria de la Hoz. Centro de Estudios Regionales Banco de la República. Documentos de trabajo 
sobre economía regional Nº 110. Cartagena, febrero de 2009. Otro documento elaborado por el Instituto de 
Estudios Regionales de la Universidad de Antioquia INER y Xijma Ltda. Indagó sobre la organización y la insti-
tucionalidad en la minería a pequeña escala y artesanal en Colombia, en el año 2004, haciendo estudios en el 
Sur de Bolívar. Igualmente se pueden consultar las denuncias consignadas en la página web de la Federación 
Agrominera del Sur de Bolívar.
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social y política construida entre la población y el territorio, como entre ésta y al-
guno de los cuerpos armados en confrontación. Sin embargo, no sólo se afectan 
estas dimensiones. En el caso del Urabá por ejemplo, la violencia se dirigió contra 
adultos mayores y jóvenes con el objetivo, a juicio de algunos campesinos, de 
“matar la memoria” en el caso de los viejos y “no dejar dolientes” en el caso de 
los niños y jóvenes. De esta manera, no sólo el hecho de violencia pareciera ser 
borrado de la memoria colectiva, sino también el vínculo con el territorio y por su 
puesto con la propiedad, en cuyo caso, se pudieran aplicar muchos de los meca-
nismos de acceso a la propiedad. De la misma manera y como se ha mencionado 
antes, la violencia sexual, particularmente contra las mujeres y las prácticas de 
mutilación y de extirpación del feto a las embarazadas, tienen una fuerte conno-
tación de causar humillación e inclusive de exterminio de las “semillas del enemi-
go”49. Luego del hecho la población es expulsada de la zona y de la región, o de 
lo contrario la opción que le queda es someterse a las nuevas reglas de juego.

• Cercamiento Militar, Hostigamiento y Confi namiento 

En el caso de la comunidad de Paz de San José de Apartadó en la que se ha 
logrado a pesar de la violencia, conservar una relación con el territorio y la propie-
dad por parte de la comunidad, los grupos paramilitares particularmente, al igual 
que la insurgencia en algunos casos, han cercado el “territorio de paz” con el 
ánimo de doblegar a la comunidad y sujetarla a su voluntad. El asesinato de líde-
res y liderezas, el cercamiento militar y el bloqueo alimentario, tienen un impacto 
en las mujeres, puesto que socialmente se les responsabiliza de la seguridad 
alimentaria a nivel familiar y comunitario, y el bloqueo les difi culta continuar con 
esta labor: además de que se rompen las redes sociales construidas. 

• Protección de zonas de retaguardia y corredores de movilidad guerrillera 
y paramilitar

En estos casos, por ejemplo, varias hipótesis apuntan en el caso de acciones de 
la guerrilla, no al despojo de propiedades, como si a la construcción de corre-
dores transitorios, bien para el desplazamiento de tropas o de insumos para la 
guerra e incluso hasta el tráfi co de base de coca, empleada como moneda para 
la adquisición de armas. Esto sucede a partir del desarrollo de tomas guerrilleras, 
que buscan en el corto plazo “sacar” la fuerza pública del territorio, propiciando 
el desplazamiento de población. Igual situación se genera en las zonas denomi-
nadas de retaguardia, a las que la población civil no puede acceder y que ubican 
por lo general, al interior de las zonas de frontera agrícola.

49 Estas prácticas han sido analizadas para la época de la violencia bipartidista de los años cincuenta y sesenta 
(Ver Meertens 2006) pero también se registraron en algunas investigaciones del confl icto armado actual.
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1.2.   Aprovechamiento Económico1.2.   Aprovechamiento Económico

Adicional al aprovechamiento militar, el despojo ha tenido también una gran utili-
dad de carácter económico para distintas clases de actores y agentes sociales. 
Se asocian estos con la expansión, instalación y consolidación de procesos in-
dustriales y agroindustriales orientados por ejemplo a la industria alimentaria, 
los agrocombustibles, el procesamiento y transformación de materias primas, 
petroquímica, minera y energética. Con la diversifi cación del proceso productivo 
se encuentra el Ecoturismo o la industria del Turismo, el Biocomercio y otra serie 
de negocios relacionados con el patrimonio ambiental. Igual destino pueden tener 
predios asociados con el desarrollo de infraestructura comercial y de transpor-
tes50.

Por otra parte existen intereses estratégicos vinculados en el caso urbano a la 
consolidación de centros de comercio nacional e internacional, el mercado de 
bienes inmuebles o de fi nca raíz y la especulación erigida en torno a estos bienes. 
También se asocia a la consolidación de zonas francas que afectan no sólo espa-
cios urbanos, sino también rurales–regionales, a las dinámicas de urbanización y 
a los proyectos urbanísticos de gran escala, o el desarrollo progresivo de centros 
comerciales y grandes superfi cies, parques industriales, mineros, tecnológicos 
o turísticos, entre muchos otros. Algunos de estos aspectos se sintetizan en la 
expresión macro o megaproyectos, ligados bien sea a la industria, los servicios, 
la agroindustria, el transporte y las comunicaciones. Su realización demanda es-
pacios concretos y tangibles: predios urbanos o rurales. El acceso a dichos es-
pacios se garantiza mediante el empleo de algunos, o de todos los mecanismos 
expuestos anteriormente, incluido el recurso de la violencia. 

Todos los elementos enunciados trascienden la dimensión predial para ubicarse 
en un plano conceptual mucho más amplio, constituido por lugares y relaciones 
de contigüidad que recreadas a través de la historia por la dinámica social, dan 
contenido material y simbólico a lo que se denomina territorio. Varios casos en 
distintos lugares del país son relacionados con estas dinámicas: 

• Coca: control económico y militar del territorio

En la sub región del Catatumbo, luego de aplicar parte de la estrategia descrita 
anteriormente, los paramilitares pusieron en operación un proceso de ocupación 
del territorio a partir de los predios (fi ncas) ordenada a través del cultivo de la 
coca. De manera similar tal vez, al control ejercido por las FARC en diversas 
regiones del país, principalmente hacia el sur, los paramilitares “despejaron el 
territorio de colonos” y de fuerzas guerrilleras e impulsaron el cultivo de coca. 
Simultáneamente, se apoderaban de los predios ordenando el mercado local y 
regional, estableciendo centros de procesamiento y comercialización, así como 
parámetros de tributación según gramaje. Así se obtiene un control político, eco-

50 Al respecto ver entre otros: Masiva compra de tierras a víctimas en los montes de María y el Catatumbo. En 
El Tiempo, lunes 30 de marzo de 2009.
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El Despojo de Territorios según fi nes y efectos alcanzados. 

Gráfi ca Nº 1

nómico y militar del territorio como de la población. A juicio de comunidades 
campesinas, muchos de los cultivos de coca corren paralelos al oleoducto Caño 
Limón - Coveñas, controlando de esta manera la acción militar de la guerrilla 
sobre el “tubo”. El control del territorio es promovido además a través de las 
fumigaciones y la militarización de la zona por parte de efectivos militares de las 
fuerzas del Estado, a través de la política antidrogas.

1.3.   Aprovechamiento político–electoral1.3.   Aprovechamiento político–electoral

Algunos estudios han demostrado cómo a través del poder militar y del poder eco-
nómico se va confi gurando un orden social local y regional, regido por las lógicas 
del actor hegemónico en determinado momento de la historia. Así, quien detenta el 
poder regula las dinámicas de la población en diversos ámbitos, sean estos socia-
les, políticos, económicos y culturales. De esa manera se defi nen pautas y patro-
nes de movilización, organización social, adscripción política y dinámica electoral. 
Ello contribuye a la captura de entidades estatales, a la regulación y dominación 
de la población, a la aniquilación o cooptación de las organizaciones sociales y en 
últimas a la reconfi guración de las relaciones de poder en lo local y lo regional. 





© Minga Indígena, Cauca, 2004.
Jesús Abad Colorado.
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En este capítulo se introduce el concepto de territorio a partir de las concepcio-
nes de las comunidades respectivas. Los académicos desde diferentes discipli-
nas sociales han venido realizando hace tiempo una discusión conceptual sobre 
los signifi cados y alcances de conceptos como los de espacio, territorio y región. 
Por supuesto cada uno de ellos difi ere para los geógrafos, los economistas, los 
sociólogos, los antropólogos, etcétera, sin que se haya logrado un acuerdo acer-
ca de una concepción universal de esos términos. Po tal razón se parte de los 
conceptos de las mismas comunidades para no confundir al lector con un sinnú-
mero de conceptos y defi niciones académicas. 

Cuando se hace referencia a la población rural colombiana, pocas veces se evi-
dencia la diversidad social y cultural que la compone. De manera general puede 
afi rmarse que el mundo rural está habitado por población campesina, afrocolom-
biana, comunidades rom y pueblos indígenas. Desde esta perspectiva la multicul-
turalidad es un elemento constitutivo de la sociedad nacional. 

Según el censo nacional de población elaborado por el Departamento Nacional 
de Estadística –DANE– en el año 2005, la pertenencia étnica se distribuyó así: el 
3.04% del total de habitantes se declararon Indígenas; es decir 1.392.623 per-
sonas; el 10.6% afrocolombianos, o sea, 4.311.757 personas; gitanos o rom se 
autoreconocieron 4.858 personas, el 0,01% del total de la población nacional. En 
total, el 14,06% de la población nacional reconoce la pertenencia a algún grupo 
étnico: indígena, afrocolombiano o rom. En el caso del campesinado no existe in-
dagación alguna que permita calcular el total de población autodefi nida como tal. 

A lo largo de la historia nacional, cada una de estas comunidades y pueblos ha 
potenciado en medio de confl ictos socio políticos

1.  Concepción de territorio 1.  Concepción de territorio 
en comunidades negras, en comunidades negras, 
indígenas y campesinasindígenas y campesinas
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 “[…] formas de ocupación y poblamiento, modos de apropiación a través de formas 

de trabajo, autoridad y pensamiento, divisiones internas, fronteras y sitios históricos 
(y de otra índole) […] modalidades de recorrer [el espacio], creencias y concep-
ciones asociadas [a sus prácticas socio culturales]. Todo ello constituye ese vasto 
conglomerado de relaciones sociales que hacen de un espacio sobre la tierra, el te-
rritorio de una sociedad en un momento de su historia, siendo uno de los elementos 
básicos de su identidad frente a las demás” (Vasco, 2002:202). 

Muchas de las formas y contenidos que han permitido la confi guración de territo-
rios diversos, encierran concepciones y ordenamientos jurídico políticos que en 
la normatividad nacional, han reconocido la relación entre comunidad y espacio 
terri torial, dando cuenta de territorialidades diversas al interior de la sociedad 
nacional colombiana. Igualmente, las organizaciones sociales representantes y 
voceras de las comunidades rurales como de los pueblos indígenas, han mani-
festado en diversos escenarios la importancia del territorio en sus vidas, tras-
cendiendo la apreciación histórica en la que la tierra era exclusivamente lo fun-
damental. 

Una aproximación particular a cada una de las concepciones de las comunidades 
rurales sobre el territorio, permitirá entender mejor la importancia de este con-
cepto en la actualidad y el impacto de los procesos de despojo y abandono de 
Territorios. 

•     Territorio y Pueblos Indígenas•     Territorio y Pueblos Indígenas

Según el censo general de población efectuado en el año 2005, en Colombia re-
siden 87 pueblos indígenas identifi cados plenamente. A parte del idioma español, 
en el país se hablan 64 lenguas indígenas agrupadas en 13 familias lingüísticas. 
La mayoría de la población indígena se ubica en la zona rural del país, en res-
guardos legalmente constituidos, en parcialidades y territorios no reconocidos 
legalmente. 

Desde la perspectiva indígena, el Territorio puede ser defi nido entre otros aspec-
tos, desde dos ámbitos, el socio–cultural y el jurídico–político. Desde la primera 
perspectiva, el territorio para los pueblos indígenas se concibe como un espacio 
vital, sin el cual la comunidad (y por ende los individuos) no puede existir. Para los 
pueblos indígenas el territorio es VIDA y les fue otorgado desde el origen. Por lo 
tanto, tradición, historia, comunidad y territorio son uno solo. Un indígena defi ne 
su territorio en la Sierra Nevada de Santa Marta de la siguiente manera: 

 “La tierra, la que nos fue dada desde el origen, es la que sustenta nuestra convi-
vencia, nuestra razón de ser como indígenas nativos de la Sierra, en ese territorio 
están las normas que como portadores de una cultura determinada debemos cum-
plir. […] El territorio es donde están escritas las Leyes y la Historia sin las cuales 
no seríamos pueblos con culturas diferentes […] El territorio tiene sentido en la 
medida que está ligado a la cultura de los pueblos que por tradición lo habitan y lo 
han poseído. El territorio son las leyes y los símbolos que determinan e identifi can 
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a nuestra cultura. El territorio, además de lo cultural, ha de estar sustentado en 
las actividades propias de la vida cotidiana, que son las que permiten reproducir la 
cultura y todos los componentes que la constituyen. En esa medida, el concepto de 
dueños ancestrales del territorio se basa en el conocimiento que se tiene sobre 
todo lo que habita el territorio, es decir, la naturaleza. No solo el conocimiento, sino 
los procedimientos que para el uso de la naturaleza se tienen. Estos procedimientos 
y conocimientos no están desligados ni podemos mirarlos desconectados de la vida 
misma de los pueblos indígenas”51.

De tal manera que la territorialidad de los pueblos indígenas se relaciona con 
elementos culturales. Es importante señalar que la trasmisión y preservación de 
tales elementos ha sido una función atribuida a las mujeres (las “guardianes de 
la cultura”). Si bien existe un reconocimiento a este papel, en la práctica ha ten-
dido a ponerlas en situaciones de subordinación – lo que a su vez las ubica de 
manera ambigua frente a la apropiación del territorio –.Se resalta la desigualdad 
de condiciones para acceder a los benefi cios de la tierra y de ocupar espacios de 
decisión dentro de las organizaciones de concertación tradicionales, para posi-
cionar como tema prioritario junto a las defensa de sus derechos, la participación 
junto con los hombres en la defensa del territorio y la consecución tierras aptas 
para la producción agrícola52. 

Desde la perspectiva jurídico política, el resguardo es una propiedad privada co-
lectiva, defi nida por la Constitución Política como entidad territorial que goza de 
autonomía para la gestión de sus intereses dentro de los límites de la Constitu-
ción Política y la Ley.53 Los territorios indígenas fueron defi nidos en el decreto 
2164 de 1995 como aquellas

 “[…] áreas poseídas en forma regular y permanente por una comunidad, parciali-
dad54 o grupo indígena y aquellas que, aunque no se encuentren poseídas en esa 
forma, constituyen el ámbito tradicional de sus actividades sociales, económicas y 
culturales”.

En virtud de su autonomía, las Entidades Territoriales Indígenas como cualquier 
otra entidad territorial pueden gobernarse por autoridades propias, ejercer com-
petencias asignadas por la ley, administrar recursos y participar de las rentas 
nacionales a través del Sistema General de Participaciones. La institución del 
Resguardo es de origen colonial y republicano. Al interior del Resguardo la tierra 

51 Villafaña Danilo. 2005. Ordenamiento Territorial Ancestral. Lineamientos interculturales sobre el ordenamiento 
del territorio en la Sierra Nevada de Santa Marta. Ponencia; Santa Marta, abril. Consultado en: http://www.
uninorte.edu.co/extensiones/IDS/ponencias/PONENCIAS20AGOSTO2011/ordenamiento20territorial20in-
digena.pdf, febrero de 2009.

52 Cfr. Meertens, Donny, 2006, pp. 77 - 86.
53 Artículo 287 de la Constitución Política de Colombia 1991.
54 En el Decreto 2164 de 1995, la parcialidad o comunidad indígena fue defi nida como “ […] el grupo o conjunto 

de familias de ascendencia amerindia, que tienen conciencia de identidad y comparten valores, rasgos, usos 
o costumbres de su cultura, así como formas de gobierno, gestión, control social o sistemas normativos pro-
pios que la distinguen de otras comunidades, tengan o no títulos de propiedad, o que no puedan acreditarlos 
legalmente, o que sus resguardos fueron disueltos, divididos o declarados vacantes.”
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se asigna en usufructo a los habitantes indígenas; la enajenación o venta de la 
propiedad está limitada a los miembros de la comunidad; la propiedad es impres-
criptible e inembargable; los propietarios del predio (el cabildo o autoridad tradi-
cional) no pagan impuesto predial. El territorio del resguardo es gobernado por 
la autoridad tradicional indígena, conformada en torno a un Cabildo. El decreto 
anteriormente citado, defi ne la autoridad como los 

 “[…] miembros de una comunidad indígena que ejercen, dentro de la estructura pro-
pia de la respectiva cultura, un poder de organización, gobierno, gestión o control 
social” (Presidencia: 1995).

En la actualidad existen 710 resguardos titulados ubicados en 27 departamentos 
y 228 municipios del país, que ocupan una extensión aproximada de 34 millones 
de hectáreas, cerca del 29,8% del territorio nacional. Empero, la extensión de la 
tierra no deriva en una relación directamente proporcional a los atributos agrolo-
gicos de los suelos, ni a la vocación productiva de los mismos. Un alto porcentaje 
de los territorios indígenas se encuentra en zonas de ecosistemas frágiles, como 
en tierras improductivas. 

Los pueblos indígenas, al igual que los afrocolombianos, y en menor medida el 
campesinado, cuentan con características identitarias que van más allá de una 
elemental relación con la tierra. Ellos manifi estan una fuerte vinculación con las 
nociones de territorio y territorialidad. El concepto de territorialidad, introducido 
a partir del Quinto Congreso Nacional Indígena, agrupa y reivindicar elementos 
como “Unidad, Tierra, Cultura y Autonomía”, los cuales hasta ese momento eran 
de uso exclusivo para la constitución y la defi nición de la identidad del grupo. 
Desde esta perspectiva, la territorialidad se traduce en la práctica de la identidad 
espacial. La “noción de territorio se vincula con la historia, la cultura y el gobierno 
propio” (Díaz, 2002:107). 

El territorio es defi nido como base y fundamento para la existencia tanto de los 
pueblos indígenas como de cualquier otra sociedad. La tierra concebida como 
madre y gestora de una cultura propia, es expresión del pensamiento telúrico del 
indígena. En ella se plantea una cosmovisión de enlace vital entre la tierra y el 
hombre, entre la tierra y la comunidad. 

 “La mayor parte de tales sociedades piensa su relación con la tierra como un lazo 
vital del cual depende su propia existencia. Si esta relación ancestral se rompe, la 
sociedad está condenada a desaparecer. Incluso, es posible que tal ruptura implique 
aun el trastrocamiento del mundo, su destrucción. Precisando, afi rmamos que el 
indígena lucha por SU tierra, aquella que basa y fundamenta su comunidad, tanto en 
su pasado y presente como en su existencia futura. Dirige sus fuerzas a la defensa 
de un territorio que es mucho más que un medio de producción, y cuyo papel para 
la vida [...] rebasa con mucho las fronteras de lo económico [...] También en las so-
ciedades indígenas el territorio es algo que va más allá del espacio geográfi co que 
ocupan, abarcando el conjunto de muy diversas relaciones mediante las cuales se 
apropian, utilizan y piensan dicho espacio, socializándolo” (Vasco, 2002:201).
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En el caso de los pueblos Indígenas, cuando se habla de territorio: 

 “No se trata sólo de tener acceso a una porción de terreno para trabajar y producir, 
[...] sino de poder establecer con ese espacio las relaciones que lo confi guran como 
territorio de una sociedad particular, permitiendo, al mismo tiempo, la continuidad de 
su existencia como sociedad específi ca. Esto nos conduce a otro aspecto, quizá el 
más característico, de la relación entre las sociedades indias y su espacio: la mane-
ra como éste se concibe, se piensa” (Vasco, 2002).

•     Territorio y comunidades Afrocolombianas •     Territorio y comunidades Afrocolombianas 

En Colombia la población que se identifi ca como afrodescendiente reside princi-
palmente en los departamentos de Chocó, San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, Valle, Bolívar y Cauca. La población afrocolombiana está constituida 
en cuatro grandes grupos. El primero se ubica en el Pacífi co colombiano y ha-
bita tradicionalmente “la región occidental costera de bosques húmedos ecua-
toriales, cuencas hidrográfi cas, esteros, manglares y litorales”. Allí desarrollan 
todas las prácticas tradicionales propias de su cultura (música, celebraciones 
religiosas, comida y organización social). Hasta el 2006, en esta región se 
habían  titulado 132 Territorios Colectivos de Comunidades Negras con una 
extensión de 4.717.269 hectáreas, equivalentes al 4,13% de las tierras del 
país. 

El segundo grupo corresponde a las comunidades raizales del archipiélago de 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina, de raíces culturales afro–anglo–an-
tillanas, cuyos integrantes mantienen una fuerte identidad caribeña, con rasgos 
socioculturales y lingüísticos claramente diferenciados del resto de la población 
afrocolombiana. Utilizan el bandé como lengua propia, y como religión originaria 
la protestante. El tercero grupo es la comunidad de San Basilio de Palenque 
en el municipio de Mahates (Bolívar). Este pueblo alcanzó su libertad en 1663, 
constituyéndose en el primer pueblo libre de América. Allí se habla otra lengua 
criolla afrocolombiana: el palenquero. Y una cuarta agrupación corresponde a 
la población residente en las cabeceras municipales y grandes ciudades (Dane, 
2006:19-20).

 “Al liberarse de la esclavitud y lograr establecer sus asentamientos, estas comu-
nidades comenzaron a aplicar, adaptar y desarrollar elementos culturales africanos 
a sus nuevas condiciones de vida. En este esfuerzo dieron vida a confi guraciones 
sociales regionales, con vínculos familiares, económicos y políticos, sobre la base 
de una transformación del medio natural” (Fajardo: 2002; 106).

 
De manera similar a los pueblos indígenas, el Territorio para las comunidades 
afrocolombianas puede ser defi nido desde dos ámbitos diferenciados pero com-
plementarios: el socio–cultural, y el jurídico–político. Desde la perspectiva socio–
cultural, las comunidades afro conciben el territorio estrechamente vinculado con 
sus formas de organización social y el aprovechamiento del entorno. Elementos 
como la Organización y el Territorio serán, entre otros, dos elementos a resal-
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tar como los bastiones de su cultura que les permite garantizar su existencia y 
 permanencia como comunidad. 

Los afrocolombianos han concebido la Organización como la “posibilidad y la 
condición para alcanzar orden y autonomía” y el Territorio como el espacio donde 
este pueblo se despliega, se desarrolla y ejerce su papel de actor social. Este te-
rritorio está constituido por los elementos físicos característicos del paisaje de la 
Región Pacífi ca (ríos, montes, esteros, fi ncas); por elementos inmateriales como 
el “conocimiento y las costumbres” para cuidar y utilizar cada espacio, cada ele-
mento que lo componente; por las formas de organización social para la produc-
ción de los recursos presentes en la zona (pesca, minería, caza, agricultura). 

 El Territorio también es cada una de las maneras como nos relacionamos entre no-
sotros y con los de afuera. El territorio es una herencia que hemos recibido de nues-
tros ancestros y mayores la cual debemos y tenemos que garantizar para nuestros 
renacientes”55.

La reafi rmación identitaria como grupo étnico afrodescendiente está basada en 
una lógica cultural y cosmovisión propia. Esta identidad consta de dos unidades, 
la ambiental y la cultural; en ellos se mezclan elementos constitutivos como el 
territorio, los recursos naturales y su conocimiento. “Desde esa perspectiva afi r-
man la siguiente ecuación: TERRITORIO + CULTURA = BIODIVERSIDAD”. Bajo 
los parámetros de esta ecuación se adecuan los procesos organizativos para 
desarrollar las reivindicaciones que les atañe como actores colectivos frente a 
derechos sociales, culturales, económicos, políticos y territoriales. Este accionar, 
sin importar la escala en que se manifi este (local-global, micro-macro), “va de la 
mano con las dinámicas de poblamiento, ocupación y relación con el entorno y en 
general con el espacio y el territorio”56.

Para los afrodescendientes el territorio trasciende el carácter normativo de re-
posar sobre la consolidación de un lugar de residencia o un lugar de producción. 
El territorio comprende la asimilación social de los recursos que en él existen y 
la construcción socio cultural que se realiza en torno a sus componentes. Esta 
construcción permite el desarrollo de los afrodescendientes tanto al nivel de los 
individuos como de colectivos, asegurando la continuidad en el tiempo del proce-
so de territorialización. 

 “Para nosotros el territorio comprende mucho más que el sitio donde construimos 
la vivienda y donde tenemos los cultivos. El territorio abarca el río, las ciénagas, 
los bosques y en general todos los recursos, pues es allí donde desarrollamos 
nuestra vida. El río es, para la comunidad negra, un sitio de convivencia, de labores 
domésticas, de esparcimiento y es la vía de comunicación que mantiene atados los 
lazos de parentela extensa y que fortalece los intercambios entre las comunidades” 
(Cocomacia: 2003).

55 Proceso de Comunidades Negras, Palenque Regional El Congal. Citado en CNRR, Grupo de Memoria Histó-
rica, 2008. Página 95.

56 Ibídem.
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Para las comunidades afrocolombianas la pérdida del territorio implica la pérdida 
de la identidad cultural. Por este motivo se plantean estrategias para contrarres-
tar esta problemática y trabajan por la defensa de su territorio a través de la fi gura 
de Titulación Colectiva. Este no es un simple título de propiedad, pues para los 
afrocolombianos signifi ca: 

❍ “El reconocimiento al manejo integral del territorio que hacemos las comuni-
dades negras. 

❍ El reconocimiento a la ocupación ancestral de estos territorios. 
❍ El reconocimiento de las costumbres y tradiciones que han enriquecido la 

cultura de las comunidades y han aportado al desarrollo del país. 
❍ El reconocimiento de la propiedad que tenemos sobre los territorios, la bio-

diversidad, los recursos naturales y los recursos genéticos. 
❍ El reconocimiento de nuestro Conocimiento tradicional que es el legado de 

nuestros mayores. 
❍ El fundamento para el desarrollo que necesitamos las comunidades negras 

de acuerdo a nuestra cultura. 
❍ La base para tener un plan de etnodesarrollo para la región del Medio Atra-

to” (Cocomacia: 2003). 

Sin embargo, como anotan algunos líderes afrocolombianos, la consecución del 
título de propiedad colectiva para el caso de los territorios de comunidades ne-
gras del pacífi co colombiano no garantiza nada. Los atropellos contra la población 
y su cultura y las amenazas tanto a los recursos naturales como a los sistemas 
tradicionales de producción se han incrementado en los últimos años.

El concepto socio cultural de territorio elaborado a través de la historia por las 
comunidades negras, debe ser complementado con los conceptos sobre el terri-
torio de comunidades negras incorporados en el ordenamiento jurídico y político 
del Estado Colombiano. 

 Así como “el fuero indígena pudo plasmar sus avances en la Constitución de 1991, 
otras comunidades étnicas como las poblaciones negras y raizales, de bases afro-
americanas, sentaron los cimientos para el reconocimiento de su territorialidad, 
marco de su afi anzamiento político, económico y cultural” (Fajardo, 2002: 106).

En la reforma constitucional de 1991 se introdujeron de manera transitoria (Artí-
culo Transitorio 55) una serie de aspectos asociados con la territorialidad de las 
comunidades afrocolombianas, así como el reconocimiento de sus particulari-
dades etnoculturales. En desarrollo de esta concepción se expidió la Ley 70 de 
1993 que reconoce a las comunidades negras derechos de propiedad colectiva 
sobre los espacios habitados ancestralmente. Sin embargo, el reconocimiento 
de territorialidad desde la perspectiva jurídica sólo fue otorgado por el Estado a 
las comunidades asentadas en el Pacífi co colombiano, dejando por fuera a los 
raizales y a los afros asentados tanto en los valles interandinos como en la Costa 
Atlántica colombiana (Rincón, 2009). 
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El reconocimiento de los afrocolombianos como grupo étnico, con identidad cul-
tural propia, obligó al Estado a crear y ejecutar los mecanismos que promovieran 
la autonomía de los grupos, en relación a la “administración y aprovechamiento 
de los recursos naturales y de sus territorios”. En 1995 se expidió el Decreto 
1745, “Derecho de propiedad colectiva a comunidades negras”. 

En él se establecieron los procedimientos para efectuar la titulación de territo-
rios y se dio vía libre a la constitución de los Consejos Comunitarios para su 
administración. El primer aspecto implica la titulación de tierras colectivas, en un 
primer momento bajo la competencia del entonces Incora57, y posteriormente 
por la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia. El segundo 
aspecto reconoce en la fi gura de Consejo Comunitario a las organizaciones de 
las comunidades negras, constituidas como personas jurídicas. Los Consejos 
Comunitarios tienen como fi n ejercer la autoridad y la administración interna en 
los “Territorios de las Comunidades Negras” (Rincón, 2009).
 
Desde la perspectiva del Estado, la titulación de los Territorios de las Comuni-
dades Negras se propone como un mecanismo de conservación y protección 
ambiental.
 
 “Como una estrategia de etnodesarrollo, de fortalecimiento de la territorialidad Afro-

colombiana, reconocimiento y protección a la diversidad étnica del país. En estas 
unidades territoriales, la administración y manejo del territorio se promueve entre 
otros instrumentos a través de la construcción de planes de ordenamiento y manejo 
ambiental y la constitución de Consejos Comunitarios” (Rincón: 2009).

Los aspectos que defi nieron la propiedad en las comunidades están basados en 
la tradición y la herencia, en términos de contar con un lugar para el trabajo y el 
desenvolvimiento de la vida cotidiana y en virtud de las cuales la propiedad del 
territorio es ancestral. De tal manera que la posibilidad de que las mujeres afro-
colombianas accedan a la tierra depende del tronco familiar del que hacen parte, 
hecho que prevalece aún por encima de su situación matrimonial. Como lo señala 
Meertens (2006), teniendo en cuenta estas particularidades culturales sería [“…] 
de gran importancia conocer las prácticas reales que regulen el acceso efectivo 
de las mujeres afrocolombianas a la tierra” (Meertens, 2006:89).

57 El INCORA contó con la apertura de la División de Atención a Comunidades Indígenas y Negras, adscrita a la 
subgerencia del instituto.
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•     Territorio y comunidades campesinas•     Territorio y comunidades campesinas

Pocos autores han hecho referencia a la construcción conceptual del territorio 
desde la perspectiva del campesinado. En los últimos años a raíz de fenómeno 
del desplazamiento forzado, de los procesos de transformación cualitativa del 
modelo de desarrollo capitalista en las zonas rurales, y de la persistencia del con-
fl icto armado interno, las organizaciones sociales del sector rural, y de manera 
particular las organizaciones campesinas, han manifestado de forma insistente 
que el problema contemporáneo del campesinado no solo se debe a las expec-
tativas frustradas de Reforma Agraria, sino a las dinámicas de ordenamiento del 
territorio en las zonas rurales del país. En el año 2003, organizaciones campesi-
nas, afrocolombianas e indígenas reunidas en la ciudad de Bogotá, promulgaron 
el Mandato Agrario. En esta plataforma política se hace referencia al reconoci-
miento del derecho al territorio y la territorialidad de las comunidades campesinas 
como de la población rural en general. Se dice en el texto citado que: 

 “El derecho a la tierra y al territorio es parte fundamental de la vida y la cultura de 
los pueblos y las comunidades rurales. Se garantizará este derecho a las comuni-
dades afrocolombianas e indígenas y a los campesinos que han carecido de tierra 
o la tienen en cantidad insufi ciente, así como a quienes la han perdido o a quienes 

Mapa de Resguardos Indígenas 
y Territorios Colectivos de Comunidades Negras (TCCN)

Fuente: SIG – OT – IGAC, 2009, www.igac.gov.co
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teniéndola estén amenazados de perderla como consecuencia de la violencia, el 
latifundio o la quiebra de los productores” (Mandato Agrario: 2003). 

Para el conjunto de las comunidades rurales la tierra es algo más que un simple 
factor de producción. Para las comunidades campesinas del sur del país, organi-
zadas en torno al Comité de Integración del Macizo Colombiano CIMA: el territo-
rio se constituye en fuente de Vida.

 “Visto desde una dimensión regional, [el Territorio] es el espacio en el que se cons-
truyen condiciones de permanencia para vivir dignamente en una relación con la 
naturaleza que prolongue la existencia de la comunidad” (CIMA, sf).

El territorio concebido como el espacio en el que se reproduce la vida, contempla 
el espacio rural como la esencia de la comunidad, de la tradición campesina y de 
su pensamiento. Este posee un doble signifi cado:

 “Por un lado la Tierra que se asocia al trabajo material y la producción de alimento y 
por otro el que se relaciona con la IDENTIDAD y la TRADICIÓN, es decir sobre su 
esencia Campesina y la relación que desde allí se construye con otras dimensiones 
de la realidad nacional […] a partir del trabajo, de la cultura, de la política y obviamen-
te del aporte a la preservación del patrimonio ambiental”58. 

En el caso del campesinado, la perspectiva jurídico-política se manifi esta en los 
años noventa con la propuesta de creación de la Zona de Reserva Campesina 
(ZRC). Esta propuesta no contaba con normativas constitucionales particulares 
que lo favorecieran, pero estaba pensada como un instrumento para la conserva-
ción ambiental y de la comunidad campesina. La Zona de Reserva Campesina se 
propuso como una fi gura que más allá de asignar tierras, constituyera una forma 
organizativa para la defensa del territorio. Es decir, un espacio de protección e 
impulso a la economía campesina. Una fi gura que le permitiera al campesinado 
superar los problemas que afronta el sector, relacionados con la ampliación de 
la frontera agrícola, el deterioro ambiental de ecosistemas, la concentración de 
la tierra, la expulsión y desplazamiento por la presión del latifundio y el narco la-
tifundio59, el desestimulo estatal a la producción campesina y el confl icto armado 
interno (Rincón: 2009). 

 “La Ley 160 de 1994 en su capítulo XII referido a las colonizaciones, dio cabida a 
las ‘Zonas de Reserva Campesina’, una fi gura construida a partir de experiencias 
y demandas de comunidades de colonos de distintas partes del país, a través de 
las cuales han buscado su estabilización frente a los procesos de expulsiones ge-
neralmente violentas que han caracterizado la conformación de la estructura de la 
propiedad rural en Colombia” (Fajardo, 2002: 107).

58 Defi nición tomada de documentos producidos por el Comité de Integración del Macizo Colombiano CIMA. Sin 
fecha editorial.

59 En la década de 1990, en algunas regiones del país se comienza a hacer evidente la presión ejercida por el 
narco latifundio, a través de desplazamientos, de compras y usurpación de tierras.
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A juicio de Darío Fajardo, las ZRC tienen como antecedente una propuesta del 
mismo nombre, acordada en la región de la Duda (Meta), en el marco de aplica-
ción de la Ley 30 de 1988. En ese entonces obedecía a los “diversos modos de 
organización de los campesinos en su lucha por la tierra, lo mismo que los meca-
nismos para defenderla, conservarla y trabajarla” (Fajardo: 2002). 

Tomando como base el ejemplo de las organizaciones de la comunidad rural cam-
pesina, las ZRC servirían de instrumento para preservar la comunidad rural y 
proteger el medio ambiente. Con estas Zonas, “el campesinado se comprometía 
a defender los recursos naturales a cambio de la permanencia en sus territorios 
con el apoyo del Estado” (Rincón: 2009).
 
La solicitud de conformación de una ZRC podía hacerse desde diferentes  fuentes. 
Desde la comunidad, por medio de organizaciones sociales, de representantes 
de colonos y/o de campesinos de una región, que manifestaran un interés espe-
cífi co. O desde las entidades ofi ciales, las cuales debían hacer parte del Sistema 
Nacional de la Reforma Agraria y del Sistema Nacional Ambiental; de los Gober-
nadores y Alcaldes; de los Comités Departamentales de Desarrollo Rural y de 
Reforma Agraria y de los Consejos Municipales de Desarrollo Rural Campesino. 

Desde la perspectiva del Estado, las ZRC se concebían como una estrategia pro-
ductiva y ambiental, que tenían como propósito estabilizar la frontera agrícola y la 
preservación de los ecosistemas frágiles. La Ley 160 de 1994, estableció que el 
área geográfi ca de estas Zonas las defi nía la Junta Directiva del Incora. Las ca-
racterísticas que se tenían en cuenta al momento de su defi nición contemplaban 
los aspectos agroecológicos y socioeconómicos regionales; y la capacidad del 
Estado de tener en cuenta
 
 “ […] la efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de los campe-

sinos, incorporando una propuesta de origen campesino, en la cual se establece un 
conjunto de actividades encaminadas a la estabilización y el desarrollo empresarial 
de las economías campesinas en las áreas de colonización” (Incora, 2001: 197).

Con la expedición del Decreto 1777 de 1996 se formalizó el establecimiento 
de esas ZRC en “zonas de colonización, en las regiones en donde predomine 
la existencia de tierras baldías y en las áreas geográfi cas cuyas características 
y socioeconómicas requieran la regulación, limitación y ordenamiento de la pro-
piedad o tenencia de predios rurales”. Con esta reglamentación se les concedió 
condiciones preferenciales en cuanto al otorgamiento de subsidios, incentivos y 
estímulos para estabilizar la economía campesina. 

A través del acuerdo 024 de 1996 el Incora fi jó los procedimiento para la cons-
titución y delimitación de las ZRC. Así entre 1996 y 1997 se constituyeron las 
primeras Zonas de Reserva, en un contexto de marchas campesinas en el Ama-
zonas, Orinoco y Magdalena Medio en el marco de las fumigaciones áreas contra 
cultivos de uso ilícito y la agudización del confl icto armado. Se constituyeron 
ZRC en El Pato Balsillas60 (San Vicente del Caguán); Guaviare61 (Guaviare); Sur 
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de Bolívar62 (Bolívar) y posteriormente se impulsó la constitución de la ZRC del 
Valle del Rio Cimitarra. En el año 2000 fueron constituidas las ZRC Bajo Cuembí 
y Comandante, en el municipio de Puerto Asís63 (Putumayo) y la ZRC de Cabrera 
en Cundinamarca64. 

Luego de la constitución de las primeras zonas y con el objetivo de construir una 
metodología replicable que permitiera su ampliación en Colombia, el gobierno 
Colombiano con apoyo del Banco Mundial, formuló y desarrolló el proyecto piloto 
de evaluación y sistematización de las experiencias de ZRC en el país. La conclu-
sión de esta evaluación arrojó un balance positivo. 

 Sobre la base del respeto mutuo, la participación activa y decida de todos los inte-
resados y el cumplimiento de los acuerdos y compromisos adquiridos las reservas 
campesinas no sólo cumplen los objetivos planteados en la legislación vigente sino 
que se convierten en espacios valiosos para la implementación de políticas de de-
sarrollo rural sostenible en el país con miras a mejorar las condiciones de vida del 
campesinado en el país” (Incoder: 2003).

Sin embargo, a pesar de la importancia que esta fi gura puede revestir para el país 
y las comunidades campesinas, el Estatuto de Desarrollo Rural o Ley 1152 de 
2007 pretendió cambiar su concepción inicial, limitándo las ZRC a las zonas más 
marginadas de la frontera agrícola. En concepto de la Procuraduría General de la 
Nación, el Estatuto de Desarrollo Rural: 

 “[…] deja las ZRC reducidas a áreas de periferia, cada vez más alejadas de los mer-
cados y con menos posibilidades de articularse a la economía nacional y al desarro-
llo institucional. Es un entierro de tercera de las ZRC, concebidas en los noventa” 
(Procuraduría 2008). 

La Ley 1152 fue declarada inexequible por la Corte Constitucional con lo cual 
quedó vigente la fi gura establecida en la ley 160 de 1994. En la actualidad, la ma-
yoría de las ZRC fueron suspendidas sin mayor argumentación gubernamental. 
Sin embargo, este hecho no implica que la fi gura no constituya una herramienta 
importante para contribuir a la resolución de los problemas rurales del país.

 “Esta fi gura [ZRC] al tiempo que ha generado expectativas en sectores campesinos 
ha provocado también resistencias en los círculos interesados en el mantenimiento 
del statu quo en el campo. El desarrollo de la legislación y de otras acciones al res-
pecto ha sido limitado, pero se cuenta sin embargo, con una experiencia de alguna 
relevancia […] (Fajardo: 2002; 107).

 
60 Constituida por 36 veredas, mediante resolución Nº 055 de diciembre 18 de 1997, con una extensión aproxi-

mada de 88.401 hectáreas y una población de 7.500 campesinos.
61 Constituida mediante resolución Nº 054 de diciembre 18 de 1997; extensión aproximada de 460 hectáreas y 

una población de 38.600 habitantes.
62 Conformada en 1997 bajo resolución Nº 054 del 22 de junio de 1999, con un área aproximada de 29.110 

hectáreas y una población de 3.300 habitantes, cobijando los municipios de Arenal y Morales.
63 Conformada mediante resolución Nº 069 del 18 de 2000. Tenía una extensión de 22.000 hectáreas y una 

población estimada de 4.700 habitantes.
64 La ZRC de Cabrera tenía una extensión de 43.000 hectáreas y una población estimada de 9.300 habitantes.
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•     Territorio y Despojo en el caso de las comunidades campesinas, •     Territorio y Despojo en el caso de las comunidades campesinas, 
      afrodescendientes e indígenas      afrodescendientes e indígenas

En los territorios colectivos de comunidades negras y pueblos indígenas, como 
en las regiones de poblamiento campesino y en los territorios compartidos por 
unos y otros, se están desarrollando desde hace varios años actividades econó-
micas de alto impacto comercial bajo patrones agroindustriales de producción, 
minería a gran escala, exploración y explotación petrolera, ganadería extensiva; 
sin contar la producción, procesamiento y cultivo de coca, amapola y marihuana. 
Estos fenómenos, asociados al despojo de propiedades y la expulsión de pobla-
ción rural, han involucrando diversos actores y métodos de despojo.

Ejemplos de este fenómeno se pueden referir en los departamentos del Eje Cafe-
tero, Antioquia, Bolívar, Llanos Orientales, Costa Atlántica y Costa Pacífi ca. En el 
Eje Cafetero, de “acuerdo con un estudio de la Corporación Red Universidades 
del Eje Cafetero revelado en el 2004, Aguadas es el municipio en donde los nar-
cos han comprado más hectáreas de tierras. Le siguen Supía, Viterbo y La Do-
rada [...] La crisis cafetera de los 90 -que abarató la tierra- permitió la expansión 
territorial del narcotráfi co en esta zona, geográfi camente estratégica para grupos 
ilegales” (Restrepo: 2005). Esta región en los últimos años llegó a concentrar 
cerca del 20% de los cultivos de coca y amapola. 

En otras zonas del país como los departamentos de Antioquia, Bolívar y los Llanos 
Orientales, “aseguran algunos propietarios, los paramilitares llegan en helicóptero 
con un mensaje perentorio: Si no venden se mueren. En los Llanos la situación ha 
llegado al extremo que unas autodefensas luchan con otras por este motivo […]”65. 

 “En otras regiones, los grupos guerrilleros obligan a los habitantes rurales que se 
niegan a entregarles un porcentaje o un impuesto sobre la producción de los culti-
vos de uso ilícito a abandonar sus territorios. Estas acciones violentas han genera-
do numerosos desplazamientos forzados, el abandono de tierras por parte de las 
víctimas y en algunos casos el repoblamiento de los predios por parte de terceros” 
(CCJ: 2006; 28). 

En la Costa Pacífi ca colombiana, en la zona del Bajo Atrato chocoano, las comuni-
dades afrocolombianas han padecido el fl agelo del despojo de tierras y territorios 
desde fi nales de la década del ochenta y comienzos de los noventas. En esta 
zona se conjugan los intentos de la Fuerza Pública por retomar el control del 
territorio, la arremetida de grupos paramilitares, particularmente el Bloque Elmer 
Cárdenas (hoy desmovilizado) y la voracidad de empresarios palmicultores por 

 “[…] aprovechar racionalmente el territorio. Las comunidades negras ubicadas en 
los territorios colectivos de Jiguamiandó y Curvaradó fueron desplazadas de sus 
propiedades. “Los que pudieron volver encontraron que en sus tierras se habían 
asentado empresas que estaban desarrollando megaproyectos agrícolas. Los an-

65 “Los señores de las Tierras”. Revista Semana No.1152, mayo de 2004.
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tiguos dueños tuvieron que emplearse como jornaleros para poder quedarse en 
lo que es suyo. Hoy temen que los cultivadores les reclamen las mejoras que han 
hecho en las tierras y los obliguen a cederles sus títulos”66. 

Empresarios ligados a diversas compañías palmicultoras, aprovechando la incur-
sión paramilitar y mediante el empleo de diversos mecanismos se apropiaron de 
cerca de 35.000 hectáreas, asignados por el gobierno Colombiano a las comuni-
dades afrocolombianas y reconocidas bajo títulos de propiedad. 

 “La característica fundamental de estos títulos es que son inembargables, impres-
criptibles e inajenables, con el fi n de garantizar que siempre estén en manos de las 
comunidades. Es decir, son legalmente intocables”67. 

Las empresas con inversión económica en la zona son: Urapalma-Palmura, Asi-
bicon, Palmas de Curvaradó, Palmas S. A., Palmadó, Tuqueka, Selva Húmeda y 
Fregni Ochoa S. A.68 Urapalma es a vez socia de Palmas S.A. y Palmadó, las que 
tienen el mayor volumen de este tipo de tierras69.

Para esos productores de palma, apoderarse de los predios, además de contar 
con apoyo militar, recurrieron a otros medios entre los que se cuentan: la compra 
de títulos a algunas familias que poseían tierras antes de la titulación colectiva; la 
elaboración de contratos de usufructo y aprovechamiento fi rmados con los Con-
sejos Comunitarios a término indefi nido o a plazos de 30, 40 o 50 años. También 
se sirvieron de la suplantación de dirigentes y miembros de la comunidad para el 
desarrollo de la estrategia. Igualmente la utilización de la fi gura de accesión70 para 
adquirir diversos predios. 

 “Esta fi gura se usó abusivamente, por ejemplo, en la propiedad de un colono llama-
do Lino Antonio Díaz a quien en 1990 el antiguo Incora le adjudicó 18 hectáreas. 
Luego de sucesivas accesiones su lote pasó a 5.890 hectáreas”71. 

Otro ejemplo es de la explotación minera en el Sur de Bolívar, actividad que ha 
conducido al control del territorio por parte de grupos armados ilegales: 

 “En el municipio de Santa Rosa del Sur, departamento de Bolívar, se encuentran 
importantes recursos auríferos explotados artesanalmente por pobladores mineros. 
El grupo paramilitar Bloque Central Bolívar, de las Autodefensas Unidas de Colom-
bia, ha buscado debilitar los procesos de organizaciones campesinas y mineras y 

66 “Grupos paramilitares se están apoderando, a sangre y fuego, de las tierras más valiosas del país. Las vícti-
mas están desesperadas y no tienen quien les devuelva su patrimonio”. En Revista Semana, Edición 1152, 
mayo 31 de 2004.

67 Revista Semana Nº 1195, marzo 27 de 2005. Denuncia: La Palma maldita. Un informe del Incoder revela cómo 
las comunidades negras del Chocó están perdiendo sus tierras ancestrales.

68 Restitución: ¿Puro Tilín, Tilín…? En revista Semana N° 1299, marzo 24 de 2007.
69 Palma Desplazada; en Revista Semana N° 1262, julio 8 de 2006.
70 “En la ley se reconoce la accesión, una fi gura del derecho civil según la cual se adiciona a un lote la tierra que 

queda cuando un río se seca o cambia naturalmente de cauce. Para esto debe existir una declaración judicial, 
luego de la cual el Agustín Codazzi hace una verifi cación de cabida y linderos y en la Ofi cina de Registros 
Públicos se hace la modifi cación”. Ibíd; Revista Semana Nº 1262, Op. Cit.

71 “Palma Desplazada”, en Revista Semana N° 1262, julio 8 de 2006.
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apropiarse de los recursos provenientes de la extracción de oro a través de las 
intimidaciones y la presión sobre los mineros indocumentados. Las acciones de los 
paramilitares dirigidas a forzar el desplazamiento afectaron el proceso de legaliza-
ción y titulación de predios a la población minera […] en efecto, el decreto 2390 del 
Ministerio de Minas del 23 de abril de 2002 preveía que la legalización y titulación 
de predios mineros tenía que culminar el 31 de diciembre de 2004. Las acciones 
violentas perpetradas por los grupos paramilitares y por la fuerza pública en contra 
de la población campesina y minera del Sur de Bolívar no ha cesado: el 19 de sep-
tiembre de 2006, el líder agrominero Alejandro Uribe fue asesinado […] el día 21 
de septiembre los habitantes de la región que exigían la devolución del cuerpo de 
Alejandro […] fueron amenazados […] este no será el único muerto que van a tener, 
habrán más líderes muertos […]” (CCJ: 2006; 20).

En la sub región del Catatumbo (norte de Santander) hay otros ejemplos asocia-
dos al control de territorios en los que existen hidrocarburos:

 “[…] a partir de mayo de 1999 los paramilitares incursionaron en el municipio de la 
Gabarra […] generando masacres y desplazamientos forzados. En junio de 1999, el 
defensor regional del pueblo, Iván Villamizar Luciani, denunció la connivencia entre 
paramilitares y unidades militares. El trasfondo de la conquista del territorio ha sido 
el control de las millonarias ganancias provenientes de los megaproyectos que se 
desarrollan en la región: tres concesiones para la explotación de yacimiento petro-
líferos, y la veta de carbón ubicada entre Sardinata y la Gabarra...” (CCJ: 2006; 
22).

Las implicaciones del despojo de territorios, asociado al desplazamiento forzado 
de población, son descritas de la siguiente manera por el Proyecto de Protección 
de Tierras y Bienes de la Población Desplazada: 

 “Debemos tener en cuenta para entender el impacto de la violencia en los territo-
rios, que la acción de abandonar trasciende la situación forzada de dejar una ocupa-
ción o apartarse de ella, e incluye la idea de “cesar de frecuentar o habitar un lugar” 
que describe mejor la situación que viven las comunidades indígenas y negras del 
país, las cuales se ven obligadas a restringir o perder la administración de todo o una 
parte de su territorio, obligándolos a dejar de frecuentar, usar o aprovechar zonas; 
privarse de su uso para labores agrícolas, pesca, recolección o cacería; dejar de 
frecuentar sitios de culto o sagrados; limitar la circulación a través de sus caminos, 
ríos, vías, entre otras privaciones, por cuenta de los efectos del confl icto armado 
interno en sus territorios. 

 Ahora bien, dado el carácter interdependiente de este derecho fundamental, con 
otros como el derecho a la vida de los individuos y a la pervivencia de los pueblos, 
al desarrollo de su cultura, así como a los derechos a la circulación, al manejo y ad-
ministración étnica, a la consulta previa y a la restitución, el concepto de abandono 
debe también ampliarse para contemplar la diversidad de los impactos, daños, en fi n 
de las violaciones ocurridas tanto en términos del uso de los territorios como a los 
lugares específi cos de los sitios sagrados, viviendas, bosques, cultivos, construc-
ciones sociales o productivas y caminos. 

 De este modo, cualquier afectación al ejercicio de la territorialidad, aunque parcial 
(una o varias comunidades) deberá considerarse de forma integral frente a la to-
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talidad del territorio, así, la invasión al territorio étnico, a los mecanismos de orde-
namiento y manejo que se encuentran limitados a causa de la violencia, el cambio 
arbitrario de linderos y la identifi cación de confl ictos territoriales, entre otros, son 
factores que atentan contra la concepción de unidad territorial y las posibilidades de 
gobernabilidad y administración” 72.

En el Sur del departamento del Cesar, los campesinos asentados en la hacienda 
Bella Cruz fueron objeto sistemático de violaciones a los derechos humanos y 
de desplazamiento forzado a lo largo de la década del noventa. Por este caso 
fue condenado el Estado Colombiano y obligado a reparar a las víctimas por tri-
bunales internacionales. Este hecho se relacionó con la explotación monopólica 
de minas de carbón por parte de empresas transnacionales. Situación similar 
aconteció en el caso de la construcción de la Represa Urra I y el pueblo indígena 
Embera Katío en el departamento de Córdoba. 

Si bien no ha sido probado judicialmente que exista una relación directa entre la 
construcción de la represa y el ejercicio de la violencia contra el pueblo Embera 
Katío, varios de los líderes que encabezaron el proceso de interlocución con 
directivos empresariales y funcionarios gubernamentales fueron objeto de ame-
nazas por su oposición a la construcción de la represa. Allí hubo desplazamiento 
forzado y desaparición forzada como sucedió con Kimi Domico Pernia, afectán-
dose el conjunto de la población indígena. Situación similar sufrieron las comu-
nidades afrocolombianas asentadas en la localidad de Tabaco en la baja Guajira, 
al enfrentar la expansión de la mina del Cerrejón. En este caso, el pueblo Wayú 
fue afectado por el establecimiento de rutas de transporte férreo a lo largo de su 
territorio, lo que alteró las actividades tradicionales como el pastoreo de ovejas, 
rutas comerciales y establecimiento de poblados. En la práctica, grandes zonas 
de su territorio fueron enajenadas a la empresa propietaria de la mina, dejando el 
control territorial en manos de empresas de vigilancia privada, cooperativas de 
seguridad e incluso grupos paramilitares.

Por otro lado, la construcción de Puerto Bolívar, en la punta sur de Bahía Portete, 
a 150 kilómetros de la mina del Cerrejón, se asocia por parte del pueblo Wuayú 
con el desplazamiento forzado y una serie de acciones militares contra sus gentes. 
Se destaca la masacre de 12 mujeres y niños indígenas y la desaparición de 30 
personas más, cometida en Bahía Portete el 18 de abril del año 2004. Esta zona 
no solo se asocia con el comercio de carbón sino también con el transporte de 
droga. Puerto Bolívar es el puerto más grande de la Costa Caribe colombiana. 
 
En Antioquia, principal Departamento expulsor de población desplazada, los ha-
bitantes de Ituango victimizados tanto por organizaciones paramilitares como 
guerrilleras, fueron despojados de bienes y obligados a abandonar propiedades. 
Este municipio, ubicado en el piedemonte del Nudo de Paramillo, es epicentro 

72  Conceptos relacionados con la Ruta de Protección Étnica. Documento del Programa de Protección de Tierras 
y Patrimonio de la Población Desplazada. Acción Social – Presidencia de la República. Consultado en:http://
www.accionsocial.gov.co/contenido/contenido.aspx?catID=3&conID=3341&pagID=6219, febrero de 2009.
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de la construcción de la represa y central hidroeléctrica de Ituango. Al igual que 
en Urrá, es difícil establecer la relación directa entre modernización de infraes-
tructura económica y despojo. Sin embargo, los testimonios y la memoria de la 
población parecen relacionar estos dos fenómenos. 

Como se ha visto, la problemática trata sobre el despojo de propiedades, bienes 
y enseres y también del despojo de espacios vitales para la reproducción material 
y simbólica de comunidades, que a lo largo de las últimas décadas han sido pri-
vadas del espacio vital para reproducirse y producirse material y espiritualmente. 
El problema expuesto por las comunidades rurales incorpora una dimensión que 
trasciende el simple problema de la reivindicación de propiedades. 

El informe de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplaza-
miento Forzado en Colombia al relacionar desplazamiento forzado, usurpación y 
abandono de predios señala que: el fenómeno del desplazamiento forzado, en 
el contexto del Confl icto Armado Colombiano, ha incidido no solo en el despojo 
de propiedades rurales, sino también en el despojo y abandono de Territorios, lo 
cual ha afectado gravemente a la población rural y promovido a juicio de la Corte 
Constitucional “un estado de cosas inconstitucional”. Esta situación debe ser 
enfrentada por el Estado colombiano para conjurar los factores generadores del 
desplazamiento forzado y asumir las responsabilidades de reparación y restitu-
ción de bienes a la población desplazada. Según la Comisión: 

 “El despojo del patrimonio signifi có a la vez pérdida del hábitat, destrucción de parte 
los activos productivos y abandono del territorio al cual pertenecían los desplazados 
rurales […] El ámbito inmaterial del territorio corresponde a la identidad -construida 
socialmente- con el espacio físico y con la comunidad a los cuales se pertenece; 
así mismo, incluye las instituciones formales y, sobre todo informales, mediante las 
cuales los individuos y los grupos sociales se apropian productiva y culturalmente 
del territorio mismo” (Comisión de Seguimiento: 2009; 10).

Durante muchos años se hizo referencia a que el problema de desplazamiento 
privaba a la población desplazada de bienes y propiedades. Sin embargo, como 
lo señala la Comisión, al desplazar individuos y comunidades no se los priva so-
lamente de muebles e inmuebles, también de una relación vital entre comunidad 
y espacio vivido, apropiado y representado: se les priva del territorio. Si se parte 
de la base de que el territorio es un producto social derivado de las dinámicas 
de poblamiento, la apropiación simbólica y material del espacio y de las repre-
sentaciones construidas por una sociedad a través de la historia a través de sus 
vivencias, se tiene en esencia la defi nición de territorio. 

En virtud de la forma y el contenido con el que se ordenen las relaciones sociales, 
el territorio tiene una serie de atributos que permitirán diferenciarlos. Así, cultura, 

2.  De la tierra al territorio2.  De la tierra al territorio
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sociedad, naturaleza, técnica y tecnología, poder y economía, le imprimen a lo 
largo de la historia elementos particulares a un espacio. Al ser apropiado y usa-
do, el espacio se convierte en territorio. Evidenciando las lógicas que lo consti-
tuyen, el territorio se constituye igualmente en un campo relacional en el cual se 
materializan las pugnas y contradicciones de la sociedad inherentes al control y 
dominación de los recursos y la población, la naturaleza; el ejercicio del poder y la 
regulación de las relaciones sociales de producción; el control por el acceso y la 
circulación; las disputas por la representación hegemónica del territorio; e incluso 
por la información que circula en él. 

De esta manera, las relaciones confl ictivas de la sociedad terminan materializán-
dose visiblemente en el territorio. Son leídas, entre muchas otras cosas, a través 
de la transformación en los usos del espacio, las técnicas aplicadas para la trans-
formación del entorno, la ciencia y el conocimiento desarrollado y el ejercicio 
del poder sobre el territorio y la sociedad. Igualmente pueden ser evidenciadas 
a través del análisis de las instituciones sociales recreadas para el control y el 
gobierno del territorio. 

Al hacer referencia a las comunidades rurales y sus procesos de ocupación, 
apropiación y representación del espacio, se encuentran diversas construcciones 
sociales en forma y contenido que son igualmente complementarias. Esas cons-
trucciones, lejos de estar compartimentadas, se superponen en territorialidades 
donde se difi culta establecer un límite rígido, o la materialización de una frontera 
estática. Pese a ello, en la construcción político–jurídica del concepto de territo-
rio reconocido a las comunidades afrocolombianas y a los pueblos indígenas, ha 
imperado la idea de territorio compartimentado, asociada al Estado Nación, con 
fronteras infl exibles y límites bien defi nidos. 

Si bien se hace referencia a la pérdida de propiedades y de tierra, desde la pers-
pectiva territorial, la propiedad puede ser asimilada a la idea de sitio o lugar. En 
este orden de ideas, los sitios, entendidos como espacios vividos y apropiados 
mediante la construcción de relaciones sociales de diverso orden se entretejen, 
confi gurando un complejo entramado socio espacial, que en virtud de las afi nida-
des como de las lógicas con las que se construye, posibilita que los individuos se 
apropien del espacio y lo representen simbólicamente. 

En la confi guración territorial nacional se pueden observar contigüidades espacia-
les, derivadas de las formas de apropiación y representación del espacio vivido. 
En el caso de las comunidades rurales (indígenas, campesinas y afrocolombia-
nas) ello ha derivado en la confi guración de representaciones, prácticas y relacio-
nes entre la sociedad y la naturaleza. Estas, mediadas por el trabajo, la cultura, la 
economía y el poder, dan como resultado la constitución de territorios diversos, 
que en virtud de sus relaciones constituyeron contigüidades espaciales habitadas 
por individuos y comunidades. Al ser estas expuestas y sometidas a la violencia 
y el despojo, así como a la disputa por los recursos del suelo y subsuelo (agua, 
bosques, aire y energía), se ven condenadas a su desvertebramiento y al despojo 
y abandono de los sitios vividos, es decir el territorio. 
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De la confi guración horizontal de los lugares y el territorio, se pasa a una cons-
trucción vertical, a partir de la cual, instancias corporativas como las juntas di-
rectivas de empresas nacionales y extranjeras, cuerpos directivos de entidades 
estatales o de empresas mixtas y/o cuerpos de dirección y planifi cación técnica 
de proyectos, defi nen en forma y contenido los atributos de las relaciones que la 
sociedad debe establecer con el entorno. Con ello transforman usos, signifi cados 
y contenidos enfrentados con las concepciones construidas por las comunidades 
rurales a través de la historia. El resultado es la recomposición de las relaciones 
sociales en un territorio particular, o en el territorio nacional de manera general. 
Así se redefi nen las relaciones socio espaciales, bien a través del mercado, o en 
otros casos, mediante la violencia o la imposición de normas y leyes, técnicas y 
tecnologías o incluso a través de la información. 

La transformación del espacio y de las relaciones sociales mediante el uso de la 
fuerza, el ejercicio del poder o la imposición de las reglas del mercado, priva casi 
de inmediato, o paulatinamente a la población, del tránsito, el disfrute, el uso y 
el acceso al territorio, enajenándole la posibilidad de vivir y ser, en el sitio vital. 
Cuando esta situación afecta simultáneamente a pobladores con las mismas ca-
racterísticas sociales y culturales, se alteran las relaciones de contigüidad. Ello 
deriva en transformaciones radicales que implican potencialmente la redefi nición 
de identidades, signifi cados y patrones de relación, como de reconfi guración del 
territorio. 

En términos concretos, contigüidades de producción campesina por ejemplo, con 
contenidos y formas de ordenamiento espacial propias del campesinado, carac-
terizadas por la pequeña propiedad, la producción de autoconsumo, la absorción 
de fuerza de trabajo familiar y el mercado interno, se transforman y reconfi guran 
hacia grandes propiedades, ganadería extensiva y monocultivos. El resultado es 
el cambio del territorio a partir de la apropiación de sitios (propiedades y parce-
las); de la tierra. En esta lógica, la propiedad de la tierra es un elemento constitu-
tivo de la relación territorial, más no es el único. 

En general, el despojo de tierras se presenta simultáneamente con el de terri-
torios; es complejo tratar de precisar una lógica histórica que permita distinguir 
cuando fue el despojo de tierras y cuando el de territorios. Sin embargo, la apa-
riencia del fenómeno indica que el despojo afecta primero a propiedades particu-
lares. Al volverse un fenómeno masivo, contribuye a reconfi gurar las relaciones 
socio–espaciales, entrando en el campo de la afectación territorial. Desde los 
años ochenta el narcotráfi co de la mano con el paramilitarismo ha controlado 
territorios para el desarrollo del negocio de las drogas y las armas. Para ello, han 
afectado propiedades individuales mediante la compra o el despojo con el fi n 
de construir y dominar corredores estratégicos. En ese proceso el despojo de 
tierras y territorios en el sentido aquí anotado (no sólo el aspecto geográfi co y 
físico) se ha dado de manera simultánea. 

Sin embargo, en una perspectiva histórica y dentro de la dinámica del confl icto y 
de los intereses económicos de grupos, élites y empresas extranjeras, es posible 
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distinguir la preponderancia del control de territorios en relación con la tierra en 
sí, a partir de la década del noventa. El despojo de tierra no necesariamente con-
duce al dominio y control o al despojo de un territorio mediante el desplazamiento 
y control de las comunidades y el establecimiento de un orden social y político 
ajeno a la cultura y costumbres tradicionales de una comunidad. Pero el control 
del territorio, por lo general, implica el despojo de tierras y/o su adquisición a 
través del mercado; así mismo implica también el desplazamiento forzado de la 
población. 

Podría concluirse que el despojo de tierras no conduce al control territorial, pero 
que para el control del territorio es absolutamente necesario la transformación 
de las relaciones de tenencia establecidas por las comunidades tradicionalmente 
ocupantes del territorio en disputa. Sea a través de la combinación de las reglas 
del mercado, la violencia y la coerción, o mediante la instrumentalización de en-
tidades públicas y privadas, se transforma la relación de tenencia, derivando en 
la pérdida de la propiedad para las comunidades indígenas, campesinas y afroco-
lombianas. En muchos de los casos, el método de despojo parece depender de 
la formalidad en la relación de tenencia establecida entre el bien y la comunidad, 
así como del reconocimiento jurídico político de esa relación. Tal es el caso de 
comunidades afrocolombianas y pueblos indígenas. 

En la actualidad, la introducción de nuevos elementos en el confl icto colombiano 
ha derivado potencialmente en el reordenamiento de los espacios regionales y 
en la reconfi guración de relaciones socio-territoriales. El problema agrario que 
tradicionalmente ha vivido el país se ha cualifi cado en la medida en que la pobla-
ción rural enfrenta paralelamente dos problemáticas: el despojo de tierras con su 
consecuente privación de condiciones objetivas para la supervivencia de la comu-
nidad, y la reconfi guración de los lazos socio–territoriales que le permiten ser un 
sujeto social, cultural, económico y político. Como se anotó en la caracterización 
conceptual sobre territorio en las comunidades afrocolombianas, campesinas y 
en los pueblos indígenas, el territorio es algo más que un pedazo de tierra: es la 
vida y sin él, difícilmente se puede existir. 
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